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DECRETO LEGISLATIVO 806 DEL 4 DE JUNIO DE 2020

Continuando con el propósito de compartir con la academia la información 
sociojurídica relevante en el contexto de la pandemia de Covid-19, en esta 
ocasión les remito el Decreto Ley No.806 del 4 de junio de 2020, 

Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar 

la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica.



NORMAS DE INTERÉS PARA UNA MEJOR COMPRENSIÓN DEL 
DECRETO

De antemano se advierte que se hará alusión a los 
consideraciones más relevantes del Decreto Ley. 

Del mismo modo, se hace necesario recordar el contenido 
referencial de otros decretos de excepción y resoluciones dictados 
por el Gobierno y  de algunos acuerdos expedidos por el Consejo 
Superior de la Judicatura. Veamos:



Resolución No. 380 del 10 de marzo de 2020

Por la cual el Ministerio de Salud y Protección Social adoptó, 
entre otras, medidas preventivas sanitarias de aislamiento y 
cuarentena de las personas que, a partir de la entrada en 
vigencia de la precitada resolución, arribaran a Colombia desde 
la República Popular China, Francia, Italia y España.



Resolución 385 del 12 de marzo de 2020

Por la cual el ministro de Salud y Protección Social, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 69 de la Ley 1753 de 2015, 
declaró el estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo 
Coronavirus COVID-19 en todo el territorio nacional hasta el 30 de 
mayo de 2020 y, en virtud de esta, adoptó una serie de medidas 
con el objeto de prevenir y controlar la propagación del 
Coronavirus COVID-19 y mitigar sus efectos.



Decreto 417 del 17 de marzo de 2020

Por el cual se declaró el Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica en todo el territorio nacional por el 
término de treinta (30) días, con el fin de conjurar la grave 
calamidad pública que afecta al país por causa del nuevo 
coronavirus COVID-19.



Resolución 844 del 26 de mayo de 2020 

Mediante la cual el Ministerio de Salud y Protección 
Social prorrogó la emergencia sanitaria por causa 
del nuevo Coronavirus COVID-19 hasta el 31 de 
agosto de 2020.



Decretos 457 del 22 de marzo de 2020,531 del 8 de abril de 2020,593 del 24 
de abril de 2020, 636 del 06 de mayo de 2020 y 749 del 28 de mayo de 2020

Mediante los cuales el Presidente de la República impartió instrucciones 
en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del nuevo 
Coronavirus COV/D-19, y el mantenimiento del orden público, dentro de 
las cuales se ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de todas las 
personas habitantes de la República de Colombia, desde las 00:00 horas 
del día 25 de marzo de 2020, de manera ininterrumpida, hasta las 00:00 
horas del 1 de julio de 2020.



Decreto 417 de 2020

Por el cual el Gobierno nacional adoptó varias medidas 
encaminadas a garantizar los derechos de los usuarios de 
la justicia, la continuidad de los servicios de justicia 
prestados por entidades del ejecutivo y de los métodos 
alternativos de resolución de conflictos.



Decreto 469 de 23 de marzo de 2020

Mediante el cual el Gobierno nacional dispuso que, en el marco de 
la Emergencia Económica, Social y Ecológica, la Sala Plena de la 
Corte Constitucional podría levantar la suspensión de los términos 
judiciales ordenada por el Consejo Superior de la Judicatura 
cuando fuere necesario para el cumplimiento de sus funciones 
constitucionales.



Decreto 491 del 28 de marzo de 2020
Por el cual el Gobierno nacional adoptó medidas de urgencia para garantizar 
la atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades 
públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman 
medidas para la protección laboral y de los contratistas de prestación de 
servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica", entre las cuales se establecieron, entre otras, medidas para que 
las entidades públicas, incluidas las que tienen funciones jurisdiccionales, 
puedan prestar servicios a través de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones; 



(...) Decreto 491 del 28 de marzo de 2020

(...) para que los procesos arbitrales puedan tramitarse a través de 
las tecnologías de la información y las comunicaciones; para 
mantener la continuidad en la prestación de los servicios de justicia 
alternativa, los procesos arbitrales y los trámites de conciliación 
extrajudicial, amigable composición y procedimientos de insolvencia 
de persona natural no comerciante mediante el uso de tecnologías de 
la comunicación y la información; 



(...) Decreto 491 del 28 de marzo de 2020

(...) también para que durante el período de aislamiento preventivo obligatorio 
las autoridades que no cuenten con firma digital puedan válidamente 
suscribir los actos, providencias y decisiones que adopten mediante firma 
autógrafa mecánica, digitalizadas o escaneadas, según la disponibilidad de 
dichos medios, y se estableció que, sin perjuicio de las disposiciones 
contenidas en las normas vigentes, los órganos, corporaciones, salas, juntas 
o consejos colegiados, de todas las ramas del poder público y en todos los 
órdenes territoriales, podrán realizar sesiones no presenciales cuando por 
cualquier medio sus miembros puedan deliberar y decidir por comunicación 
simultánea o sucesiva. No obstante, en dicho decreto no se establecen ni regulan medidas 
procesales para el trámite de los procesos judiciales.



(...) Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. Artículo 3

Prestación de los servicios a cargo de las autoridades. Para evitar el 
contacto entre las personas, propiciar el distanciamiento social y 
hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por 
el Ministerio de Salud y Protección Social, las autoridades a que se 
refiere el artículo 1 del presente Decreto velarán por prestar los 
servicios a su cargo mediante la modalidad de trabajo en casa, 
utilizando las tecnologías de la información y las comunicaciones.



(...) Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. Artículo 3

(...) Las autoridades darán a conocer en su página web los 
canales oficiales de comunicación e información mediante 
los cuales prestarán su servicio, así como los mecanismos 
tecnológicos que emplearán para el registro y respuesta de 
las peticiones.



(...) Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. Artículo 3

En aquellos eventos en que no se cuente con los medios tecnológicos 
para prestar el servicio en los términos del inciso anterior, las 
autoridades deberán prestar el servicio de forma presencial. No 
obstante, por razones sanitarias, las autoridades podrán ordenar la 
suspensión del servicio presencial, total o parcialmente, privilegiando 
los servicios esenciales, el funcionamiento de la economía y el 
mantenimiento del aparato productivo empresarial.



(...) Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. Artículo 3

En ningún caso la suspensión de la prestación 
del servicio presencial podrá ser mayor a la 
duración de la vigencia de la Emergencia 
Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y 
Protección Social.



Decreto 564 de 2020
"Por el cual se adoptan medidas para la garantía de los derechos de los usuarios del 
sistema de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica", con el fin de garantizar los derechos de acceso a la administración justicia, 
debido proceso, el derecho de defensa y el principio de seguridad, se suspendieron 
todos los términos de prescripción y de caducidad previstos en cualquier norma 
sustancial o procesal para ejercer derechos, acciones, medios de controlo presentar 
demandas y los términos procesales de inactividad para el desistimiento tácito 
previstos en el artículo 317 del Código General del Proceso, en el artículo 178 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, así como 
también los términos de duración del proceso del artículo 121 del Código General del 
Proceso.



ACUERDOS EXPEDIDOS POR EL CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 85 numerales 13, 16, 24 y 26 de la 
Ley 270 de 1996 y en la Resolución No. 385 de 2020 del Ministerio de Salud y 
Protección Social, mediante los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, 
PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, 
PCSJA20-11529, PCSJA20-11532, PCSJA2011546, PCSJA20-11549 y 
PCSJA20-11556 el Consejo Superior de la Judicatura suspendió los términos 
judiciales de la mayoría de los procesos desde el 16 de marzo de 2020. 
Progresivamente ha levantado la suspensión en ciertos asuntos cuya continuidad 
ha considerado viable en el marco de su autonomía.



MEDIDAS QUE SE TOMARON POR MEDIO DE LOS ANTERIORES 
ACUERDOS

El Consejo Superior de la Judicatura, en los mencionados 
acuerdos ha establecido diferentes medidas que pretenden 
privilegiar la utilización de medios virtuales para la 
prestación del servicio de justicia, como:



(...) MEDIDAS IMPLEMENTADAS CON LOS 
ACUERDOS

Los servidores judiciales trabajarán preferencialmente desde sus 
casas mediante el uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, salvo que, de manera excepcional, para cumplir 
con las funciones o prestación del servicio, fuera necesario el 
desplazamiento o la atención presencial en las sedes judiciales o 
administrativas.



(...) MEDIDAS IMPLEMENTADAS CON LOS 
ACUERDOS

En la recepción, gestión, trámite, decisión y de las 
actuaciones judiciales y administrativas, si corresponde, se 
privilegiará el uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, de preferencia institucionales, en 
concordancia con lo previsto en el artículo 3 del Decreto 491 
de 2020.



(...) MEDIDAS IMPLEMENTADAS CON LOS 
ACUERDOS

Los jueces utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos 
para todas las actuaciones, comunicaciones, notificaciones, 
audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, 
terceros e intervinientes actuar en los procesos mediante los 
medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades físicas innecesarias.



(...) MEDIDAS IMPLEMENTADAS CON LOS 
ACUERDOS

Los memoriales y demás comunicaciones podrán 
ser enviados o recibidos por correo electrónico 
evitando presentaciones o autenticaciones 
personales o adicionales de algún tipo.



(...) MEDIDAS IMPLEMENTADAS CON LOS 
ACUERDOS

Las partes, abogados, terceros e intervinientes en 
los procesos judiciales o administrativos deberán 
suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones.



LA INSUFICIENCIA DE LAS MEDIDAS DECRETADAS POR EL GOBIERNO Y EL 
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

En criterio del Gobierno Nacional, las medidas adoptadas en materia de justicia 
bajo el amparo de la emergencia declarada en el Decreto 417 de 2020 resultan 
insuficientes frente al grave impacto que en relación con la prestación del servicio 
de justicia ha producido la prolongación de las medidas de aislamiento, situación 
que no podía ser prevista al inicio de la emergencia sanitaria. De igual manera, 
persiste la situación de riesgo de contagio, por lo que los efectos de la 
emergencia han sido mucho mayores que los esperados. Así mismo, en razón de 
la incertidumbre sobre la evolución de la pandemia, no es posible conocer el 
momento preciso en que se podrá prestar con normalidad el servicio de justicia..



OTRAS CONSIDERACIONES 
RELEVANTES DEL DECRETO 
LEY 806 DEL 4 DE JUNIO DE 

2020



LA EVOLUCIÓN DE LA PANDEMIA Y LA CORRELATIVA AFECTACIÓN DEL 
SERVICIO ESENCIAL DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

Por las características propias de la pandemia, los efectos de la 
crisis en materia sanitaria, económica y social ha evolucionado de 
manera imprevisible, y, en consecuencia, bajo esa misma lógica ha 
evolucionado la afectación a la prestación de los servicios del 
Estado y, también, el servicio esencial de la administración de 
justicia.



Del acceso a la administración de justicia y la grave crisis económica para los 
abogados litigantes y sus trabajadores

Dicha situación ha tenido graves consecuencias tanto en materia de acceso a la 
administración de justicia, así como en relación con los sujetos que actúan ante 
las autoridades judiciales. Así, los ciudadanos se han visto limitados en sus 
posibilidades de acudir a la justicia para reclamar sus derechos o dirimir 
controversias; de igual manera, se ha ocasionado una grave crisis económica para 
los abogados litigantes y sus trabajadores, cuando aquellos han constituido 
sociedades para la asistencia y defensa legal, quienes no han podido continuar 
con la labor de la que derivan su sustento y que depende del desarrollo de las 
etapas procesales.



De las recomendaciones de la OIT

La Organización Internacional del Trabajo, en el citado comunicado, insta a los 
Estados a adoptar medidas urgentes para (i) proteger a los trabajadores y 
empleadores y sus familias de los riesgos para la salud generadas por el 
coronavirus COVID-19; (ii) proteger a los trabajadores en el lugar de trabajo; (iii) 
estimular la economía y el empleo, y (iv) sostener los puestos de 
trabajo y los ingresos, con el propósito de respetar los derechos 
laborales, mitigar los impactos negativos y lograr una recuperación 
rápida y sostenida.



(...) De las recomendaciones de la OIT
Que igualmente, la Organización Internacional del Trabajo en el documento "las normas 
de la OIT y la COVID-19 (coronavirus)" de fecha 29 de mayo de 2020 señaló entre otros 
aspectos; "que los gobiernos deberían, tan pronto como sea posible o tratar de 
garantizar la seguridad básica del ingreso, en particular para las personas que hayan 
perdido sus puestos de trabaja o medios de vida a causa de la crisis; o adoptar, 
restablecer o ampliar regímenes integrales de seguridad social y otros mecanismos de 
protección social, teniendo en cuenta la legislación nacional y los acuerdos 
internacionales, y o tratar de garantizar el acceso efectivo a una atención de salud 
esencial y a otros servicios sociales básicos, en particular para los grupos de 
población y [as personas a los que la crisis ha hecho particularmente vulnerables"



De la reanudación progresiva de los términos judiciales y la 
reactivación de la labor de los abogados

Que este orden, resulta necesario tomar medidas que permitan seguir 
reanudando los términos procesales, así como la posibilidad de acudir 
a la administración de justicia y garantizar la continuidad, no sólo del 
servicio público de justicia, sino además la reactivación de la 
actividad de defensa jurídica adelantada por los abogados y de 
todos aquellos que dependen de ella.



La administración de justicia como actividad esencial del 
Estado

Que, la Honorable Corte Constitucional en las Sentencias C -365 de 2000, C-326 
de 2006, C-879 de 2003 y C-1149 de 2001, entre otras, ha señalado que "Una de 
las actividades esenciales del funcionamiento del Estado Social de Derecho es la 
administración de justicia. Su objetivo primordial consiste en preservarlos valores 
y garantías establecidos en la Constitución. El artículo 229 Superior reconoce a 
todas las personas el derecho a obtener tutela judicial efectiva por parte de los 
jueces y tribunales que integran la administración de justicia, garantía que entraña 
la posibilidad de acudir libremente a la jurisdicción siendo parte en un proceso 
promoviendo la actividad jurisdiccional que concluya con una decisión final 
motivada, razonable y fundada en el sistema de fuentes."



De la carencia de facultades del Consejo Superior de la 
Judicatura para modificar las reglas procesales

Que el Consejo Superior de la Judicatura, por tratarse de 
competencias asignadas al legislador, no tiene facultades 
para crear ni modificar reglas procesales especiales y su 
competencia está restringida a la adopción de medidas 
administrativas que no tienen el alcance de modificar, 
adicionar o derogar las normas procesales vigentes de 
rango legal.



De la reserva legal 

En efecto, la Honorable Corte Constitucional ha establecido la 
competencia en cabeza del legislador para el establecimiento, 
modificación, adición o creación de procedimientos judiciales, en 
razón de la cláusula general de competencia en materia de 
códigos y procedimientos establecido en el numeral 2 del artículo 
150 de la Constitución.



(...) De la reserva legal 
Así, en la Sentencia C 031 de 2019 dijo de forma expresa, 
reiterando números fallos anteriores que "El Legislador puede 
definir las reglas mediante las cuales se deberá adelantar cada 
proceso, que incluyen, entre otras cosas, la posibilidad de (i) fijar 
nuevos procedimientos, (ii) determinar la naturaleza de 
actuaciones judiciales, (iii) eliminar etapas procesales, (iv) 
establecer las formalidades que se deben cumplir, (v) disponer el 
régimen de competencias que le asiste a cada autoridad, 



(...) De la reserva legal 

(vi) consagrar el sistema de publicidad de las actuaciones, (vii) 
establecer la forma de vinculación al proceso, (viii) fijar los medios de 
convicción de la actividad 'judicial, (ix) definir los recursos para 
controvertir lo decidido y, en general, (x) instituir los deberes, 
obligaciones y cargas procesales de las partes. Como se observa, 
esta función le otorga al legislativo la posibilidad de privilegiar 
determinados modelos de procedimiento o incluso de prescindir de 
etapas o recursos en algunos de ellos".



Carácter de orden público de las normas procesales

Que en ese mismo sentido el artículo 13 del Código 
General del Proceso establece que "las normas procesales 
son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio 
cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, 
modificadas o sustituidas por los funcionarios o 
particulares, salvo autorización expresa de la ley".



La necesidad de expedir normas que posibiliten 
la tramitación virtual de los procesos

Que resulta indispensable expedir normas destinadas 
a que los procesos se puedan tramitar, en la mayoría 
de los casos, virtualmente, y con ello garantizar el 
acceso a la administración de justicia, el derecho a la 
salud y el trabajo de los servidores judiciales, litigantes 
y de los usuarios.



La generación de conflictos sociales, a raíz del aislamiento, que 
deben ser resueltos por los jueces

Que por la situación de aislamiento, decretada desde el 27 de marzo de 2020 a través 
de los Decretos 457,531,593,636,689,749 de 2020, se han generado conflictos sociales 
de diferentes características que evidencian la necesidad de una pronta regulación 
para que puedan ser resueltos por las autoridades judiciales, por ejemplo: en materia 
laboral, por la suspensión de los contratos laborales, modificación de contratos 
laborales, despidos injustificados; en contencioso administrativo, asuntos relacionados 
con acciones populares por vulneración a derechos colectivos o controversias 
contractuales por incumplimiento de contratos estatales; en materia civil, demandas 
sobre contratos comerciales; y en familia, asuntos relacionados con el derecho de 
sucesiones.



La protección de la subsistencia de los abogados, 
empleados y familias

Que, de igual manera, resulta necesario tomar medidas que sigan 
permitiendo la reanudación de la prestación del servicio esencial de la 
justicia y evitar la propagación de los graves efectos sociales y 
económicos que está generando su cierre parcial, teniendo en 
consideración que su prestación efectiva es el vehículo para 
garantizar los derechos y la seguridad jurídica. Así como el hecho que 
de su funcionamiento depende la subsistencia de los abogados 
litigantes, sus empleados y sus familias.



Las disposiciones procesales impiden el trámite de las 
actuaciones

Que por lo anterior, y teniendo en consideración que 
muchas de las disposiciones procesales impiden el 
trámite de algunas actuaciones de manera virtual, 
resulta necesario crear herramientas que lo permitan 
para hacer frente a la crisis.



Normas impiden la virtualidad en las actuaciones judiciales

Entre otras, las siguientes normas impiden la virtualidad en las 
actuaciones judiciales:

En el artículo 162 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, que regula el contenido de la 
demanda en los asuntos contencioso administrativos, se establece en 
su numeral 7 como facultativo indicar la dirección de correo 
electrónico de las partes y del apoderado del demandante.



Normas impiden la virtualidad en las actuaciones judiciales

El artículo 205 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, establece como facultativo la notificación 
por medios electrónicos de las providencias judiciales.

El artículo 201 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, establece el envío a través de un mensaje de 
datos de la providencia notificada por estado, si la parte suministró su 
dirección de correo electrónico.



Normas impiden la virtualidad en las actuaciones judiciales

El artículo 25 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 
no establece el deber del demandante de indicar en la demanda la 
dirección de correo electrónico de las partes.

El Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social no regula lo 
relacionado con las notificaciones electrónicas, el envío y recibo de 
documentos electrónicos.



Normas impiden la virtualidad en las actuaciones judiciales

El artículo 74 del Código General del Proceso, establece el deber 
de allegar el poder con presentación personal.

El Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, el Código 
General del Proceso y el Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo, no establecen una regulación 
específica para el desarrollo de las audiencias a través de medios 
tecnológicos.



La urgencia de expedir un marco normativo que regule el uso 
de los medios virtuales

A pesar de que el Consejo Superior de la Judicatura adoptó las referidas 
medidas administrativas para viabilizar el trámite de ciertas actuaciones 
judiciales de manera virtual, lo cierto es que estas normas limitan esa 
posibilidad, lo cual hace necesario y urgente la expedición de un marco 
normativo que establezca reglas procesales de obligatorio cumplimiento 
para las autoridades judiciales y los sujetos procesales, de modo que 
tales actuaciones efectivamente se puedan llevar a cabo por medios 
virtuales.



La urgencia de expedir un marco normativo que regule el uso 
de los medios virtuales

Que igualmente, es importante crear disposiciones que agilicen el 
trámite de los procesos judiciales y permitan la participación de 
todos los sujetos procesales, contrarrestando la congestión judicial 
que naturalmente incrementó la suspensión de los términos 
judiciales ordenada por el Consejo Superior de la Judicatura con 
fundamento en la emergencia sanitaria.



La urgencia de expedir un marco normativo que regule el uso 
de los medios virtuales

Que por lo anterior, es necesario crear un marco normativo que se 
compadezca con la situación actual que vive el mundo y 
especialmente Colombia, que perdure durante el estado de 
emergencia sanitaria, y que establezca un término de transición 
mientras se logra la completa normalidad y aplicación de las normas 
ordinarias.



La urgencia de expedir un marco normativo que regule el uso 
de los medios virtuales

Que este marco normativo procurará que por regla general las 
actuaciones judiciales se tramiten a través de medios virtuales y 
excepcionalmente de manera presencial. Por lo que se debe entender 
que las disposiciones de este decreto complementan las normas 
procesales vigentes, las cuales seguirán siendo aplicables a las 
actuaciones no reguladas en este decreto.



Las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos

Que de igual manera la OCDE, en el documento "Impact of 
COVID-19 on Access to Justice", recomendó diferentes medidas 
para viabilizar el acceso a la administración de justicia en 
tiempos de pandemia, entre estas la implementación de la 
tecnología en los procesos judiciales para su agilización (ver 
"Lesson eight: Technology servicing people").



Del acceso a la administración de justicia en condiciones de igualdad

Que este marco normativo debe garantizar el derecho fundamental de acceso a la 
administración de justicia en condiciones de igualdad, al respecto, la Honorable 
Corte Constitucional en Sentencia C-426 de 2020, reiterada en la Sentencia T-421 
de 2018, indicó que este derecho implica "la posibilidad reconocida a todas las 
personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad 
ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden 
jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e 
intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente 
establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales y 
procedimentales previstas en las leyes".



De las medidas de bioseguridad 

Que igualmente debe proteger el derecho fundamental a la salud de los 
servidores públicos y de los usuarios de la justicia, y en los casos en que sea 
necesario acudir a las instalaciones judiciales se haga con el cumplimiento 
de todas las medidas de bioseguridad fijadas por el Ministerio de Salud y 
Protección Social, el Consejo Superior de la Judicatura, los centros de 
arbitraje y las Entidades Públicas con funciones jurisdiccionales.

Que por lo anterior el presente decreto tiene por objeto adoptar (las 
siguientes) medidas:



De las medidas adoptadas por el Decreto Ley 806 del 4 de junio de 2020. 

i) para agilizar los procesos judiciales, en razón a que, por la larga 
suspensión de términos judiciales y las medidas de aislamiento, se originaron 
diversos conflictos, los cuales incrementarán la litigiosidad en todas las áreas 
del derecho (laboral, civil, comercial, agrario, familia, contencioso 
administrativo), a esto se debe sumar la congestión judicial que existía 
previamente a la declaratoria de emergencia, situaciones que amenazan el 
derecho de acceso a la administración de justicia de la ciudadanía y a 
alcanzar la justicia material;



De las medidas adoptadas por el Decreto Ley 806 del 4 de junio de 2020. 

ii) para el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones 
en el trámite de los procesos judiciales ante la jurisdicción ordinaria en las 
especialidades civil, laboral y familia; la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo; la jurisdicción constitucional y disciplinaria; así como, ante las 
autoridades administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales; y en los 
procesos arbitrales; con el fin de que los procesos no se vean interrumpidos por 
las medidas de aislamiento y garantizar el derecho a la salud de los usuarios de 
la justicia y de los servidores judiciales.



De las medidas adoptadas por el Decreto Ley 806 del 4 de junio de 2020. 

iii) para flexibilizar la atención a los usuarios de los 
servicios de justicia, de modo que se agilice en la mayor 
medida posible la reactivación de la justicia, lo que a su vez 
permitirá la reactivación de las actividades económicas que 
dependen de ella, tales como la representación judicial que 
ejercen los abogados litigantes y sus dependientes.



De las medidas adoptadas por el Decreto Ley 806 del 4 de junio de 2020. 

Que estas medidas se aplicarán al proceso arbitral y a 
los que se tramiten ante entidades públicas con 
funciones jurisdiccionales, sin perjuicio de lo ya 
señalado por el Decreto 491 de 2020 y por las reglas de 
procedimiento previstas en sus reglamentos y leyes 
especiales.



De las medidas adoptadas por el Decreto Ley 806 del 4 
de junio de 2020. 

Que estas medidas, se adoptarán en los procesos 
en curso y los que se inicien luego de la 
expedición de este decreto.



De las limitaciones en el acceso a las tecnologías

Que dado que en muchos lugares del país las personas e inclusive las 
autoridades judiciales no pueden acceder a las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, las medidas que se disponen en este decreto se aplicarán 
solamente a los procesos en que los cuales los sujetos procesales y la 
autoridades judiciales cuenten con estos medios, de lo contrario, el servicio de 
justicia deberá prestarse de forma presencial, siempre que sea posible y se 
ajuste a las disposiciones que sobre el particular dicten el Ministerio de Salud, 
el Consejo Superior de la Judicatura, los Centros de Arbitraje y las Entidades 
Públicas con funciones jurisdiccionales.



De la colaboración que deberían prestar las 
alcaldías

Que con el fin de que a los usuarios de la justicia se les 
facilite el acceso a las tecnologías de la información y las 
comunicaciones se dispone que los municipios y 
personerías, y otras entidades públicas en la medida de 
sus posibilidades, les presten toda su colaboración.



De los deberes que adquieren los demandantes

Que los medios tecnológicos se utilizarán para todas las actuaciones 
judiciales, como presentación de la demanda, contestación de la demanda, 
audiencias, notificaciones, traslados, alegatos, entre otras.

Que con el fin de agilizar el proceso y utilizar las tecnologías de la 
información y las comunicaciones se establece que el demandante al 
presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico 
copia de ella y de sus anexos a los demandados y del mismo modo deberá 
proceder cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación.



Prescindencia de traslados por Secretaría

Que para facilitar el trámite de los traslados, se establece que 
cuando una parte acredite haber enviado un escrito del cual deba 
correrse traslado a los demás sujetos procesales, mediante la 
remisión de la copia por correo o medio electrónico, se 
prescindirá del traslado por secretaría, el cual se entenderá 
realizado a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del 
mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día 
siguiente.



De la conformación de las Salas para el trámite de 
audiencias virtuales

Que con el fin de agilizar los procesos y facilitar el 
trámite de las audiencias virtuales, se establece que a 
las audiencias y diligencias, que se deban adelantar 
por la sala de una corporación, deben concurrir 
solamente la mayoría de los magistrados que 
integran la sala.



Exclusividad del registro nacional de personas 
emplazadas para notificación personal

Que con este mismo fin se establece que los 
emplazamientos para notificación personal se realizarán 
únicamente en el registro nacional de personas 
emplazadas, sin necesidad de publicación en un medio 
escrito, con lo cual se agilizará el trámite de esta 
notificación.



Sustentación por escrito y a través de medios electrónicos 
de los recursos en materia civil, familia y laboral

Que se regula la segunda instancia en materia civil y familia para que esta se 
pueda tramitar, en los casos en que no se decreten pruebas en segunda 
instancia, sin que tenga que adelantarse la audiencia para la sustentación del 
recurso, y por el contrario la sustentación, su traslado y sentencia se hará a 
través de documentos aportados por medios electrónicos. Igualmente, en 
laboral se establece que la segunda instancia se pueda adelantar sin la 
audiencia para alegatos de conclusión y sentencia, estas actuaciones se 
podrán hacer mediante documentos electrónicos.



La posibilidad de resolver excepciones previas antes de la 
audiencia inicial, en materia contencioso administrativa.

Que en materia contencioso administrativo se establece la posibilidad de resolver 
las excepciones previas antes de la audiencia inicial, y las que requieran la 
práctica de prueba se estudiarán en la audiencia inicial, con lo cual se impedirá 
que el juez, como ocurre actualmente, tenga que suspender la audiencia 
inicial para practicar pruebas. Esta medida colaborará a que la virtualidad en 
la audiencia inicial sea más efectiva y si el proceso termina por la configuración 
de una excepción previa decidida antes de la audiencia no haya tenido que 
adelantarse esta.



Casos en los cuales se da la posibilidad para proferir 
sentencia anticipada en la jurisdicción contenciosa

Que para la jurisdicción de lo contencioso administrativo se establece 
la posibilidad de proferir sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho o no fuere necesario practicar pruebas; 
cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten; 
cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la 
caducidad, la conciliación, la prescripción extintiva y la falta de 
legitimación en la causa, y en caso de allanamiento de conformidad 
con el artículo 176 de la Ley 1437 de 2011. 



Casos en los cuales se da la posibilidad para proferir 
sentencia anticipada en la jurisdicción contenciosa

Con esta medida los jueces administrativos podrán culminar 
aquellos procesos que se encuentran en los supuestos de 
hecho señalados y se evitará adelantar la audiencia inicial, 
de pruebas y/o la de instrucción y juzgamiento, 
circunstancia que agilizará la resolución de los procesos 
judiciales y procurará la justicia material.



La necesidad de dar  un término prudencial para la reanudación de los 
términos legales o judiciales

Que es necesario dar un término prudencial para la reanudación de los 
términos legales o judiciales, para que los sujetos procesales puedan 
cumplir con los actos procesales que se interrumpieron o no se 
pudieron realizar por la suspensión de términos judiciales, se 
garantice el ejercicio de los derechos y se evite la aglomeración de 
personas en los despachos judiciales una vez se levante la 
suspensión de términos judiciales por parte del Consejo Superior de 
la Judicatura.



Del derecho de acceso a la administración de justicia, defensa y seguridad 
jurídica de las partes y otras garantías.

Que estas disposiciones garantizarán el derecho de acceso a la administración de 
justicia, defensa y seguridad jurídica de las partes y además el derecho a la 
salud de los servidores judiciales y de los usuarios de justicia porque 
evitará situaciones en las que se torne imposible el ejercicio de los 
derechos y el acceso a la justicia, teniendo en cuenta las medidas de 
aislamiento. Adicionalmente, como quedó expuesto, las medidas que se 
adoptan pretenden la flexibilización de la atención al usuario de los servicios de 
justicia y la pronta reactivación de las actividades económicas que dependen de 
este. 



En mérito de lo expuesto, DECRETA

Artículo 1. Objeto. Este decreto tiene por objeto implementar el uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales 
y agilizar el trámite de los procesos judiciales ante la jurisdicción ordinaria en las 
especialidades civil, laboral, familia, jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, jurisdicción constitucional y disciplinaria, así como, las 
actuaciones de las autoridades administrativas que ejerzan funciones 
jurisdiccionales y en los procesos arbitrales, durante el término de vigencia del 
presente decreto. Adicionalmente, este decreto pretende flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia y contribuir a la pronta reactivación de las 
actividades económicas que dependen de este.



Parágrafo.

En aquellos eventos en que los sujetos procesales o la autoridad judicial 
no cuenten con los medios tecnológicos para cumplir con las medidas 
establecidas en el presente decreto o no sea necesario acudir a aquellas, 
se deberá prestar el servicio de forma presencial, siempre que sea 
posible y se ajuste a las disposiciones que sobre el particular 
dicten el Ministerio de Salud y Protección Social, el Consejo 
Superior de la Judicatura, los Centros de Arbitraje y las entidades 
con funciones jurisdiccionales.



(...) Parágrafo. Inc. 2°.

Los sujetos procesales y la autoridad judicial competente 
deberán manifestar las razones por las cuales no pueden 
realizar una actuación judicial específica a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones de lo 
cual se dejará constancia en el expediente y se realizará 
de manera presencial en los términos del inciso anterior.



Artículo 2. 

Uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la 
información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de 
los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar 
y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio 
público.



(...) Artículo 2.

Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, 
audiencias y diligencias y se permitirá a los sujetos procesales actuar 
en los procesos o trámites a través de los medios digitales 
disponibles, evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o 
similares, que no sean estrictamente necesarias. Por tanto, las 
actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, 
presentaciones personales o autenticaciones adicionales, ni 
incorporarse o presentarse en medios físicos.



(...) Artículo 2.

Las autoridades judiciales darán a conocer en su 
página web los canales oficiales de comunicación e 
información mediante los cuales prestarán su 
servicio, así como los mecanismos tecnológicos que 
emplearán.



(...) Artículo 2.

En aplicación de los convenios y tratados internacionales se prestará 
especial atención a las poblaciones rurales y remotas, así como a los 
grupos étnicos y personas con discapacidad que enfrentan barreras 
para el acceso a las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, para asegurar que se apliquen criterios de 
accesibilidad y se establezca si se requiere algún ajuste razonable que 
garantice el derecho a la administración de justicia en igualdad de 
condiciones con las demás personas.



(...) Artículo 2.

Parágrafo 1. Se adoptarán todas las medidas para garantizar el 
debido proceso, la publicidad y el derecho de contradicción en la 
aplicación de las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales 
procurarán la efectiva comunicación virtual con los usuarios de la 
administración de justicia y adoptarán las medidas pertinentes 
para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos.



(...) Artículo 2.

Parágrafo 2. Los municipios, personerías y 
otras entidades públicas, en la medida de sus 
posibilidades, facilitarán que los sujetos 
procesales puedan acceder en sus sedes a las 
actuaciones virtuales.



Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las 
tecnologías de la información y las comunicaciones

Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a 
las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. Para el 
efecto deberán suministrar a la autoridad judicial competente, y a 
todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos 
para los fines del proceso o trámite y enviar a través de estos un 
ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que realicen, 
simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 
autoridad judicial.



(...) Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con 
las tecnologías de la información y las comunicaciones

Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán 
todas las actuaciones y desde estos se surtirán todas las 
notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los 
sujetos procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 
numeral 5 del Código General del Proceso, comunicar cualquier 
cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las 
notificaciones se sigan surtiendo válidamente en la anterior.



(...) Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con 
las tecnologías de la información y las comunicaciones

Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes 
constitucionales y legales para colaborar solidariamente 
con la buena marcha del servicio público de administración 
de justicia. La autoridad judicial competente adoptará las 
medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.



Artículo 4. Expedientes. 

Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales 
colaborarán proporcionando por cualquier medio las piezas 
procesales que se encuentren en su poder y se requieran para 
desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad judicial, 
directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus 
veces, coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.



(...) Artículo 4. Expedientes. 

Las autoridades judiciales que cuenten con 
herramientas tecnológicas que dispongan y desarrollen 
las funcionalidades de expedientes digitales de forma 
híbrida podrán utilizarlas para el cumplimiento de 
actividades procesales.

Nota: El Acuerdo 02 de 2014 del Archivo General de la Nación recoge la 

definición de expediente híbrido como el “Expediente conformado 

simultáneamente por documentos análogos y electrónicos, que a pesar de estar 

separados forman una sola unidad documental por razones del trámite o 

actuación”.



Artículo 5. Poderes.

Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir 
mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, 
se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o 
reconocimiento.

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados.

Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir 
notificaciones judiciales.



Artículo 6. Demanda.

La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, 
los testigos, peritos y cualquier tercero que deba ser citado 
al proceso, so pena de su inadmisión. Asimismo, 
contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales 
corresponderán a los enunciados y enumerados en la 
demanda.



(...) Artículo 6. Demanda.

Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo 
mismo que todos sus anexos, a las direcciones de correo 
electrónico que el Consejo Superior de la Judicatura disponga 
para efectos del reparto, cuando haya lugar a este.

De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar 
copias físicas, ni electrónicas para el archivo del juzgado, ni 
para el traslado.



(...) Artículo 6. Demanda.

En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades 
administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones 
el demandado, el demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá 
enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del 
mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda 
presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus 
veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad 
judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus 
anexos.



(...) Artículo 6. Demanda.

En caso de que el demandante haya remitido copia 
de la demanda con todos sus anexos al 
demandado, al admitirse la demanda la 
notificación personal se limitará al envío del auto 
admisorio al demandado.



Artículo 7. Audiencias.

Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a 
disposición de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a 
disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá facilitarse y 
permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera 
virtual o telefónica. No se requerirá la autorización de que trata el parágrafo 2° 
del artículo 107 del Código General del Proceso.

CGP.- PARÁGRAFO SEGUNDO. La Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura podrá asignarle 
a un juez o magistrado coordinador la función de fijar 
las fechas de las audiencias en los distintos procesos 
a cargo de los jueces o magistrados del respectivo 
distrito, circuito o municipio al que pertenezca.



(...) Artículo 7. Audiencias.

No obstante, con autorización del titular del 
despacho, cualquier empleado podrá comunicarse 
con los sujetos procesales, antes de la realización 
de las audiencias, con el fin de informarles sobre la 
herramienta tecnológica que se utilizará en ellas o 
para concertar una distinta.



(...) Artículo 7. Audiencias.

Parágrafo. Las audiencias y diligencias que se 
deban adelantar por la sala de una corporación 
serán presididas por el ponente, y a ellas deberán 
concurrir la mayoría de los magistrados que 
integran la sala, so pena de nulidad.



Artículo 8. Notificaciones personales. 

Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva 
como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que 
suministre el interesado en que se realice la notificación, sin 
necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. 
Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.



(...) Artículo 8. Notificaciones personales. 

El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que 
se entenderá prestado con la petición, que la dirección 
electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado 
por la persona a notificar, informará la forma cómo la 
obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, 
particularmente las comunicaciones remitidas a la persona 
por notificar.



(...) Artículo 8. Notificaciones personales. 

La notificación personal se entenderá realizada 
una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos 
empezarán a correr a partir del día siguiente al 
de la notificación.



(...) Artículo 8. Notificaciones personales. 

Para los fines de esta norma se podrán 
implementar o utilizar sistemas de 
confirmación del recibo de los correos 
electrónicos o mensajes de datos.



(...) Artículo 8. Notificaciones personales. 

Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se 
practicó la notificación, la parte que se considere afectada 
deberá manifestar bajo la gravedad del juramento, al 
solicitar la declaratoria de nulidad de lo actuado, que no se 
enteró de la providencia, además de cumplir con lo 
dispuesto en los artículos 132 a 138 del Código General del 
Proceso.



(...) Artículo 8. Notificaciones personales. 

Parágrafo 1. Lo previsto en este artículo se aplicará 
cualquiera sea la naturaleza de la actuación, 
incluidas las pruebas extraprocesales o del proceso, 
sea este declarativo, declarativo especial, monitorio, 
ejecutivo o cualquiera otro.



(...) Artículo 8. Notificaciones personales. 

Parágrafo 2. La autoridad judicial, de oficio o a petición de 
parte, podrá solicitar información de las direcciones 
electrónicas o sitios de la parte por notificar que estén en 
las Cámaras de Comercio, superintendencias, entidades 
pÚblicas o privadas, o utilizar aquellas que estén 
informadas en páginas Web o en redes sociales.



Artículo 9. Notificación por estado y traslados.

Las notificaciones por estado se fijarán 
virtualmente, con inserción de la providencia, y 
no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el 
secretario, ni dejar constancia con firma al pie de 
la providencia respectiva.



Artículo 9. Notificación por estado y traslados.

No obstante, no se insertarán en el estado electrónico las providencias 
que decretan medidas cautelares o hagan mención a menores, o cuando 
la autoridad judicial así lo disponga por estar sujetas a reserva legal.

De la misma forma podrán surtirse los traslados que deban hacerse por 
fuera de audiencia.

Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en 
línea para consulta permanente por cualquier interesado.



(...) Artículo 9. Notificación por estado y traslados.

Parágrafo. Cuando una parte acredite haber enviado un 
escrito del cual deba correrse traslado a los demás sujetos 
procesales, mediante la remisión de la copia por un canal 
digital, se prescindirá del traslado por secretaría, el cual se 
entenderá realizado a los dos (2) días hábiles siguientes al 
del envío del mensaje y el término respectivo empezará a 
correr a partir del día siguiente.



Artículo 10.

Emplazamiento para notificación personal. Los 
emplazamientos que deban realizarse en aplicación 
del artículo 108 del Código General del Proceso se 
harán únicamente en el registro nacional de 
personas emplazadas, sin necesidad de publicación 
en un medio escrito.



Artículo 11. Comunicaciones, oficios y despachos.

Todas las comunicaciones, oficios y 
despachos con cualquier destinatario, se 
surtirán por el medio técnico disponible, como 
lo autoriza el artículo 111 del Código General 
del Proceso.



(...) Artículo 11. Comunicaciones, oficios y despachos.

Los secretarios o los funcionarios que hagan sus veces 
remitirán las comunicaciones necesarias para dar 
cumplimiento a las órdenes judiciales mediante mensaje de 
datos, dirigidas a cualquier entidad pública, privada o 
particulares, las cuales se presumen auténticas y no podrán 
desconocerse siempre que provengan del correo electrónico 
oficial de la autoridad judicial.



Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.

De las excepciones presentadas se correrá traslado por el 
término de tres (3) días en la forma regulada en el artículo 110 
del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este 
término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, 
si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en las 
excepciones previas.



Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.

Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado 
en los articulas 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. 
Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso 
segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará 
en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las 
practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que 
requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.



(...) Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.

Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta de legitimación en la 
causa y prescripción extintiva, se tramitarán y 
decidirán en los términos señalados anteriormente.



Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.

La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá 
ser adoptada en primera instancia por el juez. subsección, sección 
o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá el recurso 
apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala 
del tribunal o Consejo de Estado. Cuando esta decisión se profiera 
en única instancia por los tribunales y Consejo de Estado se 
decidirá por el magistrado ponente y será suplicable.



Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso 
administrativo. 

El juzgador deberá dictar sentencia anticipada:

1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual 
correrá traslado para alegar por escrito, en la forma prevista en el 
inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia 
se proferirá por escrito.



(...) Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 
lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en 
el transcurso de una audiencia. se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por 
escrito, las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se 
dará traslado por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El 
juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión. Si en el proceso 
intervienen litisconsortes necesarios, la petición, deberá realizarse conjuntamente con 
estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán desistidos los 
recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que 
estén pendientes de tramitar o resolver.



(...) Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. 

3. En la segunda etapa del proceso prevista en el artículo 179 de la Ley 1437 
de 2011, cuando encuentre probada la cosa juzgada, la transacción; la 
conciliación, la caducidad, la prescripción extintiva y la falta de legitimación 
en la causa. La sentencia se dictará oralmente en audiencia o se proferirá por 
escrito. En este caso no se correrá traslado para alegar.

4. En caso de allanamiento de conformidad con el artículo 176 de la Ley 1437 
de 2011.



Artículo 14. Apelación de sentencias en materia civil y familia.

El recurso de apelación contra sentencia en los procesos civiles y de 
familia, se tramitará así:

Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, dentro del 
término de ejecutoria del auto que admite la apelación, las partes 
podrán pedir la práctica de pruebas y el juez las decretará únicamente 
en los casos señalado en el artículo 327 del Código General del 
Proceso. El juez se pronunciará dentro de los cinco (5) días siguientes.



(...) Artículo 14. Apelación de sentencias en materia civil y familia.

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud 
de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 
dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá 
traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido 
el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará 
por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará 
desierto.



(...) Artículo 14. Apelación de sentencias en materia civil y familia.

Si se decretan pruebas, el juez fijará fecha y hora para 
la realización de la audiencia en la que se practicarán, 
se escucharán alegatos y se dictará sentencia. La 
sentencia se dictará en los términos establecidos en el 
Código General del Proceso.



Artículo 15. Apelación en materia laboral. 

El recurso de apelación contra las sentencias y autos dictados en 
materia laboral se tramitar, así:

1. Ejecutoriado el auto que admite la apelación o la consulta, si no se 
decretan pruebas, se dará traslado a las partes para alegar por escrito 
por el término de cinco (5) días cada una, iniciando con la apelante. 
Surtidos los traslados correspondientes, se proferirá sentencia escrita.



(...) Artículo 15. Apelación en materia laboral.

Si se decretan pruebas, se fijará la fecha de la audiencia para practicar 
las pruebas a que se refiere el artículo 83 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social. En ella se oirán las alegaciones de 
las partes y se resolverá la apelación.

2. Cuando se trate de apelación de un auto se dará traslado a las 
partes para alegar por escrito por el término de cinco (5) días y se 
resolverá el recurso por escrito.



Artículo 16. Vigencia y derogatoria. 

El presente decreto legislativo rige a partir 
de su publicación y estará vigente durante 
los dos (2) años siguientes a partir de su 
expedición.



ACOTACIÓN FINAL.- 

En el interregno de la elaboración de esta presentación, se le dio publicidad al 
ACUERDO PCSJA20-11567 de fecha 05/06/2020 expedido por el Consejo 
Superior de la Judicatura  “Por medio del cual se adoptan medidas para el 
levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. Veamos:

Artículo 1. Levantamiento de la suspensión de términos judiciales. La 
suspensión de términos judiciales y administrativos en todo el país se 
levantará a partir del 1 de julio de 2020 de conformidad con las reglas 
establecidas en el presente Acuerdo.



Parágrafo.

Desde el 17 de junio, conforme a las indicaciones de 
jefes de despachos o dependencias, los servidores 
podrán acudir a las sedes con el fin de realizar tareas de 
planeación y organización del trabajo, sin atención al 
público, bajo las condiciones establecidas en el presente 
Acuerdo.



Artículo 2. Suspensión de términos judiciales

Se prorroga la suspensión de términos judiciales en el territorio nacional, desde 
el 9 de junio hasta el 30 de junio de 2020 inclusive (...). 

Se invita a la lectura del acuerdo citado, como quiera que guarda íntima 
correspondencia con el Decreto - Ley 806 del 4 de junio de 2020 acabado de 
estudiar, en lo que tiene que ver con las herramientas tecnológicas en la 
administración de justicia.

Amablemente, 
David Vanegas González
Magistrado Sala de Decisión Penal 
Santa Marta, Magdalena.



CORREO #47 PANDEMIA COVID -19. REMITE: DAVID VANEGAS GONZÁLEZ, 
MAGISTRADO SALA DE DECISIÓN PENAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

Continuando con el propósito de difundir con la academia la información de trascendencia 
sociojurídica - en el contexto del Estado de Emergencia económica, Social y Ecológica decretada por 
el Gobierno Nacional (1) -, en esta ocasión les comparto el contenido de una providencia muy 
ilustrativa acerca de la notificación personal a través de correo electrónico, emanada de la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, con ponencia de la Magistrada PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR.

(1) Mediante el Decreto 417 17 de marzo de 2020 el Gobierno Nacional declaró el estado de emergencia 
económica, social y ecológica en todo el territorio nacional por el término de treinta (30) días, con el fin de conjurar 
la grave calamidad pública que afecta al país por causa del nuevo Coronavirus COVID-19, en ejercicio de las 
atribuciones que confiere el artículo 215 de la Constitución Política, en concordancia con la Ley 137 de 1994, 
Estatutaria de los Estados de Excepción.



ACOTACIÓN PRELIMINAR #1
DE LAS NOTIFICACIONES EN LA LEY 600 DE 200

De lo fundamental: Antes de comenzar la lectura de la providencia y por 
tratarse de un tema relacionado íntimamente con el trámite de las 
notificaciones en la ley 600 de julio 24 de 2000, se hace necesario “dar un 
paseo” - en sentido figurado -, por el CAPÍTULO VI de dicha ley, titulado 
precisamente “Notificaciones”. Veamos:



Artículo 176. Providencias que deben notificarse.

Además de las señaladas expresamente en otras 
disposiciones, se notificarán las sentencias, las 
providencias interlocutorias y las siguientes 
providencias de sustanciación: (El resaltado y 
negrita fuera de texto).



(...) Artículo 176 providencias que deben notificarse

Además de las señaladas expresamente en otras disposiciones, se notificarán las 
sentencias, las providencias interlocutorias y las siguientes providencias de sustanciación: 
la que suspende la investigación previa, la que pone en conocimiento de los sujetos 
procesales la prueba trasladada o el dictamen de peritos, la que declara cerrada la 
investigación, la que ordena la práctica de pruebas en el juicio, la que señala día y hora para 
la celebración de la audiencia pública, la que declara desierto el recurso de apelación, la que 
deniega el recurso de apelación, la que declara extemporánea la presentación de la 
demanda de casación, la que admite la acción de revisión y la que ordena el traslado para 
pruebas dentro de la acción de revisión.(1)

(1) Las expresiones “la prueba trasladada” y “la que 
ordena el traslado para pruebas dentro de la acción de 
revisión”, contenidas en el primer inciso del artículo 
176, declaradas inexequibles mediante sentencia C 
-760-01



(...) Artículo 176 providencias que deben notificarse

En segunda instancia se notificarán las siguientes providencias: la que decreta la 

prescripción de la acción o de la pena cuando ello no haya sido objeto del recurso, 

la que imponga la medida de aseguramiento y la que profiera resolución de 

acusación.

Las providencias de sustanciación no enunciadas o no previstas de manera 

especial serán de cumplimiento inmediato y contra ella no procede recurso 

alguno.



CLASIFICACIÓN DE LAS NOTIFICACIONES

ARTÍCULO 177. CLASIFICACIÓN. <Para los delitos cometidos 
con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley 906 de 2004, con 

sujeción al proceso de implementación establecido en su Artículo 528> Las 
notificaciones pueden ser personal, por estado, 
por edicto, por conducta concluyente y en 
estrados.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


           ARTÍCULO 178. PERSONAL

<Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley 906 de 

2004, con sujeción al proceso de implementación establecido en su Artículo 528> Las 
notificaciones al sindicado que se encuentre privado de la 
libertad, al Fiscal General de la Nación o su delegado cuando 
actúen como sujetos procesales y al Ministerio Público se 
harán en forma personal.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


     ARTÍCULO 178 INCISO SEGUNDO 

Las notificaciones al sindicado que no estuviere detenido y a 
los demás sujetos procesales se harán personalmente si se 
presentaren en la secretaría dentro de los tres (3) días 
siguientes al de la fecha de la providencia, pasado ese 
término se notificará por estado a los sujetos procesales que 
no fueron enterados en forma personal.



ARTÍCULO 178 INCISO TERCERO

La notificación personal se hará por secretaría leyendo 
íntegramente la providencia a la persona a quien se 
notifique, o permitiendo que ésta lo haga.



ARTÍCULO 179. POR ESTADO

<Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley 906 de 2004, con 
sujeción al proceso de implementación establecido en su Artículo 528> Cuando no fuere 
posible la notificación personal a los sujetos procesales, se hará la notificación 
por estado que se fijará tres (3) días después, contados a partir de la fecha en 
que se haya realizado la diligencia de citación efectuada por el medio más eficaz 
o mediante telegrama dirigido a la dirección que aparezca registrada en el 
expediente, citación que deberá realizarse a más tardar el día siguiente hábil a la 
fecha de la providencia que deba ser notificada. El estado se fijará por el término 
de un (1) día en secretaría y se dejará constancia de la fijación y desfijación.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


ARTÍCULO 180. POR EDICTO.

<Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al 

proceso de implementación establecido en su Artículo 528> La sentencia se notificará por edicto, si no fuere 

posible su notificación personal dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición. El edicto deberá contener:

1. La palabra edicto en su parte superior.

2. La determinación del proceso de que se trata, del procesado y del sujeto pasivo si estuviere determinado, la 

fecha de la sentencia y la firma del secretario.

El edicto se fijará en lugar visible de la secretaría por tres (3) días y en él anotará el secretario las fechas y horas 

de su fijación y desfijación. El original se agregará al expediente y una copia se conservará en el archivo en orden 

riguroso de fechas.

La notificación se entenderá surtida al vencimiento del término de fijación del edicto.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


ARTICULO 181. POR CONDUCTA CONCLUYENTE. 

<Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la 
Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de implementación establecido en 
su Artículo 528> Cuando se hubiere omitido la notificación, o se hubiere 
hecho en forma irregular, se entenderá cumplida si la persona hubiere 
actuado en la diligencia o en el trámite a que se refiere la decisión o 
interpuesto recurso contra ella o de cualquier forma la mencione en escrito, 
audiencia o diligencia que obre en el expediente. Se considerará notificada 
personalmente dicha providencia en la fecha de la presentación del escrito o 
de la realización de la diligencia.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


ARTÍCULO 182. EN ESTRADOS.

<Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 
2005 rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de 
implementación establecido en su Artículo 528> Las 
providencias que se dicten en el curso de las audiencias y 
diligencias se considerarán notificadas el día en que se celebren 
aunque no hayan concurrido los sujetos procesales, siempre 
que se hayan respetado las garantías fundamentales.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


ARTICULO 183. POR FUNCIONARIO COMISIONADO.

<Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 
2005 rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de 
implementación establecido en su Artículo 528> Cuando la 
notificación deba hacerse en forma personal a quien se halle 
privado de libertad en lugar diferente de aquel en que se 
adelante la instrucción o el juzgamiento, se comisionará a la 
autoridad encargada del establecimiento de reclusión, salvo 
cuando fuere indispensable la intervención del funcionario 
judicial.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


ARTICULO 184. EN ESTABLECIMIENTO DE RECLUSION

. <Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 

rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de implementación 

establecido en su Artículo 528> La notificación personal a quien se halle 

privado de la libertad se hará en el establecimiento de reclusión, dejando 

constancia en la dirección o asesoría jurídica que allí se radicó copia de la 

parte resolutiva de la providencia comunicada, si ella se logró o no y cual 

la razón.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr013.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528


(...) ARTÍCULO 184

Se entenderá surtida la notificación personal del privado de la libertad en la fecha en que se 

notifique personalmente a su defensor y con la constancia que bajo la gravedad del juramento 

consigne el servidor judicial que deba realizarla, en los siguientes eventos:

1. Cuando por voluntad del interno sea imposible su notificación.

2. Cuando por razones de caso fortuito o fuerza mayor originadas en el centro de reclusión la misma no se pueda 

realizar.

3. Cuando por razones de salud física o mental resulte imposible realizarla.

Numerales 2o. y 3o declarados INEXEQUIBLESpor la Corte Constitucional mediante Sentencia C-648-01 de 20 

de junio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-648_2001.html#1


ACOTACIÓN PRELIMINAR #2
Era importante hacer el repaso sobre la normatividad que regula las notificaciones 
bajo las ritualidades de la ley 600 de julio 24 de 2000, para entender de mejor 
manera el contenido de la providencia que se ha venido anunciando.

Lo resuelto en este auto es de mucha utilidad, máxime que, tomando como 
referencia el ACUERDO 020 DE 2020, expedido por la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, en algunos distritos se han expedido, a su vez, acuerdos a 
través de los cuales se busca evitar la parálisis de la administración de justicia en 
materia penal, disponiendo que, en los casos regulados por la ley 906 de 2004, las 
providencias se notifiquen por correo electrónico, garantizando el derecho 
fundamental al debido proceso.



(...) ACOTACIÓN PRELIMINAR #2
Sea propicio este espacio académico para hacer una respetuosa sugerencia al 
personal adscrito a las Secretarías de los Juzgados y de las Salas de Decisión 
Penales a que se interesen por este tipo de providencias con el fin de evitar la 
comisión de yerros en los trámites de notificación, pero lo más importante: 
Porque este tipo de criterios jurisprudenciales se convierten en 
herramientas jurídicas que permiten hacerle frente a la crisis generada por 
la pandemia de Cóvid - 19, en clave de evitar que la Administración de 
Justicia colapse o se paralice, pues entre todos tenemos el deber ético de 
darle continuidad a un servicio público tan sensible  y necesario en la 
estructura del Estado colombiano. 



ACOTACIÓN PRELIMINAR #3

La providencia se citará atendiendo su tenor 
literal salvo el uso de algunos títulos 
necesarios, con el fin de hacer el estudio 
más pedagógico de acuerdo al interés 
académico que se persigue.



AP1563-2016
Radicación n.° 46628

dieciséis (16) de marzo de dos mil dieciséis (2016)
Tema relevante: 

Notificación a través de correo electrónico
MP. Patricia Salazar Cuéllar.



ASUNTO

Se pronuncia la Sala sobre el recurso de apelación interpuesto por el defensor 

de la doctora (...)  Fiscal 124 Seccional de Apartadó (Antioquia), contra la 

providencia proferida el 15 de julio de 2015 por el Tribunal Superior de 

Antioquia, mediante la cual se decidió decretar la nulidad del acto de 

notificación de la sentencia, efectuado a la representante de la Fiscalía 

General de la Nación a través de correo electrónico.



ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL RELEVANTE

Agotado el trámite procesal previsto en la Ley 600 de 2000, una Sala 

Penal de descongestión del Tribunal Superior de Antioquia profirió el 27 de 

abril del año 2015, sentencia de carácter absolutorio dentro del proceso que 

cursaba por los delitos de peculado por apropiación y prevaricato por omisión 

en contra de la doctora (...) por hechos ocurridos cuando se desempeñaba 

como Fiscal (...) Delegada ante Jueces Penales del Circuito del municipio de 

Apartadó (Antioquia).



(...) ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL RELEVANTE

Agotados los trámites de notificación a las partes, el 6 de mayo de 
2015 el secretario suscribió constancia de ejecutoria de la 
sentencia[1], dando a conocer que la última notificación personal 
se surtió el 29 de abril de ese año, razón por la cual, cobró firmeza 
el 5 de mayo de la misma calenda.

[1] Ver al folio 493 del cuaderno 2 de la actuación.



(...) ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL RELEVANTE

En la misma fecha (6 de mayo), el magistrado ponente emite 

auto mediante el cual ordena el archivo definitivo de la actuación, 

dado que la decisión se encuentra ejecutoriada. Dispone 

igualmente, que lo decidido en el fallo se comunique a todas las 

autoridades correspondientes.



(...) ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL RELEVANTE

El 26 de mayo de 2015 la Fiscal  3ª delegada ante el Tribunal radicó solicitud 

de nulidad en contra “del acto de notificación de la sentencia absolutoria que puso 

fin a este proceso”, por cuanto, a pesar de que el secretario le envió el 28 de abril 

de 2015 un mensaje por correo electrónico en el cual le notificaba la sentencia, 

por razones de traslado de su sede laboral, ella lo revisó el día 7 de mayo a las 

seis de la tarde, comunicándose al día siguiente con el secretario, quien le informó 

que la decisión había cobrado ejecutoria.



(...) ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL RELEVANTE

Agregó, que como fiscal ha adelantado dos juicios en ese Tribunal, sin que la secretaría 

le hiciera las citaciones a través del correo electrónico institucional o personal, razón por la 

cual, no se cumplieron las exigencias legales para dar a conocer en forma personal al ente 

acusador, el contenido de la sentencia.

 Considera que tal eventualidad generó la estructuración de una causal de invalidación 

de la actuación, por lo que solicita declarar la nulidad del acto de notificación a la Fiscalía, 

para que en su lugar, se proceda al enteramiento personal del fallo de primera instancia, a 

través de funcionario comisionado. 



LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL

Una Sala Penal de descongestión del Tribunal Superior de Antioquia, accedió a 

declarar la nulidad del acto de notificación vía correo electrónico, efectuada a la fiscal 

3ª, para que se proceda a notificarle nuevamente la sentencia de fecha 27 de abril de 

2015. 

Señala el Tribunal que la secretaría tenía la obligación de librar las 

comunicaciones de citación a todos los sujetos procesales, por cuanto la sentencia se 

profirió por fuera del término legal.

 



(...) LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL

Avala, igualmente, el trámite secretarial en cuanto dispuso la notificación 

a través de correo electrónico; sin embargo, desautoriza que ésta hubiere sido 

enviada sin que la Fiscal consintiera ese medio para ser enterada de las 

decisiones judiciales.  En apoyo de tal argumento, cita que la última 

notificación efectuada a la delegada dentro de la actuación, ocurrió a través 

de envío de fax a su oficina, y no por medio del correo electrónico.



(...) LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL

Desaprueba que la notificadora hubiera decidido acudir a 

una «base de correos electrónicos con que cuenta la 

Secretaría», para notificar a la Fiscal, a pesar de que ésta no 

lo allegó, circunstancia con la cual se vulnera el artículo 56 de 

la Ley 1437 de 2011.



(...) LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL

Adicionalmente, califica de irregular la omisión de fijar 
el edicto para notificar a los sujetos no enterados 
personalmente de la sentencia, pues, dio por sentado que 
el envío del correo electrónico era suficiente para tener 
como notificada a la fiscal del caso.



(...) LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL

Los anteriores yerros se traducen en la afectación al debido proceso, por 

cuanto la Fiscal no tuvo oportunidad de interponer el recurso de apelación en 

contra de la sentencia absolutoria, debiéndose declarar la nulidad del acto de 

notificación personal a través de correo electrónico, para en su lugar, proceder a 

notificarla inmediatamente del contenido de la sentencia de primera instancia.

 Decisión contra la cual el apoderado de la procesada interpuso y sustentó el 

recurso de apelación.



DE LA IMPUGNACIÓN

El defensor sustenta su disenso con la decisión que invalidó la actuación a partir de la 

notificación personal realizada a la delegada de la Fiscalía General de la Nación,  en los 

siguientes términos:

 Critica que el Tribunal acudiera a las normas de procedimiento administrativo, a pesar de 

tratarse de actuaciones de naturaleza diversa, pues, considera, la codificación citada regula 

situaciones de carácter administrativo, más no judicial.  Recaba en la improcedencia de 

atender normas diversas a la Ley 600 de 2000, por cuanto ésta fija el procedimiento a seguir 

en punto de las notificaciones



(...) DE LA IMPUGNACIÓN

Califica como irrazonable el argumento de la falta de autorización de la Fiscal para que 

a través de su correo institucional se le envíen notificaciones, por cuanto con ese fin 

específico, las entidades han optado por utilizar los avances tecnológicos.

 Señala que la lectura tardía del correo, por parte de la Fiscal, no vicia la efectividad de 

la notificación por cuanto la secretaría lo envió a tiempo, la dirección electrónica es correcta 

e ingresó al buzón también oportunamente, razón por la cual, no hay lugar a declarar su 

nulidad. 

Solicita a esta Corporación, la revocatoria del proveído impugnado. 



CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Las notificaciones en el procedimiento regido por la Ley 
600 de 2000. 

 Como lo enseña el artículo 177 del Código de 
Procedimiento Penal de 2000, las notificaciones pueden ser 
personal, por estado, por edicto, por conducta concluyente y 
en estrados. 



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

El artículo 178 ibidem dispone que se notificará personalmente (i) 
al sindicado que se encuentre privado de la libertad; (ii) al Fiscal 
General de la Nación o su delegado cuando actúen como sujetos 
procesales, y, (iii) al Ministerio Público.  Al sindicado no privado de la 
libertad y los demás sujetos procesales se notificarán personalmente 
«si se presentaren en la secretaría dentro de los tres (3) días siguientes al de la 
fecha de la providencia, pasado ese término se notificará por estado a los sujetos 
procesales que no fueron enterados personalmente.»



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Por tanto, ha de tenerse en cuenta el mandato del legislador, en cuanto impone la obligación de notificar 
personalmente al sindicado que se encuentre privado de la libertad, al Fiscal General de la Nación o su 
delegado cuando actúen como sujetos procesales y al Ministerio Público, creando una diferencia entre la 
forma de enteramiento a estos sujetos, frente a los demás que intervienen en el proceso penal.

Así, el abogado defensor, el sindicado que se encuentre en libertad y los apoderados de la parte civil, se 
notificarán personalmente sólo si se presentan en la secretaría dentro de los tres (3) días siguientes al de 
la fecha de la providencia[1], vencidos los cuales se les enterará a través de la notificación supletoria 
–estado o edicto- según corresponda a un auto o sentencia, respectivamente.

[1] Las citaciones se librarán por la secretaría cuando la decisión ha sido proferida por fuera del término legal. Sobre el tema, 
consúltese, entre otras decisiones, CSJ. AP 31 mar. 2004. Radicado 20594.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Trámite que no cobija a los tres sujetos procesales que por mandato legal 
indefectiblemente se notifican personalmente, toda vez que en tratándose de 
ellos –recuérdese- sindicado privado de la libertad, Fiscal y Ministerio Público, 
siempre habrá de agotarse, en relación con los dos últimos, la comunicación 
personal, como de antaño lo tiene dicho esta Corporación (CSJ AP 30 nov. 
2006. Radicado 25962)[1]:

 [1] Ver sobre el mismo punto, entre otras decisiones: CSJ AP- 9 sept. 2005. Radicado 24128; 
CSJ AP5734-25. 30 sept. 2015. Radicado 45048;

 



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

(...) necesario destacar que el artículo 178 ejusdem al regular lo concerniente a la 
notificación personal consagra de manera expresa que las decisiones judiciales se 
notificarán de esa forma al sindicado que se encuentre privado de la libertad, al Fiscal 
General de la Nación o su delegado cuando actúen como sujetos procesales y al 
Ministerio Público. 

Establecido que la notificación personal al Fiscal General de la Nación o a su delegado, 
cuando actúan como sujetos procesales, no es un acto generoso o altruista y mucho 
menos un acto garantista  facultativo del juez (singular o colegiado), sino una obligación 
del funcionario judicial a la cual debe allanarse sin oponer limitación alguna, buscando 
siempre el mecanismo idóneo para su obtención, de acuerdo con las circunstancias 
propias en cada caso y la situación de los sujetos procesales.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Con el fin de materializar el principio de publicidad de la función 

jurisdiccional consagrado en el artículo 228 superior, elemento básico del 

debido proceso previsto en el artículo 29 ibidem, la misma norma prevé que la 

notificación personal se hará por secretaría permitiendo al receptor la lectura 

de la totalidad de la decisión, para lo cual es necesario establecer los medios 

a los que se podrá acudir, así como la oportunidad para realizar las citaciones, 

con miras a verificar esta clase de notificación por excelencia.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Así, el artículo 151 del código procesal penal de 2000 

dispone que las citaciones se realizarán «por los medios y en la 

forma que el servidor judicial considere eficaces, indicando la fecha y hora 

en que se debe concurrir.  En forma sucinta se consignarán las razones o 

motivos de la citación con la advertencia de las sanciones previstas en 

caso de desobediencia y dejando expresa constancia en el expediente.»



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Lo anterior significa, que el servidor judicial recurrirá a cualquier medio que 

considere eficaz para alcanzar el cumplimiento de la notificación personal de los 

sujetos procesales indicados por el inciso 1 del artículo 178 de la norma en cita.  

No sucede lo mismo con los restantes intervinientes, respecto de quienes se 

intentará la notificación personal, pero de no ser posible dentro del término legal 

(3 días), se les enterará a través de las notificaciones supletorias, estado o edicto, 

según corresponda.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Ahora bien, la ley procesal penal no prevé un único medio idóneo para dar 

cumplimiento a la notificación personal, pudiéndose efectuar bien sea por la 

presencia del por notificar en la secretaría del despacho judicial, o a través de 

comunicación telefónica o electrónica, pero siempre observando que la parte 

tenga a su disposición el contenido total de la decisión judicial cuya 

publicidad se requiere y se deje constancia procesal de su enteramiento 

personal. 



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

En ese propósito, ha de tenerse especial cuidado en no confundir la 

comunicación librada al sujeto procesal para que comparezca a notificarse de 

una providencia, con la notificación de la misma, «pues aquella simplemente 

corresponde a un medio para dinamizar la actuación procesal, en tanto que la 

notificación cumple el sustancial cometido de enterar a los sujetos procesales sobre el 

contenido de lo dispuesto por los funcionarios judiciales». (CSJ SP 22 mayo 2003. 

Radicado 20756).



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Así, las comunicaciones a través de las cuales se cita a los sujetos 

procesales para que acudan a notificarse personalmente de una decisión 

judicial, podrán hacerse por escrito (oficio, telegrama, mensaje enviado por 

correo electrónico) o verbalmente, (mensaje de voz o llamada telefónica, 

entre otros) mecanismos que suelen ser, unos más expeditos que otros, 

quedando al criterio del servidor judicial la escogencia del que entienda más 

adecuado para el propósito procesal.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Lo dicho hasta ahora, sirve a la Sala para precisar que el correo electrónico, 

además de ser un medio de citación, también es apto como mecanismo para 

lograr la notificación personal, siempre que se cumplan las exigencias previstas 

por la norma (artículo 178 de la Ley 600 de 2000), valga recordar, (i) que el sujeto 

procesal reciba el texto completo de la providencia, y, (ii) que se cuente con la 

constancia procesal del acto de enteramiento, que por supuesto, contendrá la 

fecha y firma de quien se impuso del contenido del proveído.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Una vez notificados personalmente el sindicado privado de la libertad, el Fiscal 

cuando interviene como sujeto procesal y el Ministerio Público, y superados los tres (3) 

días para que se presenten los demás sujetos procesales, el secretario verificará si hay 

lugar o no a la notificación supletoria, como lo indican los artículos 179 y 180 de la Ley 

600 de 2000.

 La ejecutoria se surte tres días después de la última notificación, excepto cuando 

se trate de providencia proferida en audiencia, la cual se notifica en estrados y cobra 

ejecutoria al término de la última sesión.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Por último, se encuentra la notificación por conducta concluyente, 

que ha sido catalogada por la Corte Constitucional como una 

modalidad de notificación «personal que supone el conocimiento previo del 

contenido de una providencia judicial y que satisface el cumplimiento del principio 

de publicidad y el derecho a la defensa, y tiene como resultado que éstos asuman el 

proceso en el estado en que se encuentre, para, a partir ese momento, emprender 

acciones futuras en el mismo» (C.C. auto 074/11).



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Establece el artículo 181 de la Ley 600 de 2000, que la 

notificación por conducta concluyente se entiende cumplida 

cuando se hubiere omitido o realizado en forma irregular la 

notificación, si la persona hubiere actuado en la diligencia o en el 

trámite a que se refiere la decisión o interpuesto recurso contra 

ella, o de cualquier forma la mencione en escrito que obre en el 

expediente.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

La notificación electrónica. Uso en el proceso penal.

Ni el sistema procesal penal, ni los procedimientos a los cuales se acude por 

integración, admiten la «notificación electrónica», debido al carácter individual y 

concreto de las notificaciones de  las decisiones judiciales.  En cambio, esta clase de 

notificación es aceptada en procedimientos administrativos y jurisdiccionales en los 

que se pretenda el enteramiento de decisiones de carácter público y sin reserva, para lo 

cual, se acude a los avisos en las páginas web de las entidades oficiales.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

A glosa de ejemplo, el legislador colombiano previó la notificación 

electrónica en el Estatuto Tributario[1], como mecanismo supletorio ante la 

devolución del correo o imposibilidad de ubicar por cualquier medio al 

contribuyente:

[1] Ley 1111 de 2006 que modificó el Estatuto Tributario.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Artículo 568. Notificaciones devueltas por el correo. Los actos administrativos enviados por correo, 

que por cualquier razón sean devueltos, serán notificados mediante aviso, con transcripción de la 

parte resolutiva del acto administrativo, en el portal web de la DIAN[1] que incluya mecanismos de 

búsqueda por número de identificación personal y, en todo caso, en un lugar de acceso al público de la 

misma entidad.  La notificación se entenderá surtida para efectos de los términos de la 

administración, en la primera fecha de introducción al correo, pero para el contribuyente, el término 

para responder o impugnar se contará desde el día hábil siguiente a la publicación del aviso en el 

portal o de la corrección de la notificación.

 [1] Las negrillas no se encuentran en el texto original.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Artículo 563.  Dirección para notificaciones. La notificación de las actuaciones de la  Administración  

Tributaria  deberá efectuarse a la dirección informada por el contribuyente, responsable, agente 

retenedor o declarante, (…) Cuando no haya sido posible establecer la dirección del contribuyente (…) 

por ninguno de los medios señalados en el inciso anterior, los actos de la Administración le serán 

notificados por medio de la publicación en el portal de la web de la DIAN, que deberá incluir 

mecanismos de búsqueda…

Esta legislación, además, establece como forma de notificación de los actos de la 

administración tributaria y aduanera, el correo, que puede ser físico o electrónico, como lo 

indicó la Corte Constitucional (Sentencia C.C. C-1114 de 2003).



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Aunque el Código General del Proceso incluye la posibilidad 

de que quien debe ser notificado, reciba las comunicaciones 

con ese fin a través de una dirección electrónica, el desarrollo 

legislativo se circunscribe, al igual que en el proceso penal, a un 

mecanismo a través del cual se materializa la notificación 

personal. 

 



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Como viene de verse, la «notificación electrónica» no ha sido prevista en 

el proceso penal como forma de publicitar las decisiones judiciales, lo cual no 

significa que esté vedado acudir a los avances tecnológicos que vienen 

sustituyendo los vetustos mecanismos que impelían la espera de varios días 

para saber si la comunicación había sido recibida (telegrama u oficio), sólo 

que, el uso de ellos necesariamente estará incorporado como medio para el 

cumplimiento de la notificación personal.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Justamente por la creciente necesidad de reglamentar la implementación 

de medios electrónicos e informáticos  para el cumplimiento de las funciones 

de la administración de justicia, la Sala Administrativa del Consejo Superior 

de la Judicatura expidió el Acuerdo PSAA 06-3334 del 2 de marzo de 2006, 

aplicable a los procedimientos civil, contencioso administrativo, laboral, penal 

y disciplinario, respecto de los actos de comunicación procesal, susceptibles 

de realizarse a través de mensajes de datos y método de firma electrónica.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Con tal fin, entre otros, definió los conceptos de i) actos de comunicación procesal[1]; 

(ii) autoridad judicial; (ii) (sic) correo electrónico[2], y, (iv) mensaje de datos[3], para fijar que 

el mensaje de datos enviado, bien por internet o por correo, es una actividad de 

comunicación idónea para poner en  conocimiento de las partes, terceros o de otras 

autoridades judiciales o administrativas, las providencias y órdenes del juez o del fiscal.

[1] «a) Son todos aquellos actos o actividades de comunicación definidas en la ley, que ponen en conocimiento de las partes, terceros o de otras 
autoridades judiciales o administrativas, las providencias y órdenes del juez o del fiscal, relacionadas con el proceso, así como de éstos con aquellos.»

[2] «Es el mensaje de datos que contiene correo electrónico de texto. El correo electrónico puede contener archivos adjuntos de texto, imágenes entre 
otros. Entiéndase los archivos adjuntos como parte íntegra del correo electrónico.»

[3] «Es la información generada, enviada, recibida, almacenada o comunicada por medios electrónicos, ópticos o similares, como el correo electrónico 
e Internet. Para efectos de la aplicación de este acuerdo la noción de mensaje de datos no aplica a documentos enviados vía fax.»



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Así, insiste la Sala, que el medio de comunicación virtual 

-correo electrónico-, también puede servir como mecanismo para 

notificar una providencia.  Dependiendo del fin con el cual se envíe, 

deberá contener unos presupuestos, sin los cuales no es factible 

determinar que ha sido idóneo para lograr el fin perseguido, que no 

es otro que cumplir con la notificación personal.



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Entonces, si se envía un mensaje de texto a través de correo electrónico, cuyo 

contenido se limita a informar que la judicatura ha expedido una decisión judicial y se 

pretende su presencia para surtir la notificación personal, se hablará de citación. Si además, 

se allega el texto de la providencia que se requiere notificar, junto con el acta que deberá 

devolverse firmada por el sujeto procesal o éste a través de un mensaje de regreso confirma 

su recepción y notificación, no sólo se tendrá como mecanismo de citación, sino de 

notificación personal.

Para cualquiera de ellos, la secretaría deberá tener certeza acerca de haberse remitido 

a la dirección correcta, que ésta corresponda al sujeto procesal y que ha sido recibido y 

leído. 



(...) CONSIDERACIONES DE LA CORTE

De manera que, no se pueden confundir las 

nociones de «notificación electrónica», con la de 

«correo electrónico» que a su vez se utiliza como 

medio de citación, o para notificar una decisión 

judicial.



El caso concreto.
La sentencia de primera instancia cuya ejecutoria se solicita anular, se profirió 

fuera del término señalado en el artículo previsto en el artículo 410 de la Ley 600 de 

2000, pero adicionalmente, el sujeto procesal que impetra la nulidad (fiscal), es de 

aquéllos que por disposición del artículo 178 idem, deben notificarse en forma 

personal.

Implica lo anterior, que correspondía a la secretaría librar comunicaciones a todos 

los sujetos procesales, para que acudieran a notificarse de la decisión judicial.  En 

punto de la notificación a la Fiscal, además de la citación, obligaba la notificación 

personal.



(...) El caso concreto.
Para cumplir con el mandato legal, la secretaría del Tribunal[1] intentó comunicarse 

telefónicamente con la Fiscal y enviar el oficio citatorio vía fax, gestión infructuosa dado que 

para ese momento (28 de abril de 2015) los datos suministrados por la funcionaria del ente 

fiscal como los de su localización, ya no le correspondían debido al cambio del lugar donde 

funcionaba su oficina, hecho que la Fiscalía no comunicó oportunamente al despacho 

judicial, que solo vino a tener cuenta de ello cuando la misma funcionaria lo informó en el 

escrito mediante el cual solicita la invalidación de la actuación desde la notificación 

personal que se entendiera realizada por correo electrónico:

[1] Natalí Restrepo Betancur, citadora de la Sala Penal del Tribunal, como aparece en la constancia fechada el 8 de 
mayo de 2015, obrante al folio 494 del cuaderno sin número.



(...) El caso concreto.

«A partir del día viernes 24 de abril de 2015, este Eje Temático, se 

trasladó de sede, de la carrera 30 con calle 13, al piso 7º del edificio del 

antiguo DAS, trasteó (sic) que duró más de dos semanas, para efecto 

del traslado de muebles, procesos y equipos de cómputo.»[1].

[1] Corresponde al numeral 4 de la solicitud de nulidad suscrita por la Fiscal del caso. Véase al folio 497 
del cuaderno sin número con actuación del Tribunal  Superior de Antioquia. 



(...) El caso concreto.
Cabe destacar que el fallo fue proferido el 27 de abril de 2015 y al día siguiente el 

secretario libró oficios con destino a los sujetos procesales, entre ellos, a la Fiscal 3ª 

Delegada ante el Tribunal de Bogotá[1], todos con el siguiente contenido:

Le notifico que mediante de fallo (sic) de primera instancia, proferido el día veintisiete (27) de abril de 2015, 

la Sala de Decisión Penal de Descongestión de este H. Tribunal… RESOLVIÓ: PRIMERO: ABSOLVER a la 

doctora (...)  de anotaciones… de los delitos de PECULADO POR APROPIACIÓN Y PREVARICATO POR 

OMISIÓN, de conformidad con lo consignado en la parte motiva. SEGUNDO:…

 

Por lo anterior, a través de este medio, se entiende usted notificada de la decisión.  La motivación estará a 

disposición en la Secretaria (sic) de ésta Sala.

[1] Folio 481.



(...) El caso concreto.

La ausencia de información sobre el lugar de ubicación de la funcionaria, generó 

que el personal de la secretaría de la Sala Penal del Tribunal A quo, recurriera a la 

búsqueda de otro medio a través del cual «comunicar» a la Fiscal el proferimiento de la 

sentencia y su contenido.  Así se dejó constancia por la citadora de la Sala Penal del 

Tribunal de primera instancia:  
«A fin de encontrar otro dato que permitiera llevar a cabo la referida notificación personal, acudí a la 

base de correos electrónicos con la que cuenta esta secretaría; localizando una dirección electrónica 

donde figura como titular la Dra. (...)  (...@fiscalía.gov.co).[1]

1] Constancia citada anteriormente. 



(...) El caso concreto.

Con ese propósito, en la misma fecha, a las 8:35 p.m., se remitió al correo electrónico 

(...) @fiscalia.gov.co el mismo texto, pero esta vez se adjuntó el fallo. Sin embargo, la 

Secretaría no esperó la validación o confirmación de la “notificación” personal, que se buscó 

con la ejecución de tal acto procesal. 

        Es decir, se utilizó el correo electrónico institucional de la Fiscal, como mecanismo para 

lograr su obligatoria notificación personal, evento que no merece reproche alguno, dado que 

se trata de un medio de comunicación idóneo para que el destinatario reciba la información, 

sin que sea forzosa su presencia en un sitio determinado.



(...) El caso concreto.

En este punto, reconoce la Corte que el arcaico concepto de notificación 

personal, limitado a la presencia física de quien se presenta en la baranda a firmar 

la constancia de enteramiento, ha quedado superado con los mecanismos 

introducidos por los medios de comunicación que hacen viable materializar esa 

forma de notificación –personal-, a pesar de que los sujetos o intervinientes no se 

encuentren en la misma ubicación geográfica donde se profirió la decisión judicial, 

pues vía telefónica, fax, correo electrónico, mensajes de texto, o similares, podrán 

conocer su contenido en tiempos de simultaneidad con la emisión del proveído.
 



(...) El caso concreto.

Sin embargo, «la notificación personal», como su nombre lo indica, 

requiere, para su configuración, que haya inmediación entre quien 

notifica y a quien se impone el contenido de la decisión, de tal forma 

que se confirme por cualquier medio, que  el acto cumplió con su fin, 

que no es otro que el sujeto procesal conozca oportunamente la 

decisión, para que haga uso de los recursos, dependiendo de su 

interés.



(...) El caso concreto.

Ese entendimiento garantiza que se conozca con exactitud, si se ha 

observado lo normado por el artículo 178 del código procesal penal de 2000, 

por cuanto con el uso de los mecanismos actuales de comunicación, se 

busca agilizar el trámite de la notificación personal, más no privar de las 

garantías procesales a quienes intervienen en la actuación judicial, ni 

sacrificar la efectividad de la tarea de comunicación, a cambio de prontitud.  



(...) El caso concreto.

Por lo tanto, aunque el uso del correo electrónico es apto tanto para citar 
a un sujeto procesal, como para notificarlo personalmente de una 
decisión, esto último sólo se logra cuando se adjunta al mensaje la 
totalidad de la providencia y se espera la respuesta para verificar la 
efectiva recepción, la apertura, lectura y confirmación por parte del 
receptor, y además, se recibe de este, a vuelta de correo, un mensaje 
similar confirmando su notificación. 



(...) El caso concreto.

En el caso que ocupa a la Sala, la única constancia que obra en 

torno al cumplimiento del presupuesto mencionado, se limita a la 

anotación que realizara la citadora: «remití la comunicación a el (sic) 

anterior e-mail, sin que el mismo revotara, (sic) lo que permitió concluir que en 

efecto llegó a su destinatario, no obstante lo anterior, nuevamente el 29 de abril en 

horas de la mañana intenté confirmar su recibido al número telefónico (071) 

5879750 Ext (sic) 1367, sin lograr establecer comunicación»

 



(...) El caso concreto.

Esa suposición de la citadora no indica nada diferente a que el mensaje ingresó a un buzón, 
más no, que ha sido abierto, tampoco, que corresponde a la dirección electrónica asignada 
al destinatario, menos, que el sujeto procesal se ha enterado del contenido de la providencia, 
luego la no devolución por el sistema, no implica su recepción. A cambio, la secretaría 
confirmó el recibo de los correos enviados a los demás sujetos procesales, de lo cual se 
dejó constancia manuscrita en la impresión de ellos, obrando los nombres de quienes 
corroboraron la recepción.[1]

[1] El remitido al Procurador Judicial 124 Penal, fue confirmado por «Liliana Sánchez Asistente» (folio 484 
refoliado); el enviado a la procesada (...)l, confirmado por «Jaime Ceballos Asistente» (folio 486 refoliado) y el 
enviado al defensor, doctor Alejandro Decastro González, confirmado por él mismo el 29 de abril/2015 (folio 488). 



(...) El caso concreto.
El entendimiento errado del secretario, en cuanto creyó suficiente el envío de un 

mensaje por correo electrónico, para materializar una notificación personal, originó la 

constancia de ejecutoria de la sentencia fechada el 27 de abril de 2015, situación que, a no 

dudarlo, genera irregularidad por desconocimiento del artículo 178 de la Ley 600 de 2000, en 

cuanto no se notificó personalmente a la Fiscal.

Sin embargo, esa irregularidad quedó superada cuando la misma funcionaria se notificó 

por conducta concluyente, situación que se consolidó en el proceso con la radicación del 

memorial del 26 de mayo de 2015, mediante el cual solicitó la nulidad de lo actuado a partir 

de su notificación personal, pasando a explicar que:



(...) El caso concreto.
El día 28 de abril de 2015. El Dr. (...) Secretario de esa Honorable Corporación, siendo las 8:37 p.m. me remite el oficio 

Nro. 3257, vía correo electrónico oficial, en donde señala que me notifica del fallo de primera instancia proferido el día 

27 de abril de 2015 por la Sala de Decisión Penal de Descongestión de este Honorable Tribunal.  En el mismo oficio 

transcribe los cuatro numerales de la decisión.

 

4.- A partir del día viernes 24 de abril de 2015, este Eje Temático, se trasladó de sede, de la carrera 30 con calle 13, al 

piso 7º del edificio del antiguo DAS, trasteó (sic) que duró más de dos semanas, para efecto del traslado de muebles, 

procesos y equipos de cómputo.

 

5.- Solamente hasta el día 7 de mayo en horas de la tarde -6 p.m.- me fue instalado el internet e intranet en mi 

Despacho y fue cuando me percaté del correo electrónico que me había remitido el señor Secretario de esa Honorable 

Sala Penal.



(...) El caso concreto.

De la transcripción se advierte que la Fiscal se enteró de la sentencia 
el día 7 de mayo de 2015, a las seis de la tarde, cuando finalmente 
abrió su cuenta de correo electrónico, encontrando el mensaje por 
medio del cual se le informó del proferimiento de la providencia y 
remitió el texto de la decisión. Sin embargo, la notificación por 
conducta concluyente se consolidó el 26 de mayo de 2015, con 
ocasión del escrito radicado dentro del proceso, en el que la Fiscal 
solicita la nulidad de la notificación personal realizada a través de 
correo electrónico. 



(...) El caso concreto.
En ese orden, y teniendo en cuenta que la notificación de las decisiones judiciales es el 

medio a través del cual la judicatura logra la publicidad necesaria para que los sujetos 

procesales hagan uso del derecho a la contradicción, encuentra la Sala que se impidió a la 

Fiscal hacer uso de tal facultad, dado que, cuando se enteró del contenido de la sentencia, 

ya el proceso se encontraba archivado en virtud a una constancia ilegal de ejecutoria, 

debiendo acudir, como última opción, a la solicitud de invalidación de su notificación, lo que 

equivale a que procesalmente el acto no cumplió la finalidad para el cual estaba destinado. 

Sobre el particular, indicó la Corte (CSJ AP 15 oct. 1997. Radicado 9984):



(...) El caso concreto.

«Pero claro, esa participación o manifestación ulterior del sujeto procesal ha de resultar 

oportuna y potencialmente eficaz, en el sentido de que aún pueda provocar una 

respuesta de la jurisdicción con posibilidad de éxito o fracaso, pues no puede ser 

convalidante, como paradójicamente lo sugiere el actor, una referencia al proveído para 

invocar la nulidad de su modo de notificación, con el propósito de retrotraer la actuación 

procesal, precisamente porque el daño ya era insubsanable.» 



(...) El caso concreto.
Así, el daño insubsanable se presentó a partir de la constancia de ejecutoria y 

el auto mediante el cual se ordenó el archivo definitivo del proceso,[1]restándole a 

la Fiscal, como  única forma eficaz de provocar una respuesta de la jurisdicción, la 

solicitud de nulidad, perjuicio que no guarda relación con el acto de notificación 

por conducta concluyente a este sujeto procesal, en cuanto en su configuración 

no se presentó vulneración a principios o garantías, razón por la cual, su eficacia 

no se cuestiona.

[1] Los dos de fecha 6 de mayo de 2015, obrantes al folio 493 del cuaderno que contiene la actuación del Tribunal.



(...) El caso concreto.
Por el contrario, el no reconocimiento del fenómeno jurídico previsto en el artículo 181 

de la Ley 600 de 2000 (notificación por conducta concluyente), generó que no se corrieran 

los tres días de ejecutoria de la decisión, como lo dispone el artículo 187 de la normatividad 

en cita[1], omisión con la cual se transgredió el debido proceso, pues en el sub lite, la 

secretaría ordenó correr dicho término, sin que se hubiera notificado personalmente a la 

Fiscal.

[1] «Artículo 187. Ejecutoria de las providencias. Las providencias quedan ejecutoriadas tres (3) días después de 
notificadas si no se han interpuesto los recursos legalmente procedentes.»



(...) El caso concreto.
Bajo ese contexto, erró el Tribunal al no revisar el cumplimiento de los 

trámites de notificación de la sentencia, pues de haberlo verificado, se habría 

percatado de la mencionada irregularidad que impedía que la providencia cobrara 

ejecutoria.  Y de nuevo incurrió en un equívoco al omitir declarar que la anómala 

notificación personal a la delegada del ente acusador, se superó a través de la 

estructuración de la notificación por conducta concluyente, lo cual no requería una 

declaración judicial, sino el reconocimiento de la evidente situación: 



(...) El caso concreto.
…ocurre que las ficciones legislativas como ésta no se declaran sino que se infieren lógicamente del 

acto que inequívocamente las revela. Por ello, la norma se refiere a “conducta concluyente” del sujeto 

procesal ignorado, que es una manifestación de su voluntad que no deja duda del conocimiento de la 

providencia, a pesar de no habérsele comunicado formalmente (presentarse a la audiencia o 

interponer recursos contra la decisión). Es la expresión comportamental del sujeto procesal la que 

trasunta el conocimiento y ha lugar a que “se entienda cumplida la notificación”, no la declaración 

judicial. Excepcionalmente, puede declararse la existencia de una notificación por conducta 

concluyente, cuando infundadamente se solicita la nulidad por una anomalía en la notificación del 

proveído, caso en el cual la negación del remedio invalidante implica, por sustentarse en sus 

presupuestos, la declaración de aquélla. (CSJ AP 15 oct. 1997. Radicado 9984).



(...) El caso concreto.

Eventualmente podría entenderse que la Fiscal dejó transcurrir los tres 

días siguientes a su notificación, sin manifestar inconformidad alguna con la 

decisión; sin embargo, ha de tenerse como razonable su entender, según el 

cual, no era factible interponer el recurso de apelación en un proceso que se 

hallaba archivado en virtud, precisamente, de una irregular notificación 

personal.



(...) El caso concreto.

Por tanto, como única posibilidad de protección del orden jurídico, la Sala encuentra 

necesario retrotraer la actuación, como lo dispuso el juez de conocimiento. Para dar 

cumplimiento al amparo, se dispone dejar sin efecto la constancia de ejecutoria y el auto 

proferidos el 6 de mayo de dos mil quince (2015), emitidos por el Secretario y Magistrado 

Ponente de la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia, respectivamente, ordenando 

que al día siguiente del recibo del expediente en esa secretaría, se empiecen a contar los 

tres días de ejecutoria de la sentencia de fecha 27 de abril del mismo año.

 En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal,

 



RESUELVE

1.- MODIFICAR la decisión de fecha 15 de julio de 2015, en el sentido de confirmar la 

declaratoria de nulidad, pero a partir de la constancia de ejecutoria de la sentencia de 

primera instancia, y no a partir de la notificación personal a la Fiscal, por las razones 

expuestas en precedencia.

 2.- En consecuencia, se ordena que por la Secretaría de la Sala Penal del Tribunal de 

Antioquia, se corran los tres (3) días de ejecutoria de la sentencia fechada el 27 de abril de 

2015, en los términos fijados en la parte motiva de este proveído. 

    Contra esta decisión no procede recurso.



RETROALIMENTACIÓN 

Conviene recordar algunos aspectos relevantes de la providencia acaba de leer, esto es, el 

AP1563-2016 Radicación n.° 46628 de 2016. Entre otros razonamientos importantes, allí 

se dijo que “la «notificación electrónica» no ha sido prevista en el proceso penal como forma 

de publicitar las decisiones judiciales, lo cual no significa que esté vedado acudir a los 

avances tecnológicos que vienen sustituyendo los vetustos mecanismos que 

impelían la espera de varios días para saber si la comunicación había sido recibida 

(telegrama u oficio), sólo que, el uso de ellos necesariamente estará incorporado 

como medio para el cumplimiento de la notificación personal.

 



(...) RETROALIMENTACIÓN

(...) Justamente por la creciente necesidad de reglamentar la 

implementación de medios electrónicos e informáticos  para el cumplimiento 

de las funciones de la administración de justicia, la Sala Administrativa del 

Consejo Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo PSAA 06-3334 del 2 de 

marzo de 2006, aplicable a los procedimientos civil, contencioso 

administrativo, laboral, penal y disciplinario, respecto de los actos de 

comunicación procesal, susceptibles de realizarse a través de mensajes de 

datos y método de firma electrónica.



APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE INTEGRACIÓN

Pues bien, razonamientos como los acabados de recordar, 
le sirvieron de sustento a la Sala de Casación Penal, para, - 
en virtud del principio de integración -, dar aplicación a otras 
normas de contenido jurídico con el fin de emitir un criterio 
relacionado con  la «notificación electrónica» como forma 
de publicitar las decisiones judiciales. En conclusión, los 
avances tecnológicos vienen sustituyendo los vetustos mecanismos de 
notificación que contribuyen a la dilación de los procedimientos.



LA NECESIDAD DE ACUDIR A CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN 
HOLÍSTICA, ANTE LAS DIFICULTADES GENERADAS POR LA 

PANDEMIA DE COVID-19

Referentes jurisprudenciales como el acabado de reseñar, nos compelen a que, en 
un contexto de razonabilidad, todos los actores del sistema de justicia 
apliquemos criterios de interpretación sistemáticos u holísticos con la finalidad de 
superar eventuales escollos y así garantizar la prestación del servicio público de 
administración e impartición de justicia. Considero necesario, para tal efecto, 
hacer un breve repaso por algunas disposiciones contenidas en la ley 153 de 
1887, la ley de más rancio abolengo en materia de interpretación jurídica en 
Colombia. Antes de ese ejercicio refresquemos algunos conceptos importantes:



HOLISMO- HOLÍSTICO DEFINICIÓN

Holístico es un adjetivo que indica que algo es relativo o pertenece al holismo. Se forma a partir del término 
griego ὅλος (hólos, que en español significa 'total', 'todo', 'entero'). El holismo es un concepto creado en el año 
1926 por Jan Christiaan Smuts que describió como “la tendencia de la naturaleza de usar una evolución creativa 
para formar un todo que es mayor que la suma de sus partes”.

 En términos generales, holístico indica que un sistema y sus propiedades se analizan como un todo, de una 
manera global e integrada, ya que desde este punto de vista su funcionamiento sólo se puede comprender de esta 
manera y no sólo como la simple suma de sus partes.

 Holístico se suele aplicar a términos como planteamiento, pensamiento, paradigma, enfoque, concepto o 
programa para significar que se utiliza una visión integral y completa en el análisis de una realidad. El término 
holístico aparece en diversas disciplinas como la filosofía, la biología, la psicología o la educación (incluso es 
usado en las disciplinas jurídicas). Algunas palabras y términos que en ocasiones se utilizan con un significado 
similar pueden ser 'sistémico', 'global' y 'en conjunto'. Fuente: http://www.significados.com/holistico/  (Lo 
subrayado y en paréntesis, fuera de texto). 

http://www.significados.com/holistico/


INTERPRETACIÓN INTEGRAL

Partiendo de la definición anterior, es posible sostener que la interpretación 
integral del derecho no se circunscribe únicamente a la obligación de abordar 
el estudio de la norma en sí misma considerada, hilvanando cada uno de sus 
segmentos e incisos, sino también, especialmente, a la necesidad de efectuar 
el análisis holístico de dicha normatividad, esto es, tomando en consideración 
todo el ordenamiento jurídico - partiendo del techo ideológico de la 
Constitución -, al que se habrá de acudir en virtud del principio de integración, 
pues las normas jurídicas no se agotan en sí mismas, dado que en virtud de la 
interpretación sistemática u holística se logra desentrañar la verdadera 
teleología y alcance de los institutos jurídicos.



LEY 153 DE 1887
(agosto 24) Que adiciona y reforma los Códigos nacionales, la ley 61 de 1886 y la 57 de 1887 (La redacción es la 

original de la época de creación)

ART 4. Los principios de derecho natural y las reglas de jurisprudencia servirán para ilustrar la 
Const
itución en casos dudosos. La doctrina constitucional es, á su vez, norma para interpretar las leyes. 

ART 5. Dentro de la equidad natural y la doctrina constitucional, la Crítica y la Hermenéutica servirán para 
fijar el pensamiento del legislador y aclarar ó armonizar disposiciones legales oscuras ó incongruentes. 

ART 8. Cuando no hay ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulen 
casos ó materias semejantes, y en su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de 
derecho. 
  
ART 48. Los jueces ó magistrados que rehusaren juzgar pretextando silencio, oscuridad ó insuficiencia de 
la ley, incurrirán en responsabilidad por denegación de justicia. 



LA INTERPRETACIÓN HOLÍSTICA EN LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SENTENCIA 
C-569/00

“De nada sirve el ejercicio de interpretación que se reduce a los límites de una sola disposición 

–v.gr. el artículo acusado-, cuando la adecuada compresión de dicho precepto depende de la 

integración de artículos contenidos en otras regulaciones. El ordenamiento jurídico presenta 

con frecuencia normas incompletas, cuyo contenido y finalidad deben articularse junto a otras 

reglas; sólo de este modo es posible superar supuestas incongruencias al interior de un orden 

normativo. La integración de normas jurídicas, por virtud de la remisión que hace una de ellas, 

sólo es concebible en la medida en que dicha operación completa el sentido de disposiciones 

que dependen mutuamente para su cabal aplicación. No se trata de una manera analógica de 

interpretar el derecho, o de extender el imperio de alguna disposición a asuntos no 

contemplados por el ordenamiento legal”.



LA NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA EN EL CÓDIGO GENERAL 
DEL PROCESO

ARTÍCULO 291. PRÁCTICA DE LA NOTIFICACIÓN PERSONAL. Para la práctica de la 
notificación personal se procederá así:

Numeral 3 inciso 5: 

Cuando se conozca la dirección electrónica de quien deba ser notificado, la 
comunicación podrá remitirse por el Secretario o el interesado por medio de correo 
electrónico. Se presumirá que el destinatario ha recibido la comunicación cuando el 
iniciador recepcione acuse de recibo. En este caso, se dejará constancia de ello en el 
expediente y adjuntará una impresión del mensaje de datos.



ACUERDO No. PSAA06-3334 DE MARZO 2 DE 2006, EXPEDIDO POR EL CONSEJO 
SUPERIOR DE LA JUDICATURA

"Por el cual se reglamentan la utilización de medios 
electrónicos e informáticos en el cumplimiento de las 
funciones de administración de justicia".

Por considerarlo de interés se hace la citación de algunos  
artículos del Acuerdo aludido:



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

Para efectos de aplicación del presente acuerdo se entenderá por:

a) Actos de Comunicación Procesal: Son todos aquellos actos o 
actividades de comunicación definidas en la ley, que ponen en 
conocimiento de las partes, terceros o de otras autoridades 
judiciales o administrativas, las providencias y órdenes del juez o 
del fiscal, relacionadas con el proceso, así como de éstos con 
aquellos;



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

b) Autoridad Judicial: Son los magistrados, jueces y secretarios de los despachos 
judiciales, que en el ejercicio de su función judicial suscriben los actos de 
comunicación procesal;

c) Certificado: Es mensaje de datos u otro registro firmado por la entidad de 
certificación que identifica, tanto a la entidad de certificación que lo expide, como 
al suscriptor del certificado y contiene la clave pública de éste. Para efectos de la 
aplicación del presente acuerdo un certificado digital es una clase de certificado;



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

d) Correo electrónico: Es el mensaje de datos 
que contiene correo electrónico de texto. El 
correo electrónico puede contener archivos 
adjuntos de texto, imágenes entre otros. 
Entiéndase los archivos adjuntos como parte 
íntegra del correo electrónico.



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

e) Entidad de Certificación: Es aquella persona jurídica que, 
autorizada conforme a la Ley, está facultada para emitir 
certificados en relación con las firmas electrónicas de las 
personas, ofrecer o facilitar los servicios de registro y 
estampado cronológico de la transmisión y recepción de 
mensajes de datos, así como cumplir otras funciones relativas a 
la seguridad de comunicaciones basadas en las firmas 
electrónicas;



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

f) Estampado cronológico: mensaje de datos firmado por una 
entidad de certificación que sirve para verificar que otro 
mensaje de datos no ha cambiado en un período que 
comienza en la fecha y hora en que se presta el servicio y 
termina en la fecha en que la firma del mensaje de datos 
generado por el prestador del servicio de estampado, pierde 
validez.



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

g) Firma Electrónica: Son los datos en forma electrónica consignados 
en un mensaje de datos, o adjuntados o lógicamente asociados al 
mismo, que pueda ser utilizados para identificar al firmante en 
relación con el mensaje de datos e indicar que el firmante aprueba la 
información recogida en el mensaje de datos. Para efectos de la 
aplicación del presente acuerdo una firma digital es una clase de firma 
electrónica, adicionalmente la firma electrónica evidencia cualquier 
modificación al mensaje de datos posterior al envío.



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

h) Firmante: Es la autoridad judicial o la persona que posee la clave 
privada para la creación de la firma electrónica. y que actúa por cuenta 
propia.

i) Mensaje de Datos: Es la información generada, enviada, recibida, 
almacenada o comunicada por medios electrónicos, ópticos o 
similares, como el correo electrónico e Internet. Para efectos de la 
aplicación de este acuerdo la noción de mensaje de datos no aplica a 
documentos enviados vía fax.



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

j) Sistema de Información: Es todo sistema utilizado para generar, 
enviar, recibir, archivar, conservar o procesar de alguna otra forma 
mensajes de datos.

k) Sitio web: Es el sitio (s) o página (s) web, ubicado (s) en la red 
pública Internet, que utilicen las autoridades judiciales para cumplir 
con lo dispuesto en este acuerdo.



ARTÍCULO PRIMERO.- DEFINICIONES.

l) Servidor Seguro: Sistema tecnológico según el cual, un tercero de 
confianza, generalmente una Entidad de Certificación, valida ante el usuario 
de una página web, que la página visitada efectivamente corresponde a la 
que se cree.

m) Sistema de Gestión de casos: Programa tecnológico que permite 
interactuar remotamente en un trámite judicial de una manera segura y 
efectiva.

n) Suscriptor: persona a cuyo nombre se expide un certificado.



ARTÍCULO SEGUNDO.- AMBITO DE APLICACIÓN.

El presente Acuerdo se aplicará en lo pertinente, a los 
procedimientos civil, contencioso administrativo, laboral, penal y 
disciplinario, respecto de los actos de comunicación procesal, 
susceptibles de realizarse a través de mensajes de datos y método 
de firma electrónica, así como en lo relacionado con los 
documentos contenidos en medios electrónicos y su presentación, 
en los términos de los respectivos códigos de procedimiento.



ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO

RECEPCIÓN DE LOS MENSAJES DE DATOS. Los mensajes de datos se entienden 
recibidos de la siguiente manera:

a) Cuando el destinatario ha confirmado mediante acuse de recibo la recepción, o éste 
se ha generado automáticamente.

b) Cuando el destinatario o su representante, realiza cualquier actuación que permita 
concluir que ha recibido el mensaje de datos.

c) Cuando los actos de comunicación procesal emanados de la autoridad judicial, no 
han sido devueltos al sistema de información de la autoridad judicial, dentro de los tres 
(3) días calendario siguiente a su remisión.



ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO

- APLICACIÓN DEL ACUERDO. El Consejo Superior de la Judicatura, una vez 
haya implementado la firma electrónica para los despachos judiciales en los 
términos de la ley y del reglamento, a través del CENDOJ, definirá los 
procedimientos técnicos referidos a la interoperabilidad de los sistemas de 
información de las autoridades judiciales, a las normas técnicas que deben 
observar los usuarios, a la implementación de los métodos de firma 
electrónica en los despachos judiciales, a la seguridad de los mensajes de 
datos que se utilicen en la gestión las autoridades judiciales y a la privacidad 
de los datos e información de los usuarios.



ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO

EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. El presente 
Acuerdo se aplicará en el nuevo proceso penal, 
tratándose de las notificaciones que deban surtirse 
mediante correo electrónico; de las citaciones que 
deban surtirse en los términos de los artículos 171 y 
172 de la Ley 906 de 2004.



Fin de la presentación

En una próxima oportunidad haremos alusión a otras disposiciones normativas que 
regulan el uso de herramientas tecnológicas en la Rama Judicial del Poder Público. 

Amablemente, 

DAVID VANEGAS GONZÁLEZ  

Magistrado Sala de Decisión Penal 

Tribunal Superior de Distrito Judicial Santa Marta, Magdalena



CORREO #51 PANDEMIA COVID -19. 
REMITE: DAVID VANEGAS GONZÁLEZ

MAGISTRADO SALA DE DECISIÓN PENAL 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

Domingo 21 de junio de 2020.

Continuando con el ánimo de difundir con la academia la 
información socio - jurídica relevante en el contexto del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica 
decretado por el Gobierno Nacional debido a la pandemia 
de Covid - 19, en esta ocasión los invito al estudio de una 
providencia muy oportuna, expedida por la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, 
relacionada con la notificación por correo electrónico.  



 DATOS DE LA PROVIDENCIA

Sala de Casación Civil. Radicación n.° 11001-02-03-000-2020-01025-00 
(Aprobado en sesión virtual de tres de junio de dos mil veinte),Bogotá, D. 
C., tres (3) de junio de dos mil veinte (2020).

Tema relevante: Notificación por correo electrónico.

Magistrado Ponente: AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO.

                                                                                    

Presentación elaborada por David Vanegas González. Sala de  Decisión 
Penal. Santa Marta



PROVIDENCIA EMITIDA EN SEDE 
CONSTITUCIONAL

Se decide la acción de tutela instaurada por (...) 
contra la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Ibagué, trámite al cual se 
vinculó a las partes e intervinientes del proceso 
objeto de queja constitucional.

                                                    Presentación elaborada por: David Vanegas González. Sala Penal Santa Marta.



ANTECEDENTES
 1. La promotora del amparo reclamó 
protección constitucional de las prerrogativas 
fundamentales al debido proceso, defensa, 
igualdad y acceso a la administración de 
justicia, que dice vulneradas por la autoridad 
judicial accionada.



PRETENSIONES

Se «ordene al Tribunal…conceder el recurso de apelación 
contra el fallo emitido el 13 de abril de 2020» y se 
«conceda el recurso… por encontrarse en término, ya que 
la notificación se hizo efectiva con el conocimiento de la 
misma es decir el 15 de abril de 2020, además porque no 
existe prueba de valor jurídico como acuse de recibo que 
sustente la decisión del Tribunal».



HECHOS RELEVANTES

Daniela Johanna Torres Chitiva, en nombre propio y en 
representación de sus hijas Ana Sofía y María Alejandra Piragua 
Torres, instauró una anterior acción de tutela contra los Juzgados 
Tercero Civil del Circuito y Tercero Civil Municipal, ambos de 
Ibagué, cuestionando las sentencias proferidas en un juicio de 
simulación. El conocimiento del asunto le correspondió a la Sala 
Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Ibagué, que en fallo de 13 de abril de 2020 denegó el resguardo 
deprecado.



(...) HECHOS RELEVANTES

Tras ser impugnada la referida decisión, el 21 de abril de los corrientes la Corporación 
acusada no concedió el recurso por extemporáneo.

En esta nueva petición de amparo indicó la accionante que esta última determinación 
conculcó sus garantías fundamentales porque el 15 de abril de 2020 revisó la bandeja 
de su correo electrónico y abrió el mensaje de la secretaría del Tribunal acusado, 
quedando notificada en esa fecha de la decisión adoptada y contando con tres 
días para recurrir el fallo emitido; que el 16 de abril solicitó se le remitieran los 
pronunciamientos de los vinculados para fundamentar su recurso, los que le fueron 
enviados en esa misma data; y que el 20 siguiente presentó la impugnación en tiempo, 
pues contaba con los días 16, 17 y 20 del mismo mes para tal efecto.



(...) HECHOS RELEVANTES

Señaló que el 21 de abril siguiente el Tribunal resolvió no conceder la 
impugnación por extemporánea, aduciendo que el día 14 le había remitido 
el correo electrónico, por lo que contaba con el 15, 16 y 17 para 
proponerla; que el 22 de abril solicitó copia de la constancia de 
notificación y confirmación de lectura, recibiendo un pantallazo en donde 
se evidencia que no existía; además que en el sistema de consulta de 
procesos de la Rama Judicial no se anotó ninguna actuación diferente a la 
admisión de la tutela, así como tampoco en el aplicativo Tyba.



(...) HECHOS RELEVANTES

Adujo que se les negó la segunda instancia ante el superior 
jerárquico con fundamento en la indebida notificación, pues la 
misma se hizo efectiva el 15 de abril de 2020, esto es, cuando 
se tuvo conocimiento del correo electrónico recibido, que no 
con su simple envío; y que la publicidad se cumplió con su 
lectura, no con la recepción en el servidor como en múltiples 
pronunciamientos se ha establecido.  



(...) HECHOS RELEVANTES

Sostuvo que al remitir el escrito de alzada advirtió que tuvo conocimiento 
del fallo el 15 de abril; que la publicidad de los actos pretende garantizar 
la defensa y el acceso a la administración de justicia; y que como madre de 
dos menores de edad, cabeza de familia, acude a esta acción pues en el 
fondo lo que se discute es una simulación respecto de su vivienda y la de 
sus hijas, en tanto que el padre ha intentado distraer el bien, tutela en la 
que deprecó una medida provisional, que le fue denegada pese a que en 
proceso de violencia intrafamiliar cuentan con una medida de protección.  



(...) HECHOS RELEVANTES

Aseveró que debe ser valorada la notificación efectiva al 
no existir «acuse de recibo del correo electrónico»; que la 
Ley 527 de 1999 regula el tema de manejo de datos; que 
la Corte Suprema de Justicia ha examinado el tema, 
concediendo el resguardo cuando no existía acuse de 
recibo; y que conforme a ello su recurso fue propuesto en 
término.



CONSIDERACIONES

1. Conforme al artículo 86 de la Constitución Política, la 
acción de tutela es un mecanismo jurídico concebido para 
proteger los derechos fundamentales, cuando son vulnerados 
o amenazados por los actos u omisiones de las autoridades 
públicas, en determinadas hipótesis, de los particulares, cuya 
naturaleza subsidiaria y residual no permite sustituir o 
desplazar a los jueces funcionalmente competentes, ni los 
medios comunes de defensa judicial.



CONSIDERACIONES

Por lineamiento jurisprudencial, en tratándose de 
actuaciones y providencias judiciales, el resguardo 
procede de manera excepcional y limitado a la presencia 
de una irrefutable vía de hecho, cuando «el proceder 
ilegítimo no es dable removerlo a través de los medios 
ordinarios previstos en la ley» (CSJ STC, 11 may. 2001, 
rad. 2001-00183-01); y por supuesto, se cumpla el 
requisito de la inmediatez.



CONSIDERACIONES

2. El planteamiento anterior se aplica en «una medida aún mayor 
cuando la providencia atacada fue proferida por un juez 
constitucional como epílogo del trámite de amparo; de lo contrario, 
se abriría la puerta a una espiral infinita de acciones de la misma 
naturaleza, en la que se controvertiría ad aeternum lo expresado en 
el primer fallo» (CSJ STC, 8 jul. 2008, rad. 2008-01018-00).



CONSIDERACIONES

Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado:

… la Corte ha admitido la posibilidad de interponer acciones de tutela contra actuaciones judiciales 
arbitrarias, incluso actuaciones arbitrarias de jueces de tutela, pero nunca con respecto a sentencias de 
tutela, sino con relación a incidentes de desacato, o contra autos emitidos en el curso del proceso de 
tutela. A partir de la Sentencia SU-1219 de 2001, la Sala Plena de esta Corporación unificó su posición 
frente a este tema, precisando que las sentencias de tutela, y en general las decisiones que se tomen en el 
trámite de estos procesos, no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación 
de una nueva solicitud, ya que tal proceder, además de mutar la naturaleza jurídica de la acción de tutela, 
haría que los conflictos jurídicos que se discuten en esa sede tuvieran un carácter indefinido, lo cual 
atenta no solo contra los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada, sino que también genera un 
grave perjuicio al goce efectivo y real de los derechos constitucionales que la tutela se encamina a 
garantizar de manera cierta, estable y oportuna (CC T-353/12 y SU-1219/01, citadas en CSJ STC178, 21 en. 2016, 
rad. 2015-03107).



CONSIDERACIONES

Tratándose de la protección constitucional de cara a decisiones del 
mismo linaje, esta Sala también ha considerado:

Resulta inviable la acción de tutela cuando ésta se dirige a combatir fallos proferidos en 
actuaciones de la misma especie, porque en tal hipótesis, los mecanismos establecidos en 
el ordenamiento jurídico son la impugnación del fallo ante el superior y la revisión 
eventual que por ley puede hacer la Corte Constitucional (artículo 86, inciso segundo, de 
la Carta Política), sin que proceda un nuevo estudio del mismo linaje constitucional...  

Sobre la impertinencia de la tutela contra una sentencia dictada en un proceso de igual 
estirpe, esta Corporación ha sentado su posición al respecto en diversos fallos 
precedentes: basta mencionar, entre otras, sentencias de 22 de agosto de 2008, exp. 
2008-01317-00 y 9 de febrero de 2009, exp. 2009-00126-00 (CSJ STC, 21 feb. 2011, rad. 
2010-00723-00; STC, 2 dic. 2015, rad. 02397-99; y STC, 21 ene. 2016, rad. 2015-03107).



CONSIDERACIONES

3. El presente reclamo recae sobre el proveído con 
que la autoridad accionada no concedió, por 
extemporánea, la impugnación impetrada frente al 
fallo de tutela proferido en un anterior trámite 
constitucional incoado por la accionante.



CONSIDERACIONES

En consecuencia, surge palmaria la improcedencia de este 
nuevo ruego constitucional, en tanto que la inconforme tiene 
un mecanismo previsto en el ordenamiento jurídico para 
auscultar el proveído de tutela que critica, como es la 
eventual revisión ante la Corte Constitucional, quedando así 
imposibilitada cualquier otra oportunidad para que se 
examine una determinación tomada por otro juez 
constitucional.



CONSIDERACIONES

De modo que la petición elevada por la accionante no 
es de recibo, en razón a que goza de la eventual 
revisión ante la Corte Constitucional para exponer 
sus inconformidades referentes a la decisión 
adoptada, e incluso con el mecanismo de insistencia; 
advirtiéndose que el expediente será remitido en 
dicha Corporación, por lo que es allí donde debe 
acudir la gestora.



CONSIDERACIONES

Al respecto la Corte Constitucional ha explicado que:

La Constitución misma previó un proceso especial contra cualquier falta de 
protección de los derechos fundamentales: la revisión de las sentencias de 
tutela proferidas por los jueces constitucionales (art. 86 inciso 2º C.P.). La 
revisión que lleva a cabo la Corte Constitucional incluye las vías de hecho de 
los mismos jueces de tutela. Se trata de un mecanismo especial para 
garantizar el cierre del sistema jurídico por el órgano constitucional 
encargado de salvaguardar la supremacía de la Constitución (Negrilla fuera del 
texto original, CC T041/10; reiterada por CSJ STC178, 21 ene. 2016).



CONSIDERACIONES

4. Al margen de lo anterior, la Corte no encuentra 
irregularidad en la decisión de rechazar por 
extemporánea la impugnación impetrada, 
conforme a las constancias obrantes en el 
expediente y a los escritos que la accionante 
presentó a continuación de su enteramiento, como 
pasa a verse.



CONSIDERACIONES

Ciertamente, el 14 de abril de 2020 el servidor del 
Tribunal acusado, a partir del cual fue remitido el 
correo electrónico de notificación a Daniela Johana 
Torres Chitiva, certificó que «se completó la entrega a 
estos destinatarios o grupos, pero el servidor de 
destino no envió información de notificación de 
entrega…».



CONSIDERACIONES

No obstante lo anterior, el 20 de ese mismo mes la accionante presentó 
impugnación indicando que «el correo electrónico de notificación fue recibido el 
día 15 de abril de 2020, estando en término de los tres días para interponerlo…»; y a 
pesar de esta afirmación, la peticionaria de forma confusa señaló que «la 
notificación se hizo efectivo el día 15 de abril del 2020, cuando se tuvo 
conocimiento del correo electrónico de notificación, mas no con el simple envió del 
mismo, puesto que la publicidad del acto enviado se dio con la lectura del mismo, 
mas no solo con la simple recepción del servidor de correo electrónico». (Página 4, 
párrafo 2, de su nuevo ruego constitucional).



CONSIDERACIONES
Pero al margen de las aludidas posiciones ambivalentes, colige la Corte, como lo concluyó el 
Tribunal ahora criticado, que en la inicial acción de tutela radicada por la reclamante se 
acreditó que el mensaje de datos fue remitido a su destinataria y recibido por esta el 14 de 
abril de 2020 y que, a pesar de ello, instauró la impugnación por fuera del término legal, el 
día 20 de iguales mes y año.

En ese orden, al haberse remitido y recibido la comunicación por la gestora, su enteramiento 
efectivamente se surtió en la fecha señalada en la providencia criticada, sin que sea de 
recibo la manifestación de aquella acerca de que «el día 15 de abril de 2020, revis[é] la 
bandeja de mi correo electrónico, donde abrí el mensaje de la Secretaria del Tribunal Superior 
de Ibagué…, dándome por notificada ese mismo día…», pues una cosa es la data en la que se 
surtió su notificación y otra la de revisión de su correo electrónico.



CONSIDERACIONES

En efecto, esta Corporación tiene sentado sobre tal 
punto que lo relevante no es «'demostrar' que el 'correo 
fue abierto', sino que debía demostrar, conforme a las 
reglas que rigen la materia, que «el iniciador recepcionó 
acuse de recibo». (CSJ STC690 de 2020, rad. 
2019-02319-01).  



CONSIDERACIONES

En otros términos, la notificación se entiende surtida cuando es 
recibido el correo electrónico como instrumento de enteramiento, 
mas no en fecha posterior cuando el usuario abre su bandeja de 
entrada y da lectura a la comunicación, pues habilitar este 
proceder implicaría que la notificación quedaría al arbitrio de su 
receptor, no obstante que la administración de justicia o la parte 
contraria, según sea el caso, habrían cumplido con suficiencia la 
carga a estos impuesta en el surtimiento del del trámite de 
notificación.



CONSIDERACIONES
5. Ahora, en relación con la función que cumple la constancia que 
acusa recibo de la notificación mediante el uso de un correo electrónico 
o cualquiera otra tecnología, debe tenerse en cuenta que los artículos 
291 y 292 del Código General del Proceso, en concordancia con los 
preceptos 20 y 21 de la Ley 527 de 1999, prevén que «…se presumirá 
que el destinatario ha recibido la comunicación cuando el 
iniciador recepcione acuse de recibo…», esto es, que la 
respuesta del destinatario indicando la recepción del mensaje 
de datos hará presumir que lo recibió.



CONSIDERACIONES (NO HAY TARIFA LEGAL)

Sin embargo, de tales normas no se desprende que el 
denominado «acuse de recibo» constituya el único 
elemento de prueba conducente y útil para acreditar 
la recepción de una notificación por medios 
electrónicos, cual si se tratara de una formalidad ad 
probationem o tarifa legal -abolida en nuestro ordenamiento 
con la expedición del Código de Procedimiento Civil-.



CONSIDERACIONES

Por consecuencia, la libertad probatoria consagrada en 
el canon 165 del Código General del Proceso, 
equivalente al precepto 175 del otrora Código de 
Procedimiento Civil, igualmente se muestra aplicable en 
tratándose de la demostración de una notificación a 
través de mensajes de datos o medios electrónicos en 
general, ante la inexistencia de restricción en la materia.



CONSIDERACIONES

Es que el principio de libertad probatoria constituye regla 
general -aplicable a la constancia de recibo de un 
mensaje de datos-, mientras que la excepción es la 
solemnidad ad probationen, que, por ende, debe estar 
clara y expresamente señalada en el ordenamiento, de 
donde al intérprete le está vedado extraer tarifas no 
previstas positivamente.



CONSIDERACIONES (PREVALENCIA 
DEL DERECHO SUSTANCIAL) 

Esta hermenéutica desarrolla el mandato constitucional previsto en 
el artículo 228 de la Carta Política, replicado en el artículo 11 del 
Código General del Proceso, que aboga por la prevalencia del 
derecho sustancial sobre el procesal como criterio válido de 
interpretación normativo, pues se rendiría culto ciego a las formas 
si se considera que un enteramiento por mensaje de datos no se ha 
efectuado o se llevó a cabo en una fecha distinta a la que realmente 
se realizó, porque su destinatario no acusó recibo o lo hizo en data 
diferente a la de su recepción.



CONSIDERACIONES (FIJACIÓN DE LA SUBREGLA 
JURISPRUDENCIAL)

Recapitúlese, entonces, que el inciso final del numeral 3 del canon 291 y el 
artículo 292 in fine de la obra citada establecen una presunción legal, a 
cuyo tenor un mensaje de datos se entenderá recibido cuando el iniciador 
recepcione acuse de recibo, lo cual no obsta que acreditar tal hecho a 
través de otros medios probatorios.

Por ese mismo sendero, itérase, porque viene al caso, que de acuerdo con 
el artículo 166 ibídem, las presunciones legales admiten ser desvirtuadas, 
precisamente, con los diversos medios de comunicación plasmados en el 
precepto 165 de la misma obra que cristaliza la libertad probatoria.



CONSIDERACIONES

Precisamente, en un asunto de contornos similares al presente en el cual el iniciador no 
recepcionó acuso de recibo de un correo electrónico enviado como medio de notificación 
de una providencia judicial, esta Corporación señaló:

…sólo bastaba verificar la fecha en que se hizo ese enteramiento, y en el caso 
examinado quedó claro que tuvo lugar el 11 de octubre de 2019, pues según la 
constancia expedida por el servidor de correo electrónico, «se completó la entrega a 
estos destinatarios o grupos, pero el servidor de destino no envió información de 
notificación de entrega» (fl. 75, cd. 1), lo que significa que el mensaje se remitió 
satisfactoriamente y dependía del destinatario activar su correo, abrir y leer lo allí 
remitido.  



CONSIDERACIONES
Lo anterior fue ratificado por la mesa de ayuda correo electrónico del Consejo 
Superior de la Judicatura, al señalar «se realiza la verificación del mensaje 
enviado el día 10/11/2019 3:36:53 PM desde la cuenta 
tutelasscfltsarm@cendoj.ramajudicial.gov.co con el asunto: “Notificación 
Personal Decisión Rad. 2019-00084-01” y con destinatario 
osmarose@rsabogados.co», precisando que «una vez efectuada la validación 
en servidor de correo electrónico de la Rama Judicial, se confirma que el 
mensaje descrito “SI” fue entregado al servidor de correo del destino, en 
este caso el servidor con dominio “rsabogados.co” (…)» (fl. 86, frente y 
vuelto, ibídem).



CONSIDERACIONES
En tales condiciones, no es procedente el planteamiento del apoderado 
de la querellante con apoyo en el inciso final del artículo 291 del 
Código General del Proceso, pues la presunción de que «el destinatario 
ha recibido la comunicación cuando el iniciador recepcione acuse de 
recibo», no significa que la fecha de notificación coincida con aquella 
en que se reconoce haber recibido el mensaje, pues salvo fuerza mayor 
o caso fortuito, debe entenderse que tal acto de comunicación fue 
efectivo cuando el servidor de origen certifica que se produjo la 
entrega sin inconveniente alguno.



CONSIDERACIONES
Aunado a lo anterior, nótese que el artículo 20 de la Ley 527 de 
1999, señala que para establecer «los efectos del mensaje de 
datos» a partir del citado «acuse de recibo», es menester que sea 
«solicitado o acordado» entre iniciador y destinatario; por el 
contrario, como aconteció en el presente caso, dicho 
condicionamiento no es aplicable porque solo corresponde a 
fijación unilateral de parte del destinatario. (Resaltado fuera de 
texto. CSJ ATC295 de 2020, rad. 2019-00084-01).  - Fin de la cita-.



CONSIDERACIONES

Es que considerar que el acuse de recibo es la única forma de 
acreditar que se realizó la notificación por medios electrónicos 
resulta contrario al deber de los administradores de justicia de 
procurar el uso de las tecnologías de la información y la 
comunicación con la finalidad de facilitar y agilizar el acceso a la 
justicia, de acuerdo con el artículo 103 ibídem, pues se frustraría la 
notificación por mensaje de datos cuando no se cuenta con la 
confirmación de recepción por parte del destinatario, o cuando este 
señala fecha diversa a la que en realidad se efectuó el 
enteramiento.



CONSIDERACIONES (EL PRECEDENTE SOBRE EL TEMA)

Vistas de esta forma las cosas, la Corte concluye que el enteramiento 
por medios electrónicos puede probarse por cualquier medio de 
convicción pertinente, conducente y útil, incluyendo no sólo la 
presunción que se deriva del acuse de recibo (y que puede ser 
desvirtuada), sino también su envío, sentido en el que se precisa el 
alcance de las consideraciones plasmadas en CSJ STC13993-2019, 11 
oct. 2019, rad. n.º 2019-00115 y STC690-2020, 3 feb. 2020, rad. n.º 
201902319.



CONSIDERACIONES
Precisamente, en desarrollo de los principios de buena fe y lealtad procesal con la 
parte contraria así como con la administración de justicia, al alcance del receptor de 
un mensaje de datos -como el correo electrónico remitido a la peticionaria-, está 
desvirtuar la presunción plasmada en el inciso final del numeral 3 del artículo 291 
del Código General del Proceso, en el canon 292 in fine de la misma obra y en 
cualquier otro elemento de prueba, lo cual puede intentar aportando la imagen 
de su bandeja de entrada de la cuenta de correo electrónico, en tanto que 
en ella se revela la fecha y hora en la cual ingresan dichas comunicaciones, 
imagen que como documento representativo que es reviste importancia 
preponderante con el propósito aludido, a más de que no implica mayor 
desgaste para quien afirma haber recibido un correo electrónico en fecha 
distinta a la que su contendiente asevera.



CONSIDERACIONES

Tal proceder, de valía inconmensurable, fue omitido por la peticionaria a 
pesar de que en su poder estaba la citada imagen, no obstante que sí anexó 
la de remisión del correo electrónico de la cuenta de correo electrónico del 
tribunal accionado, en aras de mostrar que este no reportó acuse de recibo.

En suma, la acción de tutela es improcedente porque al alcance de la 
demandante está un mecanismo de defensa judicial idóneo, así como 
porque la vulneración alegada no ocurrió.

Basta lo dicho en precedencia para denegar la protección pedida. (Resaltado 
fuera de texto). -Fin de la providencia-.



ALGUNAS PRECISIONES SOBRE LA PROCEDENCIA 
DE TUTELA CONTRA TUTELA

Como quiera que la Sala Civil de la Corte Suprema de 
Justicia, se pronunció en la providencia acabada de 
estudiar, acerca de la inviabilidad de la acción de tutela 
cuando ésta se dirige a combatir fallos proferidos en 
actuaciones de la misma especie, se hace necesario, con 
fines académicos hacer una mención somera a la tesis 
que, sobre este mismo asunto, tiene sentada la Corte 
Constitucional:



PRECISIONES SOBRE LA PROCEDENCIA DE 
TUTELA CONTRA TUTELA

Aunque la regla general apunta a la improcedencia del reclamo 
constitucional cuando se dirige contra la sentencia de tutela, este 
criterio no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido 
proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o por sus 
Salas de Revisión de Tutela. 

No obstante, aclaró que si la sentencia de tutela ha sido proferida por 
otro juez o tribunal de la República, puede proceder de manera 
excepcional cuando se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada 
fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos 
genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, 
se verifique lo siguiente:



PRECISIONES SOBRE LA PROCEDENCIA DE TUTELA 
CONTRA TUTELA

1.   Que la acción de tutela presentada no comparta 
identidad procesal con la solicitud de amparo 
cuestionada. 

2.   Que se demuestre, de manera clara y suficiente, que 
la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue 
producto de una situación de fraude. 

3.   Que no exista otro medio, ordinario o 
extraordinario, eficaz para resolver la situación. (Corte 
Constitucional, Sentencia SU-627, oct. 01/15)



LA NECESIDAD DE RECORDAR ALGUNOS CONCEPTOS 
LEGALES

Ahora bien,  para una mayor comprensión 
de la providencia acabada de estudiar, del 
mismo modo se hace pertinente recordar 
algunos conceptos legales que ya hemos 
analizado en presentaciones anteriores. 
Veamos:



LEY 527 DE 1999 

Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de 
los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas 

digitales, y se establecen las entidades de certificación y se 
dictan otras disposiciones.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 21. PRESUNCIÓN DE RECEPCIÓN DE UN 
MENSAJE DE DATOS. Cuando el iniciador recepcione acuse 
recibo del destinatario, se presumirá que éste ha recibido el 
mensaje de datos.



LEY 527 DE 1999

(...) ARTÍCULO 21. Esa presunción no implicará que el mensaje de 
datos corresponda al mensaje recibido. Cuando en el acuse de 
recibo se indique que el mensaje de datos recepcionado cumple con 
los requisitos técnicos convenidos o enunciados en alguna norma 
técnica aplicable, se presumirá que ello es así. 

NOTA: En materia de notificación personal de providencias judiciales ver: AP1563-2016 Radicación 
n.° 46628 dieciséis (16) de marzo de dos mil dieciséis (2016) Tema relevante:  Notificación personal a 
través de correo electrónico MP. Patricia Salazar Cuéllar.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 28. ATRIBUTOS JURÍDICOS DE UNA FIRMA DIGITAL. 
Cuando una firma digital haya sido fijada en un mensaje de datos se 
presume que el suscriptor de aquella tenía la intención de acreditar ese 
mensaje de datos y de ser vinculado con el contenido del mismo.



LEY 527 DE 1999

PARÁGRAFO. El uso de una firma digital tendrá la misma fuerza y efectos 
que el uso de una firma manuscrita, si aquélla incorpora los siguientes 
atributos:

1. Es única a la persona que la usa.

2. Es susceptible de ser verificada.

3. Está bajo el control exclusivo de la persona que la usa.

4. Está ligada a la información o mensaje, de tal manera que si éstos son 
cambiados, la firma digital es invalidada.

5. Está conforme a las reglamentaciones adoptadas por el Gobierno 
Nacional.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 29. CARACTERÍSTICAS Y REQUERIMIENTOS DE LAS ENTIDADES 
DE CERTIFICACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 160 del 
Decreto 19 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Podrán ser 
entidades de certificación, las personas jurídicas, tanto públicas como 
privadas, de origen nacional o extranjero y las cámaras de comercio, que 
cumplan con los requerimientos y sean acreditados por el Organismo Nacional 
de Acreditación conforme a Ia reglamentación expedida por el Gobierno 
Nacional. El Organismo Nacional de Acreditación de Colombia suspenderá o 
retirará Ia acreditación en cualquier tiempo, cuando se establezca que Ia 
entidad de certificación respectiva no está cumpliendo con Ia reglamentación 
emitida por el Gobierno Nacional, con base en las siguientes condiciones:

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0019_2012_pr003.html#160


LEY 527 DE 1999

(...) ARTÍCULO 29

a. Contar con Ia capacidad económica y financiera suficiente para prestar los servicios autorizados 
como entidad de certificación;

b. Contar con Ia capacidad y elementos técnicos necesarios para Ia generación de firmas digitales, Ia 
emisión de certificados sobre Ia autenticidad de las mismas y Ia conservación de mensajes de datos en 
los términos establecidos en esta ley;

c. Los representantes legales y administradores no podrán ser personas que hayan sido condenadas a 
pena privativa de Ia libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o que hayan sido suspendidas 
en el ejercicio de su profesión por falta grave contra Ia ética o hayan sido excluidas de aquélla. Esta 
inhabilidad estará vigente por el mismo período que Ia ley penal o administrativa señale para el efecto.



FIN DE LA PRESENTACIÓN 

Con toda amabilidad, 

DAVID VANEGAS GONZÁLEZ 

Magistrado Sala de Decisión Penal Tribunal 
Superior de Santa Marta.



CORREO #55 PANDEMIA COVID -19. 
REMITE: DAVID VANEGAS GONZÁLEZ

MAGISTRADO SALA DE DECISIÓN PENAL 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

Tema: ACUERDO PCSJA20-11567
05/06/2020

“Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos 
judiciales y se dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza 

mayor”

Encuentro necesario reenviar la presentación que se remitió con el CORREO #54 sobre el 
ACUERDO PCSJA20-11567 del 05/06/2020, esta vez ampliada, debido a la remisión importante 
que de este se hace en el último Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura, esto es, el 
PCSJA20-11581 del 27 de junio pasado. Prestar énfasis a partir de la diapositiva No. 81 y 
especialmente a las imágenes 116 y ss., sobre las condiciones de trabajo en la Rama Judicial. 



NORMAS DE INTERÉS PARA UNA MEJOR COMPRENSIÓN DEL 
ACUERDO PCSJA20-11567

Si bien es cierto que en correos anteriores hemos hecho alusión a la 
legislación preexistente al Estado de Emergencia, a otros decretos con fuerza 
de ley expedidos por el Gobierno y a los acuerdos del Consejo Superior de la 
Judicatura que regulan el uso de las herramientas tecnológicas en la 
prestación del servicio público de Administración de Justicia, conviene hacer 
un breve recuento de estas disposiciones que, analizadas de manera 
complementaria, permiten entender mucho mejor las estrategias trazadas con 
el fin de evitar la parálisis de la justicia.



ACLARACIÓN

Se aclara desde ya, que si bien en el ACUERDO PCSJA20-11567 de 
junio 5 de 2020 se regulan varias situaciones administrativas, se 
hará énfasis en los artículos que se refieren al uso de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones por ser un tema sensible, 
máxime que aunque se anuncia el levantamiento de la suspensión 
de términos judiciales en todo el país a partir del 1 de julio de 2020, 
se seguirá privilegiando el uso de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, de preferencia institucionales. 



LEY 270 DE 1996, ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. EL USO 
DE LOS AVANCES TECNOLÓGICOS

Artículo 4°.Celeridad y Oralidad. La administración de justicia debe ser 
pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se 
sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de 
estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación 
injustificada constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones 
penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de la 
función disciplinaria.  
 



… (ARTÍCULO 4) Las actuaciones que se realicen en los procesos 
judiciales deberán ser orales con las excepciones que establezca la ley. 

Esta adoptará nuevos estatutos procesales con diligencias orales y por 
audiencias, en procura de la unificación de los procedimientos 
judiciales, y tendrá en cuenta los nuevos avances tecnológicos.  



… (ARTÍCULO 4)

Parágrafo Transitorio. Autorízase al Gobierno Nacional para que durante los 
próximos cuatro años incluya en el presupuesto de rentas y gastos una partida 
equivalente hasta el 0.5% del Producto Interno Bruto de acuerdo con las 
disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco 
de Gastos, para desarrollar gradualmente la oralidad en todos los procesos 
judiciales que determine la ley y para la ejecución de los planes de 
descongestión. 



ARTÍCULO 95. TECNOLOGÍA AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

El Consejo Superior de la Judicatura debe propender por la incorporación 
de tecnología de avanzada al servicio de la administración de justicia. Esta 
acción se enfocará principalmente a mejorar la práctica de las pruebas, la 
formación, conservación y reproducción de los expedientes, la 
comunicación entre los despachos y a garantizar el funcionamiento 
razonable del sistema de información.



ARTÍCULO 95. TECNOLOGÍA AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

Los juzgados, tribunales y corporaciones judiciales podrán utilizar cualesquier 
medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento 
de sus funciones. 
  
Los documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su 
soporte, gozarán de la validez y eficacia de un documento original siempre que 
quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los 
requisitos exigidos por las leyes procesales. 
  



ARTÍCULO 95. TECNOLOGÍA AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA.

Los procesos que se tramiten con soporte informático garantizarán la 
identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que 
la ejerce, así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los 
datos de carácter personal que contengan en los términos que 
establezca la ley. 



LEY 527 DE 1999 

Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso 
de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las 

firmas digitales, y se establecen las entidades de 
certificación y se dictan otras disposiciones.



LA FIRMA DIGITAL EN LA LEY 527 DE 1999

La Ley 527 de 1999 “define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del 

comercio electrónico y de las firmas digitales” esta norma establece en su artículo 2° literal c, 

que la Firma digital: “Se entenderá como un valor numérico que se adhiere a un mensaje de 

datos (…), vinculado a la clave del iniciador y al texto del mensaje permite determinar que este 

valor se ha obtenido exclusivamente con la clave del iniciador” Por ello la firma digital, es un 

proceso electrónico que consiste en el cifrado de la información, que mediante la clave que le 

imprime el iniciador, permite que no sea modificado o alterado el mensaje de datos, lo que da 

garantía de su integridad, desde el momento de su generación, hasta su envío, recepción o 

disposición final.



LEY 527 DE 1999 

ARTÍCULO 2o. DEFINICIONES. Para los efectos de la presente ley se entenderá 

por:

a) Mensaje de datos. La información generada, enviada, recibida, almacenada o 

comunicada por medios electrónicos, ópticos o similares, como pudieran ser, entre 

otros, el Intercambio Electrónico de Datos (EDI), Internet, el correo electrónico, el 

telegrama, el télex o el telefax;



LEY 527 DE 1999 

b) Comercio electrónico. Abarca las cuestiones suscitadas por toda relación de índole 
comercial, sea o no contractual, estructurada a partir de la utilización de uno o más 
mensajes de datos o de cualquier otro medio similar. Las relaciones de índole comercial 
comprenden, sin limitarse a ellas, las siguientes operaciones: toda operación comercial de 
suministro o intercambio de bienes o servicios; todo acuerdo de distribución; toda 
operación de representación o mandato comercial; todo tipo de operaciones financieras, 
bursátiles y de seguros; de construcción de obras; de consultoría; de ingeniería; de 
concesión de licencias; todo acuerdo de concesión o explotación de un servicio público; 
de empresa conjunta y otras formas de cooperación industrial o comercial; de transporte 
de mercancías o de pasajeros por vía aérea, marítima y férrea, o por carretera;



LEY 527 DE 1999 

c) Firma digital. Se entenderá como un valor numérico que se adhiere a un 
mensaje de datos y que, utilizando un procedimiento matemático conocido, 
vinculado a la clave del iniciador y al texto del mensaje permite determinar 
que este valor se ha obtenido exclusivamente con la clave del iniciador y 
que el mensaje inicial no ha sido modificado después de efectuada la 
transformación;



LEY 527 DE 1999 

d) Entidad de Certificación. Es aquella persona que, autorizada conforme a la 
presente ley, está facultada para emitir certificados en relación con las firmas 
digitales de las personas, ofrecer o facilitar los servicios de registro y 
estampado cronológico de la transmisión y recepción de mensajes de datos, así 
como cumplir otras funciones relativas a las comunicaciones basadas en las 
firmas digitales;



LEY 527 DE 1999 

e) Intercambio Electrónico de Datos (EDI). La transmisión 
electrónica de datos de una computadora a otra, que 
está estructurada bajo normas técnicas convenidas al 
efecto;



LEY 527 DE 1999 

f) Sistema de Información. Se entenderá todo sistema 
utilizado para generar, enviar, recibir, archivar o 
procesar de alguna otra forma mensajes de datos.



LEY 527 DE 1999 

ARTÍCULO 5o. RECONOCIMIENTO JURÍDICO DE LOS MENSAJES DE DATOS.

No se negarán efectos jurídicos, validez o fuerza obligatoria a 
todo tipo de información por la sola razón de que esté en 
forma de mensaje de datos.



LEY 527 DE 1999 

ARTÍCULO 7o. FIRMA.

Cuando cualquier norma exija la presencia de una firma o establezca ciertas 

consecuencias en ausencia de la misma, en relación con un mensaje de datos, se 

entenderá satisfecho dicho requerimiento si:

a) Se ha utilizado un método que permita identificar al iniciador de un mensaje de 

datos y para indicar que el contenido cuenta con su aprobación;



LEY 527 DE 1999 

(...) ARTÍCULO 7o. FIRMA.

b) Que el método sea tanto confiable como apropiado para el propósito por 

el cual el mensaje fue generado o comunicado.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará tanto si el requisito establecido en 

cualquier norma constituye una obligación, como si las normas 

simplemente prevén consecuencias en el caso de que no exista una firma.



LEY 527 DE 1999 

ARTÍCULO 8o. ORIGINAL. Cuando cualquier norma requiera que la 

información sea presentada y conservada en su forma original, ese 

requisito quedará satisfecho con un mensaje de datos, si:

a) Existe alguna garantía confiable de que se ha conservado la integridad 

de la información, a partir del momento en que se generó por primera vez 

en su forma definitiva, como mensaje de datos o en alguna otra forma;



LEY 527 DE 1999

(...) Art.8)

b) De requerirse que la información sea presentada, si dicha información puede ser 

mostrada a la persona que se deba presentar.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará tanto si el requisito establecido en 

cualquier norma constituye una obligación, como si las normas simplemente prevén 

consecuencias en el caso de que la información no sea presentada o conservada en 

su forma original.



LEY 527 DE 1999

ARTICULO 9o. INTEGRIDAD DE UN MENSAJE DE DATOS. Para efectos del 
artículo anterior, se considerará que la información consignada en un mensaje 
de datos es íntegra, si ésta ha permanecido completa e inalterada, salvo la 
adición de algún endoso o de algún cambio que sea inherente al proceso de 
comunicación, archivo o presentación. El grado de confiabilidad requerido, será 
determinado a la luz de los fines para los que se generó la información y de 
todas las circunstancias relevantes del caso.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 10. ADMISIBILIDAD Y FUERZA PROBATORIA DE LOS MENSAJES DE DATOS. Los 

mensajes de datos serán admisibles como medios de prueba y su fuerza probatoria es la 

otorgada en las disposiciones del Capítulo VIII del Título XIII, Sección Tercera, Libro Segundo 

del Código de Procedimiento Civil.(Tener en cuenta las modificaciones introducidas con el 

Código General del Proceso).

En toda actuación administrativa o judicial, no se negará eficacia, validez o fuerza obligatoria y 

probatoria a todo tipo de información en forma de un mensaje de datos, por el sólo hecho que 

se trate de un mensaje de datos o en razón de no haber sido presentado en su forma original.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 11. CRITERIO PARA VALORAR PROBATORIAMENTE UN MENSAJE 
DE DATOS. Para la valoración de la fuerza probatoria de los mensajes de datos 
a que se refiere esta ley, se tendrán en cuenta las reglas de la sana crítica y 
demás criterios reconocidos legalmente para la apreciación de las pruebas. Por 
consiguiente habrán de tenerse en cuenta: la confiabilidad en la forma en la 
que se haya generado, archivado o comunicado el mensaje, la confiabilidad en 
la forma en que se haya conservado la integridad de la información, la forma en 
la que se identifique a su iniciador y cualquier otro factor pertinente.



LEY 527 DE 1999

ARTICULO 16. ATRIBUCIÓN DE UN MENSAJE DE DATOS. Se entenderá que un mensaje 

de datos proviene del iniciador, cuando éste ha sido enviado por:

1. El propio iniciador.

2. Por alguna persona facultada para actuar en nombre del iniciador respecto de ese 

mensaje, o

3. Por un sistema de información programado por el iniciador o en su nombre para que 

opere automáticamente.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 17. PRESUNCIÓN DEL ORIGEN DE UN MENSAJE DE DATOS. Se 

presume que un mensaje de datos ha sido enviado por el iniciador, cuando:

1. Haya aplicado en forma adecuada el procedimiento acordado previamente con el 

iniciador, para establecer que el mensaje de datos provenía efectivamente de éste, o

2. El mensaje de datos que reciba el destinatario resulte de los actos de una persona 

cuya relación con el iniciador, o con algún mandatario suyo, le haya dado acceso a 

algún método utilizado por el iniciador para identificar un mensaje de datos como 

propio.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 18. CONCORDANCIA DEL MENSAJE DE DATOS ENVIADO CON EL MENSAJE DE 

DATOS RECIBIDO. Siempre que un mensaje de datos provenga del iniciador o que se entienda 

que proviene de él, o siempre que el destinatario tenga derecho a actuar con arreglo a este 

supuesto, en las relaciones entre el iniciador y el destinatario, este último tendrá derecho a 

considerar que el mensaje de datos recibido corresponde al que quería enviar el iniciador, y 

podrá proceder en consecuencia.

El destinatario no gozará de este derecho si sabía o hubiera sabido, de haber actuado con la 

debida diligencia o de haber aplicado algún método convenido, que la transmisión había dado 

lugar a un error en el mensaje de datos recibido.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 20. ACUSE DE RECIBO. Si al enviar o antes de enviar un 

mensaje de datos, el iniciador solicita o acuerda con el destinatario que se 

acuse recibo del mensaje de datos, pero no se ha acordado entre éstos una 

forma o método determinado para efectuarlo, se podrá acusar recibo 

mediante:

a) Toda comunicación del destinatario, automatizada o no, o



LEY 527 DE 1999

b) Todo acto del destinatario que baste para indicar al iniciador que se ha recibido el 

mensaje de datos.

Si el iniciador ha solicitado o acordado con el destinatario que se acuse recibo del 

mensaje de datos, y expresamente aquél ha indicado que los efectos del mensaje de 

datos estarán condicionados a la recepción de un acuse de recibo, se considerará que el 

mensaje de datos no ha sido enviado en tanto que no se haya recepcionado el acuse de 

recibo.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 21. PRESUNCIÓN DE RECEPCIÓN DE UN 

MENSAJE DE DATOS. Cuando el iniciador recepcione 

acuse recibo del destinatario, se presumirá que éste ha 

recibido el mensaje de datos.



LEY 527 DE 1999

(...) ARTÍCULO 21. Esa presunción no implicará que el mensaje de datos 

corresponda al mensaje recibido. Cuando en el acuse de recibo se indique que el 

mensaje de datos recepcionado cumple con los requisitos técnicos convenidos o 

enunciados en alguna norma técnica aplicable, se presumirá que ello es así. 

NOTA: En materia de notificación personal de providencias judiciales ver: AP1563-2016 Radicación n.° 46628 

dieciséis (16) de marzo de dos mil dieciséis (2016) Tema relevante:  Notificación personal a través de correo 

electrónico MP. Patricia Salazar Cuéllar y Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, Sentencia 

11001020300020200102500, Jun. 3/20.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 28. ATRIBUTOS JURÍDICOS DE UNA FIRMA DIGITAL. 

Cuando una firma digital haya sido fijada en un mensaje de datos se 

presume que el suscriptor de aquella tenía la intención de acreditar 

ese mensaje de datos y de ser vinculado con el contenido del 

mismo.



LEY 527 DE 1999

PARÁGRAFO. El uso de una firma digital tendrá la misma fuerza y efectos que el uso de una firma manuscrita, 

si aquélla incorpora los siguientes atributos:

1. Es única a la persona que la usa.

2. Es susceptible de ser verificada.

3. Está bajo el control exclusivo de la persona que la usa.

4. Está ligada a la información o mensaje, de tal manera que si éstos son cambiados, la firma digital es 

invalidada.

5. Está conforme a las reglamentaciones adoptadas por el Gobierno Nacional.



LEY 527 DE 1999

ARTÍCULO 29. CARACTERÍSTICAS Y REQUERIMIENTOS DE LAS ENTIDADES DE 
CERTIFICACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 160 del Decreto 19 de 2012. El nuevo texto 
es el siguiente:> Podrán ser entidades de certificación, las personas jurídicas, tanto 
públicas como privadas, de origen nacional o extranjero y las cámaras de comercio, 
que cumplan con los requerimientos y sean acreditados por el Organismo Nacional 
de Acreditación conforme a Ia reglamentación expedida por el Gobierno Nacional. El 
Organismo Nacional de Acreditación de Colombia suspenderá o retirará Ia 
acreditación en cualquier tiempo, cuando se establezca que Ia entidad de 
certificación respectiva no está cumpliendo con Ia reglamentación emitida por el 
Gobierno Nacional, con base en las siguientes condiciones:

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0019_2012_pr003.html#160


LEY 527 DE 1999

(...) ARTÍCULO 29

a. Contar con Ia capacidad económica y financiera suficiente para prestar los servicios autorizados como 

entidad de certificación;

b. Contar con Ia capacidad y elementos técnicos necesarios para Ia generación de firmas digitales, Ia emisión 

de certificados sobre Ia autenticidad de las mismas y Ia conservación de mensajes de datos en los términos 

establecidos en esta ley;

c. Los representantes legales y administradores no podrán ser personas que hayan sido condenadas a pena 

privativa de Ia libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o que hayan sido suspendidas en el ejercicio 

de su profesión por falta grave contra Ia ética o hayan sido excluidas de aquélla. Esta inhabilidad estará 

vigente por el mismo período que Ia ley penal o administrativa señale para el efecto.



Directiva Presidencial No. 02 del 28 de agosto de 2000

Con la ejecución de la estrategia “Gobierno en Línea”, establecido en la 
Directiva Presidencial No. 02 del 28 de agosto de 2000, se incorporó la 
información pública en páginas institucionales, brindando una oferta de 
servicios y tramitación en línea confiable y eficaz para los ciudadanos, 
experiencia que debería ser reflejada cuando la administración de justicia 
adoptara el uso de los medios electrónicos en los procesos judiciales.(1)

(1) MARTINEZ TOVAR, Faisury. ORTIZ MONTOYA, Lina Vanessa. TORRES P., Katherin. Los medios electrónicos en la 
administración de justicia en Colombia. Universidad de Nariño: Revista Científica CODEX. Vol. 1. Núm. 1. Págs 177 – 194. 
Disponible en: revistas.udenar.edu.co/index.php.codex.



ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006
(Marzo 2) (Artículos relevantes)

Por el cual se reglamentan la utilización de medios 
electrónicos e informáticos en el cumplimiento de las 

funciones de administración de justicia.



ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006
(Marzo 2)

ARTÍCULO SEGUNDO.- ÁMBITO DE APLICACIÓN. El presente Acuerdo se 
aplicará en lo pertinente, a los procedimientos civil, contencioso 
administrativo, laboral, penal y disciplinario, respecto de los actos de 
comunicación procesal, susceptibles de realizarse a través de mensajes de 
datos y método de firma electrónica, así como en lo relacionado con los 
documentos contenidos en medios electrónicos y su presentación, en los 
términos de los respectivos códigos de procedimiento.



ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006
(Marzo 2)

ARTÍCULO CUARTO – DESARROLLO DE LOS ACTOS DE COMUNICACIÓN. Para el 
desarrollo de los actos de comunicación procesal a través de mensajes de datos y 
métodos de firma electrónica, se observarán las siguientes reglas:

a) El Consejo Superior de la Judicatura deberá asignar a las autoridades judiciales 
sujetas al presente Acuerdo, una dirección de correo electrónico.

b) El Consejo Superior de la Judicatura deberá procurar a las autoridades judiciales 
sujetas a este Acuerdo, el método de firma electrónica que para el efecto defina.



(...) ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006. (Marzo 2). ARTÍCULO CUARTO
c) El uso y control de la dirección de correo electrónico, así como del método de 
firma electrónica, será responsabilidad exclusiva de la autoridad judicial conforme a 
lo dispuesto en este Acuerdo, o en cualquier otro Acuerdo o reglamento técnico que 
defina el Consejo Superior de la Judicatura.

d) La dirección de correo electrónico y el método de firma electrónica definido por el 
Consejo Superior de la Judicatura, serán utilizados exclusivamente para realizar 
actos de comunicación procesal y cumplir con las responsabilidades propias de cada 
autoridad judicial.



ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006 (Marzo 2). ARTÍCULO 4.
e) La autoridad judicial dará a conocer, el correo electrónico asignado y la 
posibilidad de su utilización en los actos de comunicación procesal, mediante 
aviso que será fijado de manera permanente en el despacho, en la página web 
de la Rama Judicial y en los escritos que la autoridad judicial suscriba.

f) Los despachos judiciales que cuenten con los medios técnicos, podrán 
publicar en el sitio web, las notificaciones que deban ser fijadas en el despacho. 
Sin embargo, esta publicación no lo exonera de efectuar la notificación por el 
medio que legalmente corresponde, pues solo tiene carácter informativo.



ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006 (Marzo 2). ARTÍCULO 4.

g) El Consejo Superior de la Judicatura definirá el procedimiento para la 
edición y publicación de notificaciones en el Sitio Web y definirá las 
reglas para el uso de servidor seguro en la publicación.

h) El uso de mensajes de datos y métodos de firma electrónica 
conforme a este acuerdo, será opcional para los usuarios de la 
administración justicia, frente al uso de los medios tradicionales.



ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006 (Marzo 2). ARTÍCULO 4.

i) Los mensajes de correo electrónicos, las publicaciones en la página web de la Rama 
Judicial y el acuse de recibo consecutivo, utilizados por las autoridades judiciales para 
cumplir el presente acuerdo, deberán incluir en un lugar visible el siguiente texto:

“LA INTERCEPTACIÓN ABUSIVA EN EL ENVÍO, EL RECIBO, LA COMUNICACIÓN O EL ALMACENAMIENTO DE LA INFORMACIÓN RELATIVA 
A ACTOS DE COMUNICACIÓN PROCESAL, CONSTITUYE UN DELITO QUE SERÁ PERSEGUIDO Y SANCIONADO ACORDE CON LOS 
ARTÍCULOS 192 – 197 DEL TÍTULO XVI SOBRE LOS DELITOS CONTRA LA EFICAZ Y RECTA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA DEL CÓDIGO 
PENAL COLOMBIANO.”

Juzgado _______ de la ciudad de ___________.

El mensaje de datos adjunto ha sido recibido por el Juzgado _______ de _____, a las 00:00 a.m. del __ de __ de ____ y ha sido radicado con el 
número ____.

Para efectos de términos, el horario del despacho es el fijado para el mismo por el Consejo Superior de la Judicatura.”



ARTÍCULO QUINTO – EQUIVALENCIA FUNCIONAL. Los actos de 
comunicación procesal que se realicen por correo electrónico, así como los 
documentos que pueden ser presentados como mensajes de datos en los 
términos de la ley procesal, tendrán el mismo valor probatorio que la 
información que conste por escrito, siempre y cuando el firmante utilice 
una firma electrónica avalada por una entidad de certificación autorizada 
conforme a la ley y la información que contienen sea accesible para su 
posterior consulta.



ARTÍCULO SEXTO – CONSERVACIÓN DE LOS MENSAJES DE DATOS. Los 
actos de comunicación procesal que se realicen por correo electrónico y 
los documentos presentados como mensajes de datos, que cumplan 
con las características que señala el artículo anterior, que en los 
términos de la ley deban ser conservados, se guardarán en condiciones 
que permitan que la información sea accesible para su posterior 
consulta y que garanticen que permanezca completa e inalterada.



(...) ARTÍCULO SEXTO – CONSERVACIÓN DE LOS MENSAJES DE DATOS.

Para la conservación de los mensajes de datos que se utilicen para realizar actos de 
comunicación procesal, se almacenará toda información que permita determinar el 
origen, el destino del mensaje, la fecha y la hora en que fue enviado o recibido el 
mensaje o producido el documento.

El Consejo Superior de la Judicatura a través de un reglamento técnico, definirá las 
normas para que los todos mensajes de datos asociados con una actuación judicial 
sean conservados conforme a las condiciones de este acuerdo y a las definidas en la 
Ley.



ARTÍCULO NOVENO – ENVÍO Y RECEPCIÓN DE LOS MENSAJES 
DE DATOS. Los actos de comunicación procesal y los mensajes 
de datos enviados bajo los términos de la presente 
reglamentación, salvo prueba en contrario, se tendrán por 
emitidos en el lugar donde el emisor tenga su domicilio y por 
recibido en el lugar donde el destinatario tenga el suyo.



ARTÍCULO DÉCIMO – RECEPCIÓN DE LOS ACTOS DE COMUNICACIÓN 
PROCESAL Y DE LOS MENSAJES DE DATOS. Los actos de comunicación 
procesal y los mensajes de datos se entenderán recibidos por el destinatario, 
bien sea el usuario o la autoridad judicial, en el momento en que se genere en el 
sistema de información de la autoridad judicial el acuse de recibo junto con la 
radicación consecutiva propia de cada despacho. Para estos efectos, la Sala 
Administrativa implementará el correspondiente programa que genere de 
manera confiable el acuse de recibo.



(...) ARTÍCULO DÉCIMO 

Exceptúanse de esta norma, las notificaciones personales 
realizadas en las actuaciones y procesos disciplinarios, que 
conforme al artículo 102 de la Ley 734 de 2002 se efectúen a 
través del correo electrónico del investigado o su defensor, caso 
en el cual la notificación se entenderá surtida en la fecha del 
reporte de envío del correo electrónico, el cual deberá ser 
anexado al expediente.



ARTÍCULO UNDÉCIMO- RECEPCIÓN DE MENSAJES POR PARTE 
DE LAS AUTORIDADES JUDICIALES. Las autoridades judiciales 
deberán observar las siguientes reglas en la recepción de los 
mensajes de datos:

a) Si el originador del mensaje de datos remitido a la autoridad 
judicial, considera que la transmisión generó un error en el mensaje, 
deberá avisar inmediatamente a la autoridad judicial, sobre la 
ocurrencia de tal hecho.



(...) ARTÍCULO UNDÉCIMO

b) La autoridad judicial deberá llevar un estricto control y relación de los mensajes 
recibidos en su sistema de información. La no realización del control y relación, será 
causal de mala conducta por desconocimiento de los Acuerdos de esta Sala, en 
atención a que su observancia constituye un deber y su incumplimiento se 
encuentra erigido como falta disciplinaria en el Código Único Disciplinario.

c) Con miras a procurar que la casilla del correo electrónico no se llene, la autoridad 
judicial o el administrador del sistema del correo electrónico, deberán procurar 
mantenerlo al mínimo de la capacidad y contar con las medidas adecuadas de 
protección de la información.



ARTÍCULO DUODÉCIMO – PRUEBA DE LA RECEPCIÓN DE LOS ACTOS DE 
COMUNICACIÓN PROCESAL EMITIDOS POR LA AUTORIDAD JUDICIAL. Para 
efectos de demostrar la recepción de los actos de comunicación procesal remitidos 
por la autoridad judicial, se señala:

a) Será prueba de la recepción de mensaje de datos por la autoridad judicial de 
conocimiento, el acuse del recibo junto con la radicación consecutiva generada por 
el sistema de información de la autoridad judicial.



(...) ARTÍCULO DUODÉCIMO

b) Frente a una diferencia entre el contenido del acuse de recibo aportado por 
el destinario (sic) del mensaje, y los datos generados por el control interno del 
sistema de información de la autoridad judicial, prevalecerá éste último.

c) Para efectos del cumplimiento de los términos procesales, si el sistema de 
información de la autoridad judicial rechaza el mensaje, el originador deberá 
cumplir el acto de comunicación procesal con el documento físico y conforme a 
lo establecido en la ley procesal e informar a la autoridad judicial, de la 
situación dentro del siguiente día hábil en que haya ocurrido el rechazo citado.



(...) ARTÍCULO DUODÉCIMO

d) La autoridad judicial que reciba actos de comunicación 
procesal, mediante mensajes de datos conforme a las 
condiciones establecidas en el presente acuerdo, hará una 
impresión del mensaje de correo electrónico enviado y lo 
incorporará al expediente.



(...) ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO – REMISIÓN DE ACTOS DE 
COMUNICACIÓN PROCESAL POR PARTE DE LA AUTORIDAD JUDICIAL.

Las autoridades judiciales sujetas al presente Acuerdo podrán 
remitir actos de comunicación procesal, a través del correo 
electrónico, siempre y cuando se encuentran avaladas por una 
entidad certificadora autorizada en los términos de la ley, para lo 
cual en el ámbito de su competencia, el Consejo Superior de la 
Judicatura llevará a cabo las contrataciones que se requieran para 
tal fin.



(...) ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO – REMISIÓN DE ACTOS DE 
COMUNICACIÓN PROCESAL POR PARTE DE LA AUTORIDAD JUDICIAL.

La autoridad judicial remitirá los actos de comunicación 
procesal, a la dirección de correo electrónico 
suministrada por la parte o a la que aparezca inscrita en 
la Cámara de Comercio donde esté registrado el 
destinatario del acto de comunicación procesal, o en la 
dirección aportada bajo juramento.



ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO – RECEPCIÓN DE LOS 
MENSAJES DE DATOS.

Los mensajes de datos se entienden recibidos de la 
siguiente manera:

a) Cuando el destinatario ha confirmado mediante acuse 
de recibo la recepción, o éste se ha generado 
automáticamente.



(...) ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO – RECEPCIÓN DE LOS 
MENSAJES DE DATOS.

b) Cuando el destinatario o su representante, realiza cualquier 
actuación que permita concluir que ha recibido el mensaje de 
datos.

c) Cuando los actos de comunicación procesal emanados de la 
autoridad judicial, no han sido devueltos al sistema de 
información de la autoridad judicial, dentro de los tres (3) días 
calendario siguiente a su remisión.



ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO - COPIAS DE DECISIONES O 
DE ACTOS DE COMUNICACIÓN PROCESAL.

Cuando se soliciten copias o habiendo expirado el 
término de validez de la firma electrónica o del 
certificado, la autoridad judicial encargada de su 
custodia, deberá avalar la originalidad y la vigencia del 
documento requerido.



ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO - APLICACIÓN DEL ACUERDO

El Consejo Superior de la Judicatura, una vez haya implementado la firma 
electrónica para los despachos judiciales en los términos de la ley y del 
reglamento, a través del CENDOJ, definirá los procedimientos técnicos 
referidos a la interoperabilidad de los sistemas de información de las 
autoridades judiciales, a las normas técnicas que deben observar los 
usuarios, a la implementación de los métodos de firma electrónica en los 
despachos judiciales, a la seguridad de los mensajes de datos que se 
utilicen en la gestión las autoridades judiciales y a la privacidad de los 
datos e información de los usuarios.



III. CAMPO DE APLICACIÓN

ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO – EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL y CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. El presente Acuerdo se aplicará en el procedimiento civil, en el 
procedimiento laboral, así como en el contencioso administrativo, a las 
comunicaciones que envíen los Despachos Judiciales; a las citaciones que para 
efectos de notificación personal, deban hacerse a los comerciantes inscritos en el 
registro mercantil y a las personas jurídicas de derecho privado domiciliadas en 
Colombia; a las notificaciones del auto admisorio de la demanda, que por aviso deba 
efectuarse a las personas jurídicas de derecho privado con domicilio en Colombia y 
a la presentación y recepción de memoriales.



ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO. EN EL PROCEDIMIENTO PENAL.

El presente Acuerdo se aplicará en el nuevo proceso penal, tratándose de las 
notificaciones que deban surtirse mediante correo electrónico; de las citaciones 
que deban surtirse en los términos de los artículos 171 y 172 de la Ley 906 de 
2004.

ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO – EN EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. El 
presente Acuerdo se aplicará en el procedimiento disciplinario, en materia de 
las notificaciones que pueden surtirse a través de medios electrónicos, tal como 
se encuentran reguladas en su artículo 10 y en el artículo 102 de la Ley 734 de 
2002.



ACUERDO PSAA11-9109 de 2011

en esta disposición se regula lo concerniente a la administración 
de las publicaciones de la información de los procesos en el 
portal web de la Rama Judicial, siendo esta herramienta 
tecnológica uno de los mecanismos de comunicación más 
expeditos, máxime que allí se crea el “Sistema Judicial Siglo XXI”, 
que permite a los usuarios de la Rama Judicial la consulta virtual 
de los procesos laborales, penales, administrativos, civiles y de 
familia.



DECRETO 2364 DE 2012

(noviembre 22)

D.O. 48.622, noviembre 22 de 2012

 

 Por medio del cual se reglamenta el artículo 7° de la Ley 
527 de 1999, sobre la firma electrónica y se dictan otras 

disposiciones.



ACUERDO PCSJA20-11526 (22 de marzo de 2020)

“Por medio del cual se prorroga la medida de suspensión de términos 
adoptada mediante el Acuerdo PCSJA20-11521 del 19 de marzo de 2020 

y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública”

ARTÍCULO 2. Excepciones a la suspensión de términos. A partir de la fecha las excepciones a la 
suspensión de términos adoptada serán las siguientes:

1. Acciones de tutela y habeas corpus. Se dará prelación en el reparto a las acciones de tutela 
que versen sobre derechos fundamentales a la vida, la salud y la libertad. Su recepción se hará 
mediante correo electrónico dispuesto para el efecto y para su trámite y comunicaciones se 
hará uso de las cuentas de correo electrónico y herramientas tecnológicas de apoyo.



(...) ACUERDO PCSJA20-11526 (22 de marzo de 2020)

ARTÍCULO 4. Medios tecnológicos. Los consejos seccionales de la 
judicatura y las direcciones seccionales de administración judicial 
continuarán prestando el apoyo técnico, funcional y material necesario 
para que los servidores judiciales y administrativos puedan adelantar sus 
labores con apoyo de herramientas y medios tecnológicos, de preferencia 
institucionales.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura publicará lineamientos 
básicos para el uso de herramientas tecnológicas para esta situación 
excepcional.



ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

“Por medio del cual se prorrogan las medidas de suspensión de términos, se 
amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad 
pública y fuerza mayor”

ARTÍCULO 12. Prestación del servicio. Mientras duren las medidas adoptadas por el Consejo 
Superior de la Judicatura con ocasión de la emergencia causada por el COVID-19, los 
servidores de la Rama Judicial trabajarán de manera preferente en su casa mediante el uso de 
las tecnologías de la información y las comunicaciones, salvo que, de manera excepcional, para 
cumplir con las funciones o prestación del servicio fuera necesario el desplazamiento o la 
atención presencial en las sedes judiciales o administrativas, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 3 del Decreto 491 de 2020 y el numeral 13 del artículo 3 del Decreto 531 de 
2020.



(...) ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

ARTÍCULO 13. Uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 
Mientras duren las medidas adoptadas por el Consejo Superior de la Judicatura 
con ocasión de la emergencia causada por el COVID-19, en los casos que no se 
encuentren suspendidos los términos judiciales se atenderán las siguientes 
disposiciones:

En la recepción, gestión, trámite, decisión y de las actuaciones judiciales y 
administrativas, si corresponde, se privilegiará el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, de preferencia institucionales, en 
concordancia con lo previsto en el artículo 3º del Decreto 491 de 2020.



(...) ARTÍCULO 13 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Los jueces utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las 
actuaciones, comunicaciones, notificaciones, audiencias y diligencias, y 
permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes actuar en los 
procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y 
cumplir formalidades físicas innecesarias.

Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos por 
correo electrónico evitando presentaciones o autenticaciones personales o 
adicionales de algún tipo. En la medida de lo posible se usará el formato PDF 
para los documentos escritos enviados o recibidos por medios electrónicos.



(...) ARTÍCULO 13 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos 
judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de 
correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. Los 
abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de Abogados 
del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o 
actualizar su cuenta de correo electrónico, de conformidad con las 
directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.



(...) ARTÍCULO 13 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Para las firmas de los actos, providencias y decisiones, se 
atenderá lo dispuesto en el artículo 11 del Decreto 491 
de 2020.

Las sesiones no presenciales de los órganos colegiados 
de la Rama Judicial se podrán realizar conforme lo 
dispone el artículo 12 del Decreto 491 de 2020.



(...) ARTÍCULO 13 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Parágrafo 1. En el portal Web de la Rama Judicial y demás medios 
expeditos, se publicarán los canales de recepción y comunicación 
electrónica institucional para los servicios habilitados de la Rama Judicial.

El Consejo Superior de la Judicatura, a través del Centro de Documentación 
Judicial -CENDOJ-, asegurará por lo menos una cuenta de correo 
electrónico institucional a cada uno de los despachos judiciales, secretarías 
comunes, oficinas de apoyo, centros de servicios y demás dependencias 
que así lo requieran.



(...) ARTÍCULO 13 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Los despachos judiciales del país publicarán estados electrónicos en el portal 
Web de la Rama Judicial. Para esto, el Consejo Superior de la Judicatura, a 
través del Centro de Documentación Judicial -CENDOJ-, dispondrá los espacios, 
establecerá los lineamientos, protocolos y comunicará lo necesario a los 
despachos judiciales y ciudadanía en general.

Los servidores judiciales que cuenten con las herramientas a disposición 
mantendrán actualizados los sistemas institucionales de información de la 
gestión judicial, con la información completa de las actuaciones y los 
documentos anexos, con el fin de brindar información actual y fidedigna en la 
consulta de procesos expuesta al público.



(...) ARTÍCULO 13 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Parágrafo 2. Los consejos seccionales de la judicatura y las direcciones 
seccionales de administración judicial continuarán prestando el apoyo 
técnico, funcional y material necesario para que los servidores judiciales y 
administrativos puedan adelantar sus labores con apoyo de herramientas y 
medios tecnológicos, de preferencia institucionales.

Los ingenieros seccionales prestarán el apoyo técnico que les corresponda, 
bajo la orientación de los directores seccionales de administración judicial, 
sin perjuicio de las políticas y lineamientos que existan en el nivel central.



(...) ARTÍCULO 13 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Parágrafo 3. El Consejo Superior de la Judicatura, a través de la 
Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, el Centro de Documentación 
Judicial -CENDOJ- y la Unidad de Informática, implementarán 
acciones de capacitación a nivel nacional en el uso y apropiación de 
herramientas tecnológicas por parte de los servidores de la Rama 
Judicial para la gestión judicial y administrativa y se propenderá por 
generar espacios de participación de abogados litigantes y otros 
actores del sistema de justicia.



ARTÍCULO 14 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

Desplazamiento y asistencia a sedes judiciales o administrativas de la 
Rama Judicial. Mientras duren las medidas adoptadas por el Consejo 
Superior de la Judicatura con ocasión de la emergencia causada por el 
COVID-19, se mantiene como regla general la restricción de acceso a 
las sedes judiciales. Cuando para cumplir con las funciones o la 
prestación del servicio sea necesaria la atención presencial por parte de 
los servidores en las sedes judiciales o administrativas, se atenderán 
las siguientes disposiciones:



(...) ARTÍCULO 14 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

1. La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial establecerá un protocolo 
general estándar que contemple aspectos para la afluencia máxima de servidores 
y/o turnos u horarios flexibles de asistencia, medidas especiales de prevención y 
protección de la salud, suministro y uso de los implementos y elementos de 
bioseguridad, y demás medidas necesarias para la protección de los servidores, 
usuarios y espacios físicos de la Rama Judicial.

Los consejos seccionales de la judicatura y las direcciones seccionales de 
administración judicial adaptarán el protocolo, en lo que se requiera, a las 
particularidades regionales; lo adoptarán, comunicarán y garantizarán su 
cumplimiento, así como las demás medidas adoptadas en la Circular PCSJC 20-6.



(...) ARTÍCULO 14 ACUERDO PCSJA20-11546 25/04/2020

2. Se implementará un plan de digitalización de expedientes. Mientras se logra 
la digitalización, se deberá evitar el retiro de expedientes de los despachos 
judiciales y dependencias administrativas de la Rama Judicial. No obstante, si 
para el cumplimiento de funciones se considera indispensable retirar 
temporalmente los expedientes físicos, se seguirá el procedimiento 
contemplado en la Circular 015 del 16 de abril de 2020 y cualquiera otro que 
establezca el Consejo Superior de la Judicatura.

Parágrafo 1. Cuando resulte necesario acudir a las sedes judiciales, las 
direcciones seccionales de administración judicial deberán dotar a los 
servidores de las condiciones y elementos de bioseguridad necesarios.



DECRETO LEGISLATIVO 806 DEL 4 DE JUNIO DE 2020

Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar 

la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica.

Este Decreto ya lo estudiamos recientemente, y lo compartí en una presentación de Power 
Point, por medio del CORREO #48 remitido el pasado sábado 6 de junio



ACUERDO PCSJA20-11567
05/06/2020

“Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento 
de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 

motivos de salubridad pública y fuerza mayor”.

Ahora sí, de conformidad con lo anunciado, estudiaremos el 
articulado más relevante de este Acuerdo, haciendo énfasis en 
los que guardan relación con el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que la legislación vigente, incluidos los diferentes 
códigos procesales, le dan validez a los actos y 
actuaciones realizados a través de medios 
tecnológicos o electrónicos y, los servidores judiciales 
tienen la facultad establecida en el inciso 2 del artículo 
95 de la Ley 270 de 1996.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que, el Consejo Superior de la Judicatura, por diversos 
medios, ha ordenado acciones para controlar, prevenir y 
mitigar la emergencia en aras de la protección de la salud y la 
vida de los servidores y usuarios de la justicia, asegurando de 
paso la prestación del servicio mediante la adopción de 
protocolos de bioseguridad y el uso de tecnologías y 
herramientas telemáticas.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que mediante la Circular PCSJC20-11 del 31 de marzo de 2020, el 
Consejo Superior de la Judicatura profirió instrucciones sobre las 
herramientas tecnológicas de apoyo a disposición de los servidores 
de la Rama Judicial en el marco de la contingencia, en particular lo 
relacionado con las de envío de mensajes de datos, las audiencias o 
sesiones virtuales con y sin efectos procesales, el almacenamiento 
de información y el sistema de gestión de correspondencia 
administrativa.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que para el desarrollo virtual de las audiencias con efectos 
procesales se cuenta con un servicio institucional de 
agendamiento de audiencias y además con otras 
herramientas asociadas al correo electrónico institucional, las 
cuales cuentan con soporte para la Rama Judicial, y que los 
servidores judiciales tienen la facultad establecida en el inciso 
2 del artículo 95 de la Ley 270 de 1996.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que inicialmente el Consejo Superior de la Judicatura expidió la Circular 
10 del 25 de marzo de 2020 sobre autorizaciones de pago de depósitos 
judiciales por concepto de alimentos y que actualmente rige la Circular 
17 del 29 de abril de 2020 mediante la cual se autorizó de manera 
transitoria el pago de los depósitos judiciales por cualquier concepto a 
través del Portal Web Transaccional del Banco Agrario de Colombia, 
sin acudir a formatos físicos o desplazamientos de los usuarios a la 
sede judicial y se adoptaron otras medidas especiales.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que el Consejo Superior de la Judicatura habilitó en el 
Sistema del Registro Nacional de Abogados - SIRNA-, 
el procedimiento para que los profesionales del 
derecho registren o actualicen la cuenta de correo 
electrónico, con el fin de facilitar el uso de las 
tecnologías en las gestiones ante los despachos 
judiciales.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que frente a la necesidad del desplazamiento, asistencia 
a sedes y manejo documental, mediante la Circular 15 
del 16 de abril de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura estableció el protocolo para el manejo de 
documentos y expedientes físicos en las sedes y la 
posibilidad de su retiro.



CONSIDERACIONES RELEVANTES

Que el Director Ejecutivo de Administración Judicial expidió la Circular 
DEAJC20-35 que establece el protocolo de acceso a sedes y otras medidas 
complementarias para prevención del contagio con la COVID-19.

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura dispuso y seguirá disponiendo los 
recursos requeridos para atender las necesidades derivadas de la 
emergencia y que para tal efecto la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial realizará los traslados presupuestales necesarios.



Capítulo 1. Suspensión, excepciones y levantamiento de los 
términos judiciales

Artículo 1. Levantamiento de la suspensión de términos judiciales. La 
suspensión de términos judiciales y administrativos en todo el país se levantará 
a partir del 1 de julio de 2020 de conformidad con las reglas establecidas en el 
presente Acuerdo.

Parágrafo. Desde el 17 de junio, conforme a las indicaciones de jefes de 
despachos o dependencias, los servidores podrán acudir a las sedes con el fin 
de realizar tareas de planeación y organización del trabajo, sin atención al 
público, bajo las condiciones establecidas en el presente Acuerdo.



Artículo 2. Suspensión de términos judiciales.

Se prorroga la suspensión de términos judiciales en el 
territorio nacional, desde el 9 de junio hasta el 30 de 
junio de 2020 inclusive. Se exceptúan de esta 
suspensión de términos los asuntos señalados en los 
artículos siguientes:



Artículo 3. Acciones de tutela y habeas corpus.

Se exceptúan de la suspensión de términos prevista en el artículo 2 del 
presente Acuerdo las acciones de tutela y los habeas corpus. La recepción 
de tutelas y habeas corpus se hará mediante correo electrónico o el canal 
que se disponga para el efecto, y para su trámite y comunicaciones se hará 
uso de las cuentas de correo electrónico y herramientas tecnológicas de 
apoyo.

Parágrafo. Los despachos judiciales no remitirán los expedientes de 
acciones de tutela a la Corte Constitucional hasta tanto se levante la 
suspensión de términos.



Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

Se exceptúan de la suspensión de términos 
prevista en el artículo 2 del presente Acuerdo las 
siguientes actuaciones en materia penal:



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

7.1. Con relación a la función de control de garantías se atenderán los 
siguientes asuntos:

a. Audiencias concentradas de legalización de captura, formulación de 
imputación y solicitudes de medidas de aseguramiento de detención.

b. Prórroga, sustitución y revocatoria de medida de aseguramiento cuya 
solicitud sea con persona privada de la libertad, las cuales se adelantarán de 
manera virtual.



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

d. Control de legalidad posterior, que se adelantarán de manera 
virtual.

e. Las solicitudes de orden de captura, las cuales se adelantarán 
de manera virtual.

f. Audiencia de autorización previa de búsqueda selectiva en 
bases de datos, que se realizará virtualmente.



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

g. Declaratoria de persona ausente, cuya audiencia se adelantará en 
forma virtual.

h. Declaratoria de contumacia, audiencia que se efectuará de 
manera virtual.

i. Peticiones de suspensión del poder dispositivo del artículo 85 del 
Código de Procedimiento Penal, audiencia que se realizará 
virtualmente.



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

j. Entrega provisional o definitiva de vehículos automotores 
del artículo 100 de la Ley 906 de 2004, audiencia que se 
realizará virtualmente.

k. Medidas de protección provisional de víctimas de delitos 
de violencia intrafamiliar, audiencia que se efectuará de 
manera virtual.



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

l. Control judicial y de legalidad en la aplicación del principio de 
oportunidad, audiencia que se hará virtualmente.

m. Audiencias de formulación de imputación cuando no se solicita la 
imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva, que se 
realizarán virtualmente.

n. Audiencias concentradas de formulación de imputación y de petición de 
medida de aseguramiento no privativa de la libertad, que se adelantarán de 
manera virtual.



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

7.2. En lo referente a la función de conocimiento en materia penal se atenderán:

a. Los procesos con persona privada de la libertad, siempre que las audiencias se 
puedan realizar virtualmente.

b. Los procesos de Ley 906 de 2004 que se encuentren para proferir sentencia o en 
los que ya se dictó el fallo.

c. Los procesos de Ley 600 de 2000 en que haya finalizado el periodo probatorio del 
juicio.



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

d. Los procesos en los que esté próxima a prescribir la acción 
penal.

e. Solicitud de preclusión por muerte del indiciado o procesado, 
audiencia que se realizará virtualmente.

f. Procesos en los que interrumpida la prescripción, la acción 
penal comenzó a correr de nuevo por tres (3) años, de 
conformidad con el artículo 292 de la Ley 906 de 2004.



(...) Artículo 7. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia penal.

g. La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia además 
continuará atendiendo los trámites que impliquen la libertad inmediata de los 
procesados en asuntos de casación, extradición, impugnación especial, 
revisión, definición de competencia,

segunda instancia y casos próximos a prescribir, privilegiando el uso de medios 
electrónicos.

h. La Sala Especial de Instrucción de la Corte Suprema de Justicia continuará 
atendiendo las actuaciones, diligencias y sesiones en las investigaciones en 
curso, privilegiando el uso de los medios electrónicos.



7.3. En lo relativo a la función de ejecución de la 
sanción o de la pena se atenderán:

a. Las libertades por pena cumplida, con o sin 
redención de pena, libertad condicional, prisión 
domiciliaria y formalización de la reclusión, mediante 
trabajo en casa de manera virtual.



7.3. En lo relativo a la función de ejecución de la sanción o de la 
pena se atenderán:

b. Las actuaciones de los juzgados de responsabilidad penal para 
adolescentes en el seguimiento de la sanción privativa de la 
libertad, a partir del informe psicosocial actualizado que será 
remitido de manera electrónica para que el despacho resuelva, por

escrito, lo pertinente de conformidad con los artículos 178 y 187 de 
la Ley 1098 de 2006, auto interlocutorio que también será 
notificado por medio electrónico.



Artículo 8. Excepciones a la suspensión de términos en materia civil.

Se exceptúan de la suspensión de términos prevista en el artículo 2 del 
presente Acuerdo las siguientes actuaciones en materia civil, las cuales se 
adelantarán de manera virtual:

8.1. En primera y única instancia, la emisión de sentencias anticipadas, y las 
que deban proferirse por escrito, si ya está anunciado el sentido del fallo.

8.2. El trámite y decisión de los recursos de apelación y queja interpuestos 
contra sentencias y autos, así como los recursos de súplica.



Artículo 8. Excepciones a la suspensión de términos en materia civil.

8.3. El trámite y resolución de los recursos de apelación 
interpuestos contra autos y sentencias proferidas por 
autoridades administrativas que ejercen funciones 
jurisdiccionales.

8.4. El levantamiento de medidas cautelares sujetas a registro.
8.5. La liquidación de créditos



Artículo 8. Excepciones a la suspensión de términos en materia civil.

8.6. La terminación de procesos de ejecución por pago total 
de la obligación.

8.7. El pago de títulos en procesos terminados.

8.8. En los procesos ejecutivos en trámite, el auto al que se 
refiere el inciso 2 del artículo 440 del Código General del 
Proceso.



Artículo 8. Excepciones a la suspensión de términos en materia civil.

8.9. El proceso de restitución de tierras consagrado en la Ley 
1448 de 2011 y en los decretos 4633, 4634 y 4635 de 2011, con 
excepción de las inspecciones judiciales y diligencias de entrega 
material de bienes. Todas aquellas actuaciones o diligencias 
judiciales del proceso de restitución de tierras que no se puedan 
hacerse de forma virtual o que requieran el desplazamiento del 
personal para su realización seguirán suspendidas.



Artículo 9. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia de familia.

Se exceptúan de la suspensión de términos prevista en el 
artículo 2 del presente Acuerdo las siguientes actuaciones en 
materia de familia:

9.1. Procesos de adopción, los cuales se adelantarán de 
manera virtual.



Artículo 9. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia de familia

9.2. Los siguientes procesos que estén en trámite:

a. Las medidas de protección en los casos de violencia intrafamiliar, cuando en 
el lugar no haya comisario de familia.

b. Restablecimiento de derechos por pérdida de competencia de la autoridad 
administrativa y homologaciones, siempre que se pueda adelantar de manera 
virtual.

c. Restitución internacional de derechos de niños, niñas y adolescentes, que se 
adelantará virtualmente.



Artículo 9. Excepciones a la suspensión de términos en 
materia de familia

d. Las relacionadas con depósitos judiciales por 
concepto de alimentos, tendientes a ordenar y 
autorizar su pago de conformidad con las reglas 
definidas por el Consejo Superior de la Judicatura.



Artículo 9. Excepciones a la suspensión de términos en materia 
de familia

9.3. Sentencias anticipadas en los términos del artículo 278 del Código General 
del Proceso.

9.4. Sentencias de plano en los términos del numeral 4 del artículo 386 del 
Código General del Proceso.

9.5. El trámite y decisión de los recursos de apelación y queja interpuestos 
contra sentencias y autos, así como los recursos de súplica.

9.6. Sentencias en los procesos contenciosos en los que el demandado esté 
representado por curador y no haya pruebas pendientes por practicar.



Artículo 10. Excepciones a la suspensión de términos en materia 
laboral. 

En materia laboral se exceptúan de la suspensión de términos prevista en el 
artículo 2 del presente Acuerdo las siguientes actuaciones en única, primera y 
segunda instancia, según corresponda, que se adelantarán de manera virtual, 
siempre que se encuentren en trámite y respecto de las cuales se haya fijado 
fecha para celebrar la audiencia de los artículos. 72, 77 u 80 del Código 
Procesal del Trabajo:

10.1. Pensión de sobrevivientes cuando haya interés de adultos mayores y/o de 
menores de edad.



Artículo 10. Excepciones a la suspensión de términos en materia 
laboral. 

10.2. Todos los procesos que tengan solicitud de persona en condición de discapacidad.

10.3. Los procesos escriturales de fuero sindical pendientes de resolver la segunda 
instancia.

10.4. Reconocimiento de pensión de vejez.

10.5. Procesos escriturales

10.6. Reconocimiento de pensión de invalidez.

10.7. Nulidad o ineficacia del tralado (sic) al régimen de ahorro individual con solidaridad.



Artículo 10. Excepciones a la suspensión de términos en materia 
laboral. 

10.8. Incrementos y retroactivos pensionales.

10.9. Procesos especiales de suspensión, disolución y cancelación del 
registro sindical.

10.10. Incrementos, reajustes y retroactivos pensionales, auxilios 
funerarios, reconocimiento de intereses moratorios de que trata el 
artículo 141 de la ley 100 de 1993, y reconocimiento y reliquidación de 
indemnización sustitutiva, ante jueces de pequeñas causas laborales.



Artículo 11. Excepciones a la suspensión de términos en materia 
disciplinaria.

Se exceptúan de la suspensión de términos prevista en el artículo 2 
del presente Acuerdo las siguientes actuaciones en materia 
disciplinaria:

11.1 Los procesos regidos por las leyes 734 de 2002 y 1123 de 
2007 que se encuentren para fallo.

11.2 Los conflictos de competencia de diferentes jurisdicciones de 
cualquier materia.



Capítulo 2. Condiciones de trabajo en la Rama Judicial

Artículo 14. Prestación del servicio. Mientras dure la suspensión de 
términos, así como cuando ésta se levante, los servidores de la Rama 
Judicial continuarán trabajando de manera preferente en su casa mediante 
el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Cuando 
para cumplir con las funciones o la prestación del servicio sea necesaria la 
presencialidad en la sede de trabajo se atenderán las disposiciones 
establecidas en el presente Acuerdo.



Artículo 15. Presencialidad.

Para prestar los servicios que requieren presencialidad en las sedes 
podrán asistir como máximo el 20 % de los servidores judiciales por 
cada despacho, secretaría, oficina, centro o dependencia en general.

El magistrado, juez o jefe organizará la asistencia a las sedes de 
acuerdo con las necesidades de su despacho o dependencia y si es 
posible estableciendo un sistema de rotación.



Artículo 15. Presencialidad.

Quienes padezcan diabetes, enfermedad cardiovascular, incluida hipertensión 
arterial y accidente cerebrovascular, VIH, cáncer, enfermedad pulmonar obstructiva 
crónica (EPOC); que usen corticoides o inmunosupresores; que tengan mal nutrición 
(obesidad o desnutrición); que sean fumadores; mayores de 60 años o mujeres en 
estado de gestación, no deberán asistir a las sedes bajo ninguna circunstancia.

Parágrafo. A partir de las preexistencias reportadas por los servidores judiciales, los 
consejos seccionales identificarán los casos en que pueda requerirse la adopción de 
medidas especiales y las gestionarán según corresponda.



Artículo 16. Horarios y turnos de trabajo y de atención al público. Antes del 17 de junio, 
los consejos seccionales de la judicatura, en coordinación con los directores seccionales 
correspondientes, expedirán los actos administrativos en los que se definan los horarios y 
turnos de trabajo y de atención al público en cada uno de los distritos durante la 
emergencia. Éstos podrán ser diferenciados según las características de las ciudades o 
regiones.

 Parágrafo. La UDAE consolidará esta información sobre los horarios y turnos de trabajo 
y de atención al público en la República de Colombia.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la Rama 
Judicial

Artículo 17. Reglas generales de acceso y permanencia en sedes. Para el 
ingreso y permanencia de servidores judiciales, abogados, usuarios y 
ciudadanía en general en las sedes de la Rama Judicial deberán cumplirse 
las siguientes reglas:

a) Al momento de ingresar a las sedes de trabajo, los servidores 
judiciales, abogados, usuarios y ciudadanos en general deberán 
proporcionar sus datos de identificación, contacto, e información sobre 
su estado de salud, para poder hacer un adecuado control del nivel de 
riesgo y seguimiento por el coronavirus COVID -19



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la Rama 
Judicial

b. No se permitirá el acceso a las sedes judiciales o 
administrativas de ninguna persona que presente o 
manifieste tener afecciones respiratorias o fiebre. Mediante 
termómetro láser o digital se tomará la temperatura a 
quienes quieran ingresar a las sedes y en su defecto se 
diligenciará y firmará el formato de reporte de estado de 
salud.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la Rama 
Judicial

c. Al ingreso a las sedes cada persona debe lavarse las 
manos o usar gel antibacterial; las direcciones seccionales 
habilitarán instalaciones o establecerán mecanismos para 
el lavado de manos y en su defecto suministrarán gel 
antibacterial.

d. Es obligatorio el uso permanente de tapabocas.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la Rama 
Judicial

e. Para el ingreso y dentro de las sedes judiciales o administrativas se 
deberá mantener en todo momento una distancia mínima de dos metros 
entre las personas y evitar el contacto directo incluso para saludar.

Dependiendo del área del recinto podrá restringirse el ingreso de personas 
para mantener dicha distancia.

No se podrán realizar reuniones presenciales en las que no se garantice 
dicha distancia mínima entre los asistentes.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la Rama 
Judicial

f. Se evitará en lo posible el uso de ascensores; sin 
embargo si la necesidad lo exige se deberá 
mantener el distanciamiento social dentro de los 
mismos y adoptar una posición de frente contra las 
paredes de la cabina, dando la espalda a las demás 
personas.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la 
Rama Judicial

g. Los visitantes deben ingresar únicamente al lugar 
autorizado y por un período de tiempo limitado. Solo 
se podrá ingresar a los despachos judiciales para 
las actividades estrictamente necesarias y con 
autorización expresa del juez.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la 
Rama Judicial

h. Se deberán acatar las medidas de autocuidado y 
bioseguridad contenidas en la Resolución 666 de 2020 
del Ministerio de Salud y Protección Social, así como 
las que emita el Consejo Superior de la Judicatura y la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial para 
tales efectos.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la 
Rama Judicial

i. Antes del 1 de julio, los directores seccionales 
establecerán un sistema de ingreso a las sedes para 
abogados, usuarios y ciudadanos que evite 
aglomeraciones. La DEAJ consolidará la información 
sobre los sistemas adoptados en todo el país.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la 
Rama Judicial

Parágrafo. Antes del 17 de junio, el Director Ejecutivo y 
los directores seccionales deberán asegurar que las 
sedes a su cargo tengan la señalización y avisos 
necesarios informando las condiciones de acceso y 
permanencia en las mismas, de uso de ascensores y las 
obligaciones de cuidado, en general.



Capítulo 3. Ingreso y permanencia en las sedes de la 
Rama Judicial

Artículo 18. Vigía de salud. Habrá vigías de salud, encargados de que se 
diligencie el formato y de entregar los elementos de protección y 
verificar el uso de tapabocas, para el ingreso a las sedes. Los vigías de 
salud orientarán sobre las obligaciones de cuidado y las reglas de 
permanencia en las sedes de la Rama Judicial.

Antes del 17 de junio, el Director Ejecutivo y los directores seccionales 
implementarán este mecanismo en las sedes a su cargo.



Capítulo 4. Condiciones de bioseguridad
Artículo 19. Elementos de protección. Las direcciones seccionales 
garantizarán el suministro a los servidores judiciales de los elementos de 
bioseguridad, tales como tapabocas, guantes y caretas, cuando menos, y el 
mantenimiento de las sedes y elementos de aseo requeridos.

El Director Ejecutivo y los directores seccionales definirán los responsables 
del suministro y entrega de los elementos de protección personal e insumos 
de limpieza necesarios en cada sede y generarán un reporte semanal de 
elementos de protección entregados y disponibles.



Capítulo 4. Condiciones de bioseguridad

Artículo 20. Condiciones especiales de protección. 
Para proteger la seguridad y salud de quienes acudan 
a las sedes judiciales, la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial -DEAJ- y las direcciones 
seccionales cumplirán los siguientes lineamientos en 
las sedes a su cargo:



Capítulo 4. Condiciones de bioseguridad

a. Se establecerán rutinas permanentes en todas las sedes para 
asegurar la limpieza de entradas, barandas, zonas de atención al 
público, puertas, ventanas, ascensores, escaleras, baños, 
lavamanos, cocinas y lavaplatos. Igualmente, se establecerán 
mecanismos de verificación de dichas rutinas. Se hará 
seguimiento especial a la ejecución de los contratos de aseo y al 
cumplimiento de las medidas de limpieza de sedes definidas para 
contrarrestar el coronavirus COVID-19.



Capítulo 4. Condiciones de bioseguridad

b. Se dispondrá en todas las sedes de canecas 
especiales para la disposición final de guantes y 
tapabocas.

c. Revisar, organizar y demarcar los puestos de trabajo 
de manera que se mantenga una distancia de dos metros 
entre los servidores.



Capítulo 4. Condiciones de bioseguridad
d. En las sedes de la Rama Judicial se sellarán los espacios comunes y 
se demarcarán las zonas de espera que puedan utilizarse señalando los 
puestos que se inhabilitan para garantizar la distancia de dos metros 
entre las personas.

e. Se deshabilitarán los identificadores de huellas y secadores de 
manos eléctricos.

f. Se revisarán las condiciones y se establecerán medidas para la 
circulación de aire en las sedes.



Capítulo 4. Condiciones de bioseguridad
g. La DEAJ y las direcciones seccionales revisarán los consumos de los 
2 últimos meses de elementos de protección, como guantes, tapabocas, 
caretas, gel antibacterial o jabón, entre otros, para definir las 
necesidades según un estimado de ocupación del 20 % de las sedes 
judiciales y realizar las adquisiciones que se requieran.

h. Cuando sea necesario, los consejos seccionales coordinarán con las 
autoridades locales el cerramiento para evitar la aglomeración de 
personas en el perímetro de las sedes.



Capítulo 5. Condiciones de trabajo virtual

Artículo 21. Uso de tecnologías. Mientras dure la suspensión de términos, así como 
cuando ésta se levante, se seguirá privilegiando el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, de preferencia institucionales, buscando optimizar los 
canales de acceso, consulta y publicidad de la información.(1) Cita fuera de texto.

(1). Nótese que no se excluye el uso de herramientas no institucionales, al decir de preferencia, se contempla la 

posibilidad que se puedan usar otras, si las circunstancias lo exigen.



(...) Artículo 21. La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial con el Centro 
de Documentación Judicial - CENDOJ deberá presentar un perfil de proyecto 
para la implementación de soluciones ágiles de transición basadas en 
estándares para la recepción segura de acciones y trámites, la radicación y el 
reparto web, la gestión de documentos electrónicos, la firma y votaciones 
electrónicas o la gestión procesal vía web, a partir de la identificación de 
oportunidades. Para la planeación y diseño del proyecto deberá considerarse la 
participación seccional y eventuales usuarios. 



(...) Artículo 21. El proyecto debe contemplar herramientas genéricas 
preexistentes como las colaborativas y deberán prever la 
integración o comunicación con los sistemas de gestión procesal. El 
Consejo Superior de la Judicatura, podrá solicitar el apoyo o 
cooperación de organizaciones o entidades para el desarrollo de 
tales soluciones de innovación de transición.



Artículo 22. Aplicativos de recepción de tutelas y hábeas corpus y de firma electrónica. Mientras dure 
la suspensión de términos, así como cuando ésta se levante, el envío de acciones de tutela y hábeas 
corpus seguirá haciéndose de manera electrónica. Para las firmas de los actos, providencias y 
decisiones se atenderá lo dispuesto en el artículo 11 del Decreto 491 de 2020 o las demás 
disposiciones que regulen el particular. Los servidores judiciales con condición de firmante 
institucional en la Rama Judicial harán uso de los mecanismos y herramientas de firma disponibles. (1) 
(Cita por fuera del texto original)

(1) Artículo 11. De las firmas de los actos, providencias y decisiones. Durante el período de aislamiento preventivo obligatorio las autoridades a que se refiere el 
artículo 1 del presente Decreto, cuando no cuenten con firma digital, podrán válidamente suscribir los actos, providencias y decisiones que adopten mediante 
firma autógrafa mecánica, digitalizadas o escaneadas, según la disponibilidad de dichos medios. Cada autoridad será responsable de adoptar las medidas 
internas necesarias para garantizar la seguridad de los documentos que se firmen por este medio.



(..) Artículo 22. Antes del 22 de junio, la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial pondrá en producción la primera versión de 
los aplicativos de recepción de tutelas, hábeas corpus y de firma 
electrónica, con validación de su funcionamiento, disponibilidad, los 
procedimientos, manuales y demás documentación validada con los 
actores necesarios.



(..) Artículo 22. Parágrafo 1. El Consejo Superior de la Judicatura y la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, en coordinación con la Corte Constitucional, definirán e implementarán un 
plan de envío electrónico de los expedientes de tutela para el trámite eventual de revisión a la Corte 
Constitucional.

Parágrafo 2. El Consejo Superior de la Judicatura, a través del Centro de Documentación Judicial - 
CENDOJ, la Oficina de Comunicaciones, la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla y la Unidad de 
Informática, implementará plan de capacitación comunicaciones, sobre el uso y apropiación de las 
soluciones de recepción de tutelas y hábeas corpus y de firma electrónica.



Artículo 23. Audiencias virtuales. Mientras dure la suspensión de términos, así como cuando ésta se 
levante, para el desarrollo de las audiencias y diligencias se continuará privilegiando la virtualidad.

Si las circunstancias así lo demandan, deberán realizarse de manera presencial, con las restricciones 
de acceso que establezca el director del proceso y en el marco de los protocolos y disposiciones del 
nivel central y seccional sobre condiciones de acceso y permanencia en sedes.

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial debe asegurar los espacios de almacenamiento en el 
servicio de nube con que se cuenta, para todas las audiencias con efectos procesales que se realicen.

 



Artículo 24. Sesiones no presenciales. Las sesiones no presenciales de los órganos 
colegiados de la Rama Judicial se podrán realizar conforme lo dispone el artículo 12 
del Decreto 491 de 2020.(1) (CITA FUERA DEL TEXTO ORIGINAL)

(1) Artículo 12. Reuniones no presenciales en los órganos colegiados de las ramas del poder público. Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en las normas vigentes, 
los órganos, corporaciones, salas, juntas o consejos colegiados, de todas las ramas del poder público y en todos los órdenes territoriales, podrán realizar sesiones no 
presenciales cuando por cualquier medio sus miembros puedan deliberar y decidir por comunicación simultánea o sucesiva. En este último caso, la sucesión de 
comunicaciones deberá ocurrir de manera inmediata de acuerdo con el medio empleado. 

Las convocatorias deberán realizarse de conformidad con los respectivos reglamentos y garantizar el acceso a la información y documentación requeridas para la 
deliberación. Las decisiones deberán adoptarse conforme a las reglas de decisión previstas en los respectivos reglamentos, de todo lo cual deberá quedar constancia en 
las actas correspondientes a dichas sesiones, cuya custodia estará a cargo de sus secretarios. 

Excepto los asuntos y deliberaciones sujetas a reserva, como las de los órganos colegiados de la rama judicial, las sesiones no presenciales deberán ser públicas, para lo 
cual se deberá utilizar únicamente los medios o canales habilitados para el efecto en el reglamento. 

Lo dispuesto en el presente artículo tendrá vigencia hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social.



Artículo 25. Herramienta de depósitos judiciales. Antes del 22 de junio, 
la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial debe coordinar y 
acordar con el Banco Agrario de Colombia las acciones necesarias para 
mantener y optimizar las medidas para la administración, gestión y 
pago de los depósitos judiciales a través y con preferencia de los 
medios electrónicos, en particular del Portal Web Transaccional.



Artículo 26. Atención al usuario por medios electrónicos. Para la atención y 
consultas de usuarios y apoderados se privilegiará el uso de medios 
técnicos y/o electrónicos, como atención telefónica, correo electrónico 
institucional u otros. La atención en ventanilla, baranda o de manera 
presencial se restringirá a lo estrictamente necesario, atendiendo los 
protocolos y disposiciones del nivel central y seccional sobre condiciones 
de acceso y permanencia en sedes.



(...) Artículo 26. Las direcciones seccionales de administración judicial, 
en coordinación con los funcionarios y jefes de dependencia, verificarán 
el inventario y asegurarán la disponibilidad de los elementos y medios 
técnicos en cada sede y depedencia (sic) para la recepción, atención y/ 
o consultas de usuarios y apoderados, como líneas telefónicas, 
carteleras u otros medios técnicos y electrónicos. La DEAJ realizará lo 
anterior respecto del nivel central.



(...) Artículo 26. Los Consejos Seccionales de la Judicatura en coordinación con 
las direcciones seccionales de administración judicial, deben definir, expedir y 
comunicar los medios y canales técnicos y electrónicos institucionales 
concretos disponibles para la recepción, atención, comunicación y trámite de 
actuaciones por parte de los despachos judiciales, secretarías, oficinas de 
apoyo, centros de servicios y demás dependencias. El CSDJ a través CENDOJ 
con el apoyo de la Oficina de Comunicaciones realizará lo anterior respecto del 
nivel central.



(...) Artículo 26. Parágrafo. Los Consejos Seccionales de la 
Judicatura deberán enviar la información prioritaria de canales 
de atención al CENDOJ, de acuerdo al mecanismo que éste 
disponga, para su publicación en el portal Web de la Rama 
Judicial.



Artículo 27. Cuentas institucionales de correo electrónico. Cada uno de los despachos 
judiciales, secretarías, oficinas de apoyo, centros de servicios y demás dependencias y 
usuarios que así lo requieran, tienen la responsabilidad de usar la cuenta de correo 
electrónico institucional como herramienta tecnológica para el desarrollo de sus 
funciones.

Antes del 17 de junio, el Consejos Superior de la Judicatura, a través del CENDOJ, 
publicará en la página el directorio de correos electrónicos.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura expedirá un instructivo específico para 
usuarios internos y externos sobre las funcionalidades con efectos procesales del manejo 
de los correos electrónicos.

 

 

 



Artículo 28. Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los 
jueces y magistrados utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos 
para todas las actuaciones, comunicaciones, notificaciones, audiencias y 
diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales innecesarias.



(...) Artículo 28. Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser 
enviados o recibidos, por el despacho, partes, apoderados e intervinientes, 
por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.

De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos 
enviados o recibidos por medios electrónicos, usando algún mecanismo de 
firma para identificar al autor o emisor del documento e identificándolo con 
el número del radicado del proceso cuando corresponda.



(...) Artículo 28. Sin perjuicio del tipo de soporte documental 
de las distintas piezas procesales, será necesario mantener la 
integridad y unicidad del expediente, para lo cual se hará uso 
de las herramientas institucionales de almacenamiento 
disponibles.



(...) Artículo 28. Parágrafo 1. Antes del 1 de julio, El CENDOJ elaborará un protocolo estándar 
con las reglas, requerimientos, herramientas y responsabilidades para asegurar la descarga, 
almacenamiento, conformación, integridad, archivo, acceso, consulta y disponibilidad del 
expediente, teniendo en cuenta la diversidad de los tipos de soporte documental, en el marco 
de las políticas de gestión documental.

Parágrafo 2. Los consejos seccionales de la judicatura en coordinación con las direcciones 
seccionales de administración judicial, deben verificar y hacer seguimiento al protocolo de 
integridad de expedientes.

 



Artículo 29. Publicación de contenidos con efectos 
procesales.

Los despachos judiciales del país podrán publicar notificaciones, 
comunicaciones, traslados, avisos y otras publicaciones con efectos 
procesales en el portal Web de la Rama Judicial. Esto sin perjuicio de 
las publicaciones válidas en los sistemas de información de la gestión 
procesal que puedan vincularse a los espacios del portal Web. Antes del 
1 de julio, el Consejo Superior de la Judicatura, a través del Centro de 
Documentación Judicial -CENDOJ- establecerá e informará los 
lineamientos y protocolos, internos y externos, sobre esta publicación.



Artículo 30. Actualización de sistemas institucionales de información. 

Como parte de las tareas de planeación y organización del trabajo, los 
funcionarios judiciales y jefes de dependencia deben actualizar los sistemas 
institucionales de información de la gestión judicial, las actuaciones, 
novedades y anexos de los procesos tramitados durante la emergencia 
sanitaria.

Antes del 1 de julio, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial debe 
expedir lineamientos estándar para el acceso remoto a equipos en 
condiciones de seguridad y proveerá a las direcciones seccionales de las 
condiciones o elementos que se requieran para su operativización.



Artículo 31. Correos electrónicos de abogados.

Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos 
judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de 
correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. 
Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán 
registrar y/o actualizar su cuenta de correo electrónico, de 
conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a 
través de la Unidad de Registro Nacional de Abogados.



Artículo 31. Correos electrónicos de abogados.

El Consejo Superior de la Judicatura, por medio de la 
Unidad de Registro Nacional de Abogados -URNA-, que 
actuará en coordinación con la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, desarrollarán en el SIRNA la 
función de consulta para los funcionarios judiciales de las 
cuentas de correos electrónicos registradas por los 
abogados litigantes.



Artículo 32. Canales electrónicos de 
información. 

En el portal Web y otros medios de divulgación de la Rama 
Judicial se publicarán los canales de recepción y comunicación 
electrónica institucional para los servicios habilitados de la 
administración de justicia.

Se definirá y ejecutará un modelo de orientación y atención 
primaria virtual a través del portal Web de la Rama Judicial.



Artículo 33. Plan de digitalización.

El Consejo Superior de la Judicatura, a través de a Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial y del Centro de 
Documentación Judicial -CENDOJ-, diseñará el Plan de 
Digitalización de la Rama Judicial, estableciendo la 
priorización, lineamientos, criterios, responsables y, en 
general, condiciones de operativización de la digitalización, en 
el marco de la política e instrumentos de gestión documental.



(...) Artículo 33. Plan de digitalización.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura, a través 
del CENDOJ, fijará los lineamientos funcionales 
generales de digitalización y control documental, 
acordes con las políticas de gestión documental 
institucionales y lo establecido en instrumentos técnicos 
como las tablas de retención documental.



Artículo 34. Protocolo de manejo de expedientes 
físicos. 

Mientras se implementa un plan de digitalización para el 
manejo de los documentos físicos o cuando sea necesario 
retirar los expedientes temporalmente de los despachos, se 
seguirá el procedimiento contemplado en la Circular 015 del 
16 de abril de 2020 y cualquiera otro que establezca el 
Consejo Superior de la Judicatura.



Artículo 35. Estrategia de capacitación.

El Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla, el Centro de Documentación Judicial -CENDOJ- y 
la Unidad de Informática, continuará con la implementación de acciones 
de capacitación a nivel nacional en el uso y apropiación de 
herramientas tecnológicas por parte de los servidores de la Rama 
Judicial para la gestión judicial y administrativa y se propenderá por 
generar espacios de participación de abogados litigantes y otros 
actores del sistema de justicia.



(...) Artículo 35. Estrategia de capacitación.

Para ello, la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla - EJRLB, en 
coordinación con el CENDOJ y la DEAJ, publicará las acciones 
periódicas en la vigencia 2020 de capacitación virtual en asuntos y 
temas prácticos relacionados con la gestión procesal electrónica y 
las herramientas electrónicas institucionales disponibles, 
incluyendo espacios de participación de abogados litigantes y otros 
actores del sistema de justicia.



Artículo 36. Apoyo. 

Los consejos seccionales de la judicatura y las direcciones seccionales 
de administración judicial continuarán prestando el apoyo técnico, 
funcional y material necesario para que los servidores judiciales y 
administrativos puedan adelantar sus labores con apoyo de 
herramientas y medios tecnológicos, de preferencia institucionales.

Los ingenieros seccionales prestarán el apoyo técnico que les 
corresponda, bajo la orientación de los directores seccionales de 
administración judicial, sin perjuicio de las políticas y lineamientos que 
existan en el nivel central.



Capítulo 6. Condiciones de trabajo en casa

Artículo 37. Condiciones de trabajo en casa. Los magistrados, 
jueces, jefes y directores de dependencia administrativa, con 
relación a sus equipos de trabajo, establecerán las 
condiciones en que se encuentra cada uno de los servidores 
judiciales para desarrollar el trabajo en casa, identificando, 
entre otras, si los servidores judiciales están a cargo de hijos 
menores, o en edad escolar y/o de adultos mayores o 
personas enfermas.



(...) Artículo 37. Condiciones de trabajo en casa.

Para ello, la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial elaborará un "Formato de consulta de 
condiciones de los servidores judiciales relacionadas 
con el trabajo en casa" y los distribuirá para que sea 
aplicado a los equipos de trabajo por los magistrados, 
jueces, jefes y directores de dependencia administrativa.



(...) Artículo 37. Condiciones de trabajo en casa.

Teniendo en cuenta las condiciones en las que se encuentra cada 
servidor judicial, Los magistrados, jueces y jefes de dependencia 
en general, acordarán con cada uno de los miembros de su 
equipo de trabajo las tareas a desarrollar, productos a entregar, 
periodicidad, fecha de entrega, correo electrónico al cual deberán 
remitir la información y el horario en que cumplirán la jornada 
laboral, respetando el derecho al descanso y a la desconexión 
laboral de los servidores judiciales.



Artículo 38. Instructivo de trabajo en 
casa.

Antes del 1 de julio, la DEAJ elaborará un 
instructivo de recomendaciones para el trabajo 
en casa el cual será divulgado ampliamente 
entre los servidores judiciales.



Capítulo 7. Seguimiento y vigencia

Artículo 39. Protocolos locales. Antes del 17 de junio, la 
Dirección Ejecutiva y cada dirección seccional, en 
coordinación con los consejos seccionales respectivos, 
definirán y expedirán un protocolo local en el que se 
establezcan las acciones y responsabilidades concretas en 
las sedes a su cargo para asegurar el cumplimiento de la 
circular DEAJC20-35 y de los lineamientos establecidos en 
este Acuerdo.



Artículo 40. Seguimiento implementación de condiciones y medidas 
de bioseguridad.

Los consejos seccionales de la judicatura harán el seguimiento a la 
implementación y correcta aplicación de las condiciones, medidas de 
bioseguridad y lineamientos establecidos en este Acuerdo.

Adicionalmente, habilitarán un buzón digital de quejas, sugerencias o 
felicitaciones para cada seccional. Los consejos seccionales consolidarán y 
presentarán un informe mensual al Consejo Superior de la Judicatura sobre 
la gestión de este buzón digital señalando las inquietudes más frecuentes y 
las soluciones dadas.



Artículo 41. Obligatoriedad.

De conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política de 
Colombia y en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, Ley 270 
de 1996, la aplicación de las reglas establecidas en este acuerdo es de 
obligatorio cumplimiento.

Artículo 42. Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de 
publicación en la Gaceta de la Judicatura.

Dado en Bogotá, D. C., a los cinco (05) días del mes de junio del año dos 
mil veinte (2020).



¡Fin de la presentación!

¡Y que Dios nos bendiga!

Amablemente,

David Vanegas González
Magistrado Sala de Decisión Penal 
Santa Marta, Magdalena


